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A la presente investigación se le dará un enfoque funcionalista, pues tiene como objetivo 
general evaluar la congruencia entre la actuación del Estado como ente encargado de proteger 
al medio ambiente y la llevada a cabo por sus agentes, a los que les son otorgadas las 
funciones de inspección control y vigilancia en dicha materia. 
A fin de desarrollar lo anterior,  la investigación se desenvolverá  a partir de tres momentos 
cada uno correspondiente a un capítulo de la misma; inicialmente se incorporará la 
descripción de la situación problémica, que da lugar a definir el objeto investigativo y sus 
variables, para pasar luego al establecimiento de los diversos marcos con los cuales se 
establecen aquellos elementos de continuidad, superación y ruptura dialéctica que permiten 
identificar los criterios sociojurídicos que orientan dentro del Estado la fundamentación y 
reconocimiento de la afectación ambiental causada por las actividades industriales, las cuales 
dan paso al establecimiento de la novedad investigativa, las claves epistémicas y la 
formulación de la pregunta investigativa. 
En el segundo capítulo se llevará a cabo la implementación del estudio cualitativo de Derecho 
comparado apoyado en el diagnóstico realizado e identificado mediante la aplicación de 
encuestas y entrevistas a los habitantes de maní Casanare aledaños a la Laguna el Tinije. Con 
este método se analiza la situación jurídica ambiental que experimentan los países de 
América, en especial aquellos que se encuentran en la parte sur del continente y La Unión 
Europea a través del estudio de la concepción constitucional que se le da al medio natural, la 
institucionalización pública de la que esta goza y las problemáticas que dicha la misma  
presenta,  junto con las acciones que el Estado realiza al respecto, para por último indicar los 
nuevos paradigmas ambientales que se han plantado en países como Estados Unidos, Bolivia 
y aquellos pertenecientes a Europa, a fin de proponer mecanismos específicos que el Estado 
debe implementar para garantizar de manera eficiente las directrices constitucionales 
consagradas mediante el establecimiento y proyección de un principio rector. 
Por último, el tercer capítulo está dedicado a la corroboración del principio que se quiere 
implementar en el ordenamiento como solución a la pregunta investigativa formulada, es por 
ello que dentro de él se evalúan las acciones propuestas e identificadas tendientes a dotar de 
mayor eficacia la actuación de los funcionarios encargados de materializar las disposiciones 
contenidas, ya sea en la ley o la constitución, encontrando que la concepción de la naturaleza 
como sujeto de derechos, al ser implementada como principio constitucional permite reforzar 
el principio de precaución consagrado ya en la ley, lo que a su vez genera que las acciones 
colectivas encaminadas a la protección del medio ambiente se vean favorecidas y estén 
dotadas de mayor eficacia, logrando que la comunidad realice un efectivo control frente a las 
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actuaciones de las entidades públicas y los funcionarios encaminadas al control, inspección 
y vigilancia. 
Todo, partiendo de la acción popular interpuesta por los habitantes del municipio de Maní, 
en el departamento de Casanare, con el fin de proteger la laguna el Tinije de las afectaciones 
presentes y futuras a causa de las actividades petroleras realizadas por la empresa 
CEPCOLSA, el Tribunal Administrativo De Casanare al fallar, permite evidenciar 
principalmente dos aspectos relevantes en el ámbito sociojurídico: de una parte la 
contaminación real de la laguna y sus alrededores y de otra -siendo esta la que refleja la 
situación sociojurídica problémica- la legitimidad de la licencia ambiental otorgada a dicha 
empresa debido a la incongruencia de la clasificación del territorio - que permite entre otros 
identificar las actividades y el uso que se le puede dar a determinado espacio del territorio 
nacional-,  llevada a cabo por los diferentes entes encargados del control inspección y 
vigilancia de actividades que afectan o comprometen el medio natural. 
Así, con lo anterior es pertinente indicar que la laguna del Tinije es declarada en 1993 como 
zona de reserva natural y patrimonio ecológico, impidiendo con ello el uso del terreno para 
la explotación de hidrocarburos, 15 años más tarde la Corporación Autónoma Regional 
(CORPORINOQUÍA), mediante el Acuerdo n° 1100.02.08.012 de 2008 la declara como un 
Distrito de Manejo Integrado (DMI), estableciendo que en ésta y cerca de la misma solo se 
podrán realizar actividades agrícolas y ganaderas exclusivamente, sin que ello significara el 
uso del suelo para hacer posible el otorgamiento de la licencia a dicha empresa, por lo que 
en últimas es el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial el ente que otorga 
la licencia ambiental a la empresa CEPCOLSA para que inicie sus actividades petroleras en 
terrenos que abarca el Distrito de Manejo Integrado (DMI) del caño y la laguna el Tinije, 
permitiendo a dicha empresa establecer su pozo en dicha zona pese a la solicitud por parte 
de la Corporación Autónoma de la región de suspender las actividades relacionadas con la 
construcción del pozo Chirinola. 
Una vez descrito lo ocurrido en la Laguna,  se evidencia la incongruencia e ineficiencia de la 
entidades encargadas de proteger al medio ambiente en cuanto a la clasificación del terreno 
y las posibles actividades a desarrollar en él, por lo que se hace necesario 
preguntarse: ¿mediante qué mecanismos específicos, puede lograrse que los funcionarios 
públicos encargados de realizar controles de inspección y vigilancia a la actuación de las 
empresas industriales dedicadas a la explotación de recursos naturales lleven a cabo la 
eficiente protección medio ambiental que el Estado a través de ellos busca materializar?. Pues 
se encuentra que son las acciones del Estado creadas y ejecutadas por él las que permitirían 
la real protección y defensa del medio ambiente. 
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1. EL MEDIO AMBIENTE, SU AFECTACION Y LA LEGISLACION 
AMBIENTAL COLOMBIANA.  
 
1.1. Situación socio jurídica problémica y su caracterización  
En el año 1993 la Laguna el Tinije es declarada zona de reserva natural y patrimonio 
ecológico por los municipios de Maní y Aguazul en Casanare. Por su parte la Corporación 
Autónoma Regional (CORPORINOQUÍA), mediante el Acuerdo n° 1100.02.08.012 de 2008 
la declara como un Distrito de Manejo Integrado (DMI), estableciendo que en ésta y cerca 
de la misma solo se podrán realizar actividades agrícolas y ganaderas.  
Luego de ello, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial otorga la licencia 
ambiental a la empresa CEPCOLSA para que inicie sus actividades petroleras en terrenos 
que abarca el Distrito de Manejo Integrado (DMI) del caño y la laguna el Tinije. 
Con lo dicho, se discute en la sentencia1 -que decide sobre la acción popular interpuesta por 
habitantes de esta zona a fin de proteger a la laguna de las afectaciones presentes y futuras 
causas por las actividades petroleras- la legitimidad de la licencia ambiental otorgada a 
CEPCOLSA porque las actividades que realiza la empresa no corresponden a las que 
deberían destinarse en dicho territorio al ser un DMI. 
Como resultado de las discusiones suscitadas por las incongruencias entre entidades Estatales 
protectoras del medio Ambiente, se evidencia que CEPCOLSA al abrir las vías carrreteables 
afectó el habitad de los animales, alejándolos de su ecosistema e impidiendo su reproducción 
por exceso de ruidos, mencionando  además que las comunidades del municipio de Maní y 
Aguazul Casanare, aledañas a la laguna del Tinije pronuncian su inconformidad en repetidas 
ocasiones frente a las actividades de exploración que empezaba a realizar CEPCOLSA. 
En consideración a lo anterior CORPORINOQUÍA solicita a CEPCOLSA la suspensión de 
actividades relacionadas con la construcción del pozo Chirinola, en contraposición a esto el 
Ministerio permitió a la petrolera establecer ese pozo en dicha zona 
Al comprobar la afectación ambiental ocasionada por CEPCOLSA se le ordena suspender 
sus actividades y se obliga a la misma invertir el 1% del valor del proyecto que se impidió 
realizar en esta zona, para reforestación en el área de influencia de nacimientos y rondas 
hídricas de la Laguna el Tinije. 
                                                             
1TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CASANARE. Fallo acción popular radicación No. 85001.2331.001-2012.00044-00. En memoria 
de la causa Tota, en www.defensalagodetota.info.  
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En conclusión y aludiendo al fallo del Tribunal Administrativo de Casanare en 2012, se hace 
evidente que la empresa CEPCOLSA contamina los terrenos de cultivo y ganadería al querer 
iniciar sus actividades en la Laguna del Tinije, al tiempo que permite evidenciar como el 
control del estado sobre la responsabilidad empresarial para la protección del Medio 
Ambiente presenta deficiencias en su organización y en el actuar de sus funcionarios 
haciéndose por tanto necesario estudiar la afectación ambiental; entendida como  una 
alteración negativa en el medio natural que deviene de actividades humanas, reguladas por 
el derecho, ya sea de manera preventiva o sancionatoria, aplicando las medidas 
correspondientes dependiendo del daño ecológico que se haya ocasionado, el cual 
generalmente tiene que ser relevante, teniendo en cuenta que su reparación legal la mayoría 
de las veces es de carácter económico para indemnizar a la sociedad en sus necesidades según 
la afectación. 
1.2  Marco legal del problema de investigación. 
Colombia es un país que ha suscrito los principales tratados y convenios internacionales 
referentes a la protección del medio ambiente, muchos de los cuales han sido revisados por 
la Corte Constitucional, dando lugar a que la misma cree jurisprudencia sobre este aspecto, 
así como lo ha hecho la jurisdicción contencioso administrativa mediante  acciones populares 
o de nulidad, al estudiar concretamente la legalidad de alguna disposición lo que ha llevado 
a que se configuren  verdaderos estatutos de protección ambiental. 
En nuestro ordenamiento jurídico la formulación de los derechos colectivos y del medio 
ambiente acontece en las últimas cuatro décadas, por vía del derecho internacional, este 
proceso se inició específicamente a partir de la Declaración de Estocolmo de 1972 que hizo 
énfasis en que los ecosistemas deben preservarse en beneficio de las generaciones presentes 
y futuras mediante planificación, afirmando que “…la defensa y mejoramiento del medio 
humano para las generaciones presentes y futuras, se ha convertido en meta imperiosa de la 
humanidad”2. Desde esta declaración y otras se reconoce que existe un lazo entre la verdadera 
realización de la dignidad humana y un medio ambiente de calidad. 
A lo largo de los años continuó ratificando  tratados internacionales que en un sentido lato 
han entrado al bloque de constitucionalidad, en conjunto estos buscan: fijar plazos máximos 
para la eliminación de la producción y consumo de las principales sustancias agotadoras de 
la capa de ozono3, establecer una estructura general para los esfuerzos intergubernamentales 
encaminados a remediar el desafío del cambio climático reconociendo que este sistema es un 
recurso compartido cuya estabilidad puede verse afectada por actividades industriales y de 
                                                             
2 ROJAS LASSO, María Claudia.et. al. Instituciones del Derecho Administrativo en el nuevo Código, una mirada a la luz de la Ley 1437 
de 2011. Bogotá: Consejo de Estado.2011. Pag.259 
3 Protocolo de Montreal. 
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otro tipo que emiten dióxido de carbono y otros gases que retienen el calor4,  reconocer que 
la diversidad biológica es algo más que plantas, animales, microorganismos y sus 
ecosistemas - se trata de las personas y la  necesidad de una seguridad alimentaria, 
medicamentos, aire fresco, agua, vivienda, un medio ambiente limpio y saludable donde 
vivir5, vincular el concepto de desarrollo sostenible como una práctica común en la que deben 
basarse los Estados a la hora de crear leyes internas de carácter ambiental y humano6 y por 
último establecer y regular la Responsabilidad Civil por Daños Causados ligados a  la 
Contaminación de las Aguas del Mar por Hidrocarburos7. 
Colombia no siendo ajena a la preocupación común de los Estados por la alta contaminación 
al medio natural, dentro de su ordenamiento jurídico y en el marco de la asamblea 
constituyente de 1991, se hace evidente la necesidad en el contexto internacional de proteger 
la naturaleza, alcanzando una cumbre normativa consagrando un catálogo de normas 
específicas hacia el medio ambiente, con el producto acabado de dicha asamblea: la 
Constitución Política de 1991. Con todo ello, esta constitución ha sido considerada como la 
“Constitución Ecológica” teniendo dentro del ordenamiento jurídico una triple dimensión, de 
un lado está la protección al medio ambiente que es un principio que irradia todo el 
ordenamiento, pues es obligación del Estado proteger las riquezas naturales del país. Por otro 
lado, aparece el derecho que tienen todas las personas a gozar de un ambiente sano, derecho 
que es exigible por alternas vías judiciales. Y tercero, de esta constitución ecológica derivan 
un conjunto de obligaciones impuestas a las autoridades y a los ciudadanos en común. 
El catálogo de normas constitucionales que protegen el entorno medio ambiental, se hace 
evidente desde su preámbulo, en el que se reivindica el derecho a la vida, el cual es inviable 
sin un ambiente sano, regulado, ordenado y protegido; partiendo de este, en toda la carta, se 
dictan normas relativas al saneamiento ambiental, la función ecológica de la propiedad,  los 
bienes de uso público, la educación ambiental, el derecho a un ambiente sano, el desarrollo 
sostenible, deberes ambientales de los ciudadanos,  la propiedad y utilización del subsuelo,  
los recursos naturales, las entidades y organismos del Estado creados con el objetivo de lograr 
una correcta preservación del ambiente y distribución de los recursos naturales, entre otras. 
El primer instrumento jurídico colombiano que apuntó a la conservación de la Naturaleza, 
pese a las críticas sobre los inventarios de zonas y bosques, fue la “Ley 2 de 1959, señalando 
es su artículo 1 y 13 que con el objetivo “de conservar la flora y fauna nacionales”, se declara 
ciertas áreas de la geografía del país como <zonas forestales protectoras> y <bosques de 
                                                             
4La Convención Marco de las Naciones Unidas 
5El Convenio de Diversidad Biológica 
6 Cumbre de la Tierra 
7Convenio Internacional Suscrito en Bruselas en 1989 sobre la Responsabilidad Civil por Daños Causado por la Contaminación de las 
aguas de Mar por Hidrocarburos. 
12 
 
interés general. En consecuencia, dispuso limitaciones y prohibiciones al uso del suelo en 
dichas áreas. 
Posteriormente, esta primera protección jurídica a dos elementos que componen la 
naturaleza, también se vio perturbada por la imprecisa expresión “medio ambiente” de la ley 
23 de 1973”8, que inspirada en la “Declaración de Estocolmo de 1972 permitió considerar a 
ese “medio ambiente” como patrimonio común de la humanidad, y cuya preservación 
necesitó que se le dieran las facultades al Presidente de la República de la época para expedir 
el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente”9 
Luego, a fin de que el Estado se encargase de velar por el cuidado del medio ambiente y 
asegurar un ecosistema basado en unos principios generales ambientales que conduzcan al 
crecimiento económico, a la elevación de la calidad de vida y al bienestar social, sin olvidar 
los recursos naturales ni deteriorar el medio ambiente o el derecho de utilizarlo para satisfacer 
necesidades, nace el Ministerio del Medio Ambiente en 1999 asignando al  Sistema Nacional 
Ambiental (SINA) como el encargado de permitir la realización de los principios ambientales 
contenidos en la ley10. 
Buscando dar desarrollo a la Ley 23 de 197311 , es creado el seguro ecológico, con la Ley 
491 de 1999, que busca amparar los perjuicios económicos cuantificables a personas 
determinadas como parte o consecuencia de daños al ambiente y a los recursos naturales, 
reformando el Código Penal en lo relativo a los delitos ambientales con ocasión de la 
exploración o explotación ilícita petrolera a fin de evitar que el delito siga siendo cometido12. 
Éste seguro es de carácter obligatorio para todas aquellas actividades que le puedan causar 
daños al ambiente y requieren de licencia ambiental, de acuerdo a la ley y a los reglamentos. 
Corresponde por su parte a las autoridades ambientales determinar el daño causado cuando 
la persona afectada lo pida mediante un acto administrativo  
Por su parte la Ley 1333 de 2009, expedida por el Congreso de la República establece el 
procedimiento sancionatorio ambiental, señalando que el mismo se encuentra en cabeza del 
Estado sin perjuicio de las competencias legales de otras autoridades y se materializada a 
través de sanciones administrativas, buscando con ello prevenir, corregir, evitar y compensar 
la contaminación al medio ambiente, los recursos naturales, el paisaje o la salud humana, 
                                                             
8ALVARADO MOSQUERA, Julio. El principio de precaución y la protección de la naturaleza. Análisis comparativo de derecho 
constitucional ambiental en el Estado colombiano y francés. Editorial Ibáñez. Bogotá. 2015. Pág. 33 y 34.  
9 Ibíd.,  pág. 35 
10 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 99. 1993. 
11 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 23. 1973. Por el cual se concede facultades extraordinarias al Presidente de la República para expedir 
el Código de Recursos Naturales y de Protección al Medio Ambiente y se dictan otras disposiciones 
12 CONGRESO, Óp. Cit., ley 491. 1999. 
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garantizar la efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución, la ley y el 
reglamento. 
El Código de Petróleos se crea entre otros, como medio para prevenir la contaminación 
ambiental causada por las personas o empresas que incumplan con las obligaciones pactadas 
a la hora de celebrar contratos con el Estado buscando la exploración, explotación, 
perforación, transporte, refinación y demás labores conexas a la realización de actividades 
petroleras13. A su vez el Código Nacional de Recursos Renovables y de Protección al Medio 
Ambiente indica que la política ambiental debe tener como objetivo prestar un sistema de 
información que permita la preservación del medio ambiente y evite las posibles 
afectaciones14.  
Posteriormente bajo el Decreto 1743 se señala como deber del Ministerio de Educación 
Nacional y el Ministerio del Medio Ambiente incluir de manera coordinada en todos los 
establecimientos de educación formal del país proyectos ambientales, en el marco de 
diagnósticos ambientales rurales, regionales y/o nacionales con la finalidad de ayudar a la 
solución de problemas ambientales y prevenir afectaciones a éste  basado en los principios 
de interculturalidad, formación en valores, regionalización de interdisciplinar y de 
participación y formación para la democracia.15 
Por último y bajo el desarrollo de diversos decretos y resoluciones, en cuanto a la Fijación 
sobre el uso de los suelos y respecto a proyectos asociados a hidrocarburos, se indica en el 
Decreto 883 de 1997, que la persona interesada en realizar esta actividad deberá elaborar 
previamente un documento de evaluación y manejo ambiental; además se crean manuales 
para evaluación de estudios ambientales que deben ser de consulta obligatoria por parte de 
las autoridades ambientales y deben llevar un proceso de evaluación, señalando la existencia 
de  un seguimiento ambiental de proyectos ya licenciados o con planes de manejo 
ambiental16.  
Atendiendo al principio de descentralización administrativa se crean Corporaciones 
Autónomas Regionales con el objeto de ejecutar políticas, planes, programas y proyectos 
sobre el medio ambiente, así como dar una oportuna aplicación a las disposiciones legales 
vigentes sobre su disposición, manejo y aprovechamiento, conforme a las regulaciones, 
pautas y directrices expedidas por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial. 
                                                             
13 PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Decreto No. 1056.1953. 
14 PRESIDENTE, Óp.Cit, decreto No. 2811 de 1974. 
15 Ibíd., decreto No. 1743.1994. 
16 MINISTERIO DE AMBIENTE VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL, Óp.Cit, resolución No. 1552.2005. 
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Por último, se crea el subsistema de información sobre el uso de recursos naturales renovables 
(SIUR) el cual tiene como finalidad la gestión de información sobre el uso y aprovechamiento 
de recursos naturales renovables y también gestionará información de captaciones, 
vertimientos, residuos y etcétera que afecten el agua, el suelo, el aire, el clima y la 
biodiversidad del país. Además de esto se dice que las personas (naturales y jurídicas) que 
realicen el uso y aprovechamiento de recursos naturales renovables deben diligenciar el 
registro único ambiental con el propósito de que el IDEAM reciba la información trasmitida 
por autoridades ambientales en el (SIUR) para que a través de su sitio web sea suministrada 
la información a nivel nacional17. 
Atendiendo al desarrollo jurisprudencial al que se hizo mención se destacan a continuación 
fallos que por su relevancia jurídica son importantes para el tema de investigación. Como 
primera medida La Corte Constitucional muestra su preocupación por la afectación ambiental 
cuando se refiere a que “el problema ambiental no es una moda pasajera. Ha acompañado al 
hombre a lo largo de su historia y muchos de los fracasos de las antiguas culturas se deben a 
formas sociales inadecuadas de adaptación al medio. La diferencia entre las crisis 
ambientales del pasado y la del presente consiste en que tanto el desarrollo, como amenaza 
del orden de la vida, se han vuelto planetarios. La unificación tecnológica y cultural del 
mundo ha engendrado la conciencia de la unidad de los procesos vivos… Lo ambiental no 
puede ser comprendido como un apéndice o como un puñado de buenas intenciones 
encerradas en un capítulo altruista, pero cuyo contenido acaba siendo refutado o ignorado 
por el conjunto de normas básicas que regulan la convivencia. La crisis ambiental es, por 
igual, una crisis de la civilización y replantea la manera de entender las relaciones entre los 
hombres. Las injusticias sociales se traducen en desajustes ambientales y éstos a su vez 
reproducen las condiciones de miseria" 
La Corte Constitucional como se dejó claro, da importancia a la gran biodiversidad 
colombiana, y en la revisión constitucional de diferentes tratados referentes al tema18 se 
pronuncia así “Países como Colombia, catalogados como diversos no pueden darse el lujo se 
anular unas de las ventajas comparativas más críticas en las relaciones internacionales y la 
economía del siglo XXI: los recursos genéticos y la Diversidad biológica. (…) Colombia es 
uno de los 13 países del planeta que concentran el 60% de la riqueza biológica… Nuestro 
país reúne aproximadamente el 10% de todas las especies animales vegetales del globo, 
aunque representa menos del 1% de la superficie terráquea”.19 La corte da pie así para que 
Colombia empiece a internacionalizar las relaciones ecológicas consagradas en la 
Constitución Política, en su art. 226, pero dando importancia a los “diferentes instrumentos 
                                                             
17Ibíd., Óp.Cit, resolución No. 941.2009. 
18 Convenio sobre Diversidad Biológica, hecho en Río de Janeiro en junio de 1992 
19CORTE CONSTITUCIONAL, Óp. Cit., sentencia C-519 de 1994 
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internacionales para la protección del medio ambiente, como es la Enmienda bajo revisión 
ya que ellas permiten concretar y hacer efectivas medidas y acciones para prevenir y 
contrarrestar las causas que lo deterioran , fijando políticas y metas específicas para cada país 
con el fin de eliminar o reducir las actividades que generan el impacto negativo sobre el 
ambiente, atendiendo el grado de injerencia de cada país sobre aquel, siendo de especial 
consideración los países en vía de desarrollo”20 como es el caso colombiano. 
Así, también la corte le ha prestado interés al concepto de la ecologización de la propiedad 
privada y “consideró que la evolución de este concepto ha hecho que se transite de un derecho 
con categoría absoluta a una atribución relativa susceptible de limitación o restricción, en 
aras de hacer efectivos los intereses públicos y sociales que priman en la sociedad”21 la corte 
en oportunidad distinta y en complemento de lo anterior, enseña que “la ecologización de la 
propiedad es producto de la evolución del concepto de Estado, de un parámetro puramente 
individual (liberal clásico) a un mandato que supera –inclusive- el sentido social de la misma 
para, en su lugar, formular como meta la preservación de las generaciones futuras, 
garantizando el entorno en el que podrán vivir”22. 
De otra parte, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha proferido múltiples sentencias, 
orientadas a la protección del medio ambiente, fundamentalmente a través de acciones 
populares en las secciones primera y tercera o también mediante el mecanismo de la acción 
de nulidad en la sección primera en la que se consignan importantes criterios en la protección 
ambiental  
A continuación se mencionaran de manera sucinta los más importantes: ante la problemática 
del relleno sanitario de Sincelejo por los olores nauseabundos y residuos tóxicos que generan 
contaminación ambiental el Consejo de Estado se pronuncia y afirma que para garantizar la 
prevalencia de los derechos e intereses colectivos invocados se requiere que la puesta en 
marcha de un relleno sanitario debe contar con especificaciones tales como la no realización 
de quemas indiscriminadas y vertimientos a campo y cielo abierto, que se ubique en un lugar 
que no quede cerca de aeropuertos o fuentes de agua que puedan resultar contaminadas y que 
se encuentre a una distancia mínima de 1.000 metros del área urbana entre otros. Todo lo 
anterior con el propósito de frenar la contaminación ambiental y la afectación a la salud 
pública de la comunidad que se encuentra ubicada a menos de los 1000 metros permitidos 
del relleno sanitario23. 
                                                             
20 CORTE CONSTITUCIONAL, Óp. Cit., Sentencia C-671 de 2000 
21ROJAS, Op. Cit.,  pag.234 
22 CORTE CONSTITUCIONAL, Óp. Cit., sentencia C-189 de 2006 
23 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 5 de Octubre. CP. Rafael Ostau de Lafont.  
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En otra ocasión y haciendo uso de una acción de grupo los habitantes de Tumaco, solicitan 
se declare responsable al Ministerio de Medio Ambiente y a Ecopetrol por el daño material 
y moral que se causó con el derrame de crudo el 18 de febrero de 2000 en la estación de 
bombeo la Guayacana del oleoducto Transandino de propiedad de Ecopetrol. En este fallo se 
hace énfasis al estudio sobre “Los derrames de petróleo en ecosistemas tropicales: un 
atentado contra el futuro”, realizado por el Instituto Colombiano de Petróleo concluyendo 
que este tipo de impactos son indirectos pero importantes, por derrame de crudo es la vía de 
exposición por ingesta. Aunque los animales impregnados no son utilizados como alimento, 
el consumo de organismos vivos con hidrocarburo bio-acumulado, caso de peces, se 
convierte en una de las principales vías de penetración corporal de estos compuestos para los 
organismos que sobreviven, aunque la mancha de crudo ya no esté presente, lo cual genera 
condiciones crónicas. El Consejo teniendo en cuenta éstas y demás disposiciones decide 
declarar responsable a Ecopetrol por los perjuicios materiales sufridos por los demandantes 
condenándola al pago de una indemnización24. 
En Caño Limón al denunciarse que los ecosistemas de esteros de Arauca han sufrido daño en 
especial por la exploración y explotación petrolera, y la existencia de un sistema de 
interconexión vial, oleoductos, plataformas y terraplenes originados en la explotación que 
hace Occidental de Colombia en este territorio, el proceso es llevado a primera y segunda 
instancia, en las que se deniegan las pretensiones mientras que por su parte, el Consejo de 
Estado concluye que la “exploración y explotación de petróleo en el área de Caño Limón, 
iniciadas a partir de los años ochenta aunque representa un factor más de intervención en la 
región es un factor de transformación ambiental de menor orden si se compara con los 
factores que le antecedieron y se ha dado un manejo ambiental organizado y razonable en 
cuanto al control y la mitigación de los impactos y los efectos ambientales en el área, que en 
términos generales se realiza dentro de los parámetros establecidos en el plan de manejo 
ambiental acordado con las autoridades y en concordancia con las normas ambientales.”25 
Por tanto y “contrario a lo afirmado por los actores, el proyecto de explotación petrolera Caño 
Limón y la concesión  respectiva sí están sometidos a un plan de manejo ambiental, la 
actividad de ese proyecto no ha tenido efectos negativos graves o que amenacen el ecosistema 
de la zona pues tales efectos se encuentran dentro de los parámetros esperados y son 
contrarrestados con medidas de mitigación adecuadas, de modo que son más los efectos 
positivos que los negativos porque se está favoreciendo la recuperación del bosque y la 
preservación y recuperación de la fauna.”26 
                                                             
24 Acción de grupo. Sentencia 13 de mayo de 2004. M.P. Ricardo Hoyos Duque. 
25 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia AP-27 de abril 29 de 2004. C.P. Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta 
26 Ibid., Sentencia AP-27 de abril 29 de 2004 
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Con todo lo anterior queda marcada de manera innegable la interrelación entre población, 
desarrollo y medio ambiente. La afectación de uno de estos tres genera graves alteraciones 
en los demás pues dependen entre sí ,por ello el  papel del juez es trascendental al definir la 
protección de derechos colectivos relacionados con el medio ambiente puesto que en muchos 
casos tendrá que enfrentarse con la vigencia de derechos fundamentales de los individuos 
que pueden entrar en tensión o conflicto frente a los derechos colectivos y será necesario que 
el juez evalúe el impacto del respeto de esos derechos individuales y la protección del medio 
ambiente. 
1.3. Marco histórico de la problemática ambiental en los últimos 22 años, a nivel 
nacional:  
A finales de la década del 80, en Colombia se hace uno de los hallazgos petroleros más 
importantes para el país, Caño Limón en Arauca y Campo Cusiana en Casanare; debido a su 
importancia económica, y a las ganas de explotación, la empresa petrolera Occidental de 
Colombia Inc. más conocida como OXI desarrolló allí, “un agresivo proceso de ocupación 
de inmensos territorios y se lanzó a la construcción de carreteras, puentes, campamentos y al 
montaje de pozos a una velocidad sin precedentes. Para ese entonces  los permisos 
ambientales se solicitaban cuando las obras ya habían concluido o estaban en proceso de 
construcción , alterando los patrones de drenaje de innumerables corrientes, causando efectos 
sobre los recursos pesqueros y alimenticios de la población local,  interviniendo además 
varios ecosistemas”27 La OXI durante todos esos años (1981-1990) burló la legislación 
ambiental, y aprovechando la debilidad constitucional, la petrolera aplazó un sin número de 
veces, las soluciones de fondo a la problemática ambiental generada por sus actividades en 
dicho sector, entre ellas y una de las más importantes el vertimiento de aguas industriales a 
los esteros con los que provocó la destrucción de la  vegetación y los recursos  
hidrobiológicos en las zonas de los nacimientos de los ríos, lo que obligo a que una vez más 
el Estado Colombiano con los recursos de la Nación reparará “los daños ambientales de una 
larga década de explotación petrolera acompañada de degradación ambiental de uno de los 
ecosistemas más ricos de la Orinoquia”28. 
Sumado a lo anterior ocurrieron en Colombia, otros hechos, como lo fueron “las acciones de 
sabotaje de la guerrilla, particularmente del ELN contra la red de conducción de petróleo y 
otros combustibles, que se han convertido en los más dañinos y graves actos de destrucción 
de ecosistemas y de contaminación de corrientes fluviales en Colombia. Además del 
tremendo impacto en la economía nacional que producen acciones de esta naturaleza, se han 
                                                             
27AVELLANEDA CUSARÍA, Alfonso. Petróleo colonización y medio ambiente en Colombia, de la Tora a Cusiana. Bogotá: Ecoe 
ediciones. Primera Edición, 1998. Pág. 52. 
28 Ibíd., pág. 54. 
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causado daños en la flora y fauna de las zonas afectadas y a todas las formas de vida existentes 
en las corrientes de aguas contaminadas”29 teniendo en cuenta que estas formas de sabotaje 
ocurrieron también en el oleoducto Caño Limón - Coveñas, aumentando la crisis ambiental.  
Finalizando la década de los noventa la comunidad, principalmente llanera presentaba 
inconformidad frente a las empresas petroleras que llegaban a la región, pues manifestaban 
contaminación en sus aguas, aquellas que  consideraban como recurso indispensable para la 
realización de sus actividades, su disgusto llegaba incluso a  generar el abandono de algunas 
empresas petroleras aunque de manera temporal, pues a pesar  de esto ha sido inevitable que 
las empresas se asienten en dicha región y además de ello ocupen otros territorios como 
aquellos ubicados en la costa colombiana. 
Con la llegada de la Constitución de 1991, como se ha reiterado, se consagra  la protección 
al medio ambiente, puesto que la constitución del 1886 no contenía suficientes aspectos en  
esta materia, formando un hito histórico en la preservación ambiental, pero a pesar de estos 
nuevos e importantes contenidos consagrados en la constitución y en diversas leyes de menor 
orden jurídico, continúan siendo evidentes los grandes daños ocasionados por la industria 
petrolera, pues aunque  el conjunto normativo consagra diversas exigencias y limitantes para 
la realización de actividades dedicadas a la extracción de hidrocarburos, los funcionarios 
públicos encargados de materializar la norma no lo hacen, al pretender mediante los intereses 
generales lograr aquellos propios que en definitiva distan de los primeros. 
A nivel internacional, en 1983 se crea la comisión sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 
cuatro años más tarde se adopta la llamada declaración de Tokio en la que se precisan las 
atribuciones de dicha comisión, dentro de tres términos específicos que de manera breve se 
pueden señalar así: examinar cuestiones criticas relacionadas con el Medio Ambiente y el 
desarrollo con el fin de formular propuestas de acción para afrontarlas, reforzar la 
cooperación internacional sobre Medio Ambiente y proponer nuevas formas de ayuda 
concernientes al tema e incrementar el nivel de comprensión y compromiso con los 
individuos, Además de esto la declaración se propone exhortar a la comunidad internacional 
a que adopte principios que les sirvan de guía en su ordenamiento jurídico , de los que se 
destacan en materia ambiental el de cambiar la calidad de crecimiento, conservar y reforzar 
la base de los recursos e integrar el Medio ambiente y la economía en la toma de decisiones, 
todo ello, con el objeto de prestar mayor atención a los factores medio ambientales y a que 
“los Estados expidan constituciones políticas que reconozcan el derecho colectivo al medio 
ambiente y establezcan mecanismos de protección procesal con una legislación permanente 
                                                             
29 PADILLA HERNÁNDEZ, Eduardo. Lecciones de derecho ambiental. Bogotá: Editorial Leyer.2000. Pág. 181 a 182.   
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y estable que garantice el acceso democrático ciudadano a los procedimientos 
administrativos judiciales”30. 
Con el fin de reforzar la protección medioambiental y el desarrollo, las naciones continúan 
aumentando la cooperación a través de diferentes encuentros mundiales, que tienen por fin  
unificar la legislación ambiental como la convocada por la Naciones Unidas en 1992 en la 
ciudad de Rio de Janeiro, siendo esta la primera Cumbre de la Tierra o  Conferencia sobre el 
Medio Ambiente y   el Desarrollo en ella se establecen un conjunto de principios en los que 
se definen derechos civiles y obligaciones de los Estados en temas de Medio Ambiente y 
Desarrollo. El numeral 12 de la declaración a que aquí se  refiere habla de una cooperación 
de los Estados en el establecimiento de sistemas económicos y el crecimiento del mismo, sin 
olvidar el desarrollo sostenible amigable con el medio ambiente, sin recurrir a políticas 
ambientales como medios arbitrarios en actividades económicas que pueda generar daños 
ambientales, este numeral también afirma que las riquezas naturales  están por fuera de la 
dinámica de los negocios, al no concebirse la naturaleza como una simple materia prima u 
objeto de trabajo, sino como un entorno de la sociedad y el habitad de lo humano; por tanto 
se debe dar prioridad a esta concepción para que sea efectivo el desarrollo sostenible de lo 
contrario la situación del medio ambiente seguirá agravándose31. 
Así la cumbre de Rio “da elementos comunes para acciones defensivas, remédiales y de 
reforma en las políticas de los Estados contemporáneos: la afectación de la relación estrecha 
entre desarrollo y ambiente. La responsabilidad de los países desarrollados en la degradación 
del ambiente. La urgencia de eliminar el hambre y la pobreza. El abolicionismo frente a lo 
claramente dañino y el proteccionismo frente a lo que peligra”32. 
Con los grandes esfuerzos de la comunidad Internacional y las organizaciones ambientales 
se marca en el mundo la llamada “conciencia ambiental” en la que se llevan a cabo otras 
cumbres como la Cumbre del Clima en Kioto de donde se destaca el establecimiento de 
limitaciones y reducciones a los niveles de emisiones en el año de 1997. Ya en el primer año 
del nuevo milenio la ONU incluye dentro de sus objetivos de desarrollo, el de garantizar la 
sostenibilidad del medio ambiente y en el 2002 diez años después de la celebración de la 
Cumbre de la Tierra se celebra en Johannesburgo la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo 
Sostenible incluyendo dentro de sus temas clave, las modalidades de producción y 
producción de consumo, la biodiversidad, agricultura y energía.  
                                                             
30REY CANTOR, Ernesto. Las Generaciones de los Derechos Humanos. Bogotá: Editorial Universidad Libre Cátedra Gerardo Molina. 
Sexta edición.2012.Pág.300.  
31 SÁNCHEZ ANGEL, Ricardo. El desafío ambiental. Cooperativa editorial Magisterio. Bogotá. 2004. Pág. 63. 
32Ibid., Pág. 65. 
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Pese a todas las formas de protección intentadas de manera superficial por las Naciones, se 
generan en el mundo grandes afectaciones ambientales que estremecen a toda la población. 
Una de ellas fue el derrame de crudo en el Golfo de México que por su gravedad tiene una 
importante connotación en la historia de la contaminación ambiental en el mundo, dicho 
derrame se produjo en abril del año 2010, frente a las costas de Louisiana, EU. Tras la 
explosión ocurrida en la plataforma petrolera Deepwater Horizon, operada por British 
Petroleum (BP), el pozo Mississippi Canyon 252 (que se encontraba a 1500 metros de 
profundidad) quedo fuera de control, provocando un derrame de 3.400 millones de litros de 
petróleo en las costas del golfo. 
Estadísticas realizadas33 demuestran que son casi 400 las especies amenazas por el derrame, 
entre los que se encuentran cocodrilos, venados, zorras, ballenas, atún, camarón, y diversas 
especies de aves, que viven allí y las 25 millones más que atraviesan el golfo. Actualmente 
grandes desastres de gravedad mundial se siguen produciendo, causando niveles de 
contaminación y daños inimaginables, lo que supone replantear si la creación de normas 
comunes entre los países de la comunidad internacional son una verdadera forma de 
protegerlo.  
1.4. Descripción de los resultados más significativos del diagnóstico realizado 
Debido al impacto social que tiene la afectación ambiental en las especies vivas de todo tipo, 
como ya se hizo visible, dicho fenómeno goza de grandes protecciones jurídicas y de un gran 
interés, en especial por los grupos poblacionales que directamente se ven afectados con las 
actividades que los generan y con los efectos propios que causa dicha afectación. Muchas de 
estas comunidades haciendo uso de los mecanismos de participación ciudadana acuden a 
entidades públicas como el ANLA y las Corporaciones Autónomas Regionales encargadas 
de velar por la protección de los recursos naturales y la administración eficiente de los 
mismos, obteniendo negativas o silencios frente a sus inquietudes y problemáticas, 
generándose así un conflicto entre los operadores del estado y los asociados a éste en el que 
no se logran soluciones sino la creación de grandes focos de controversias, por lo que se hace 
necesario integrar como fuente primaria de la investigación a las comunidades afectadas 
directamente en relación con las actividades petroleras que alrededor de ellas se ejercen a fin 
de tener una visión objetiva del panorama investigativo. 
En razón a lo anterior se realizaron encuestas dirigidas a las veredas aledañas a la laguna el 
Tinije por ser ésta la zona afectada con las actividades exploratorias llevadas a cabo por la 
empresa CEPCOLSA, así mismo se quiso involucrar a funcionarios públicos de Casanare 
                                                             
33 ECOOSFERA. Consecuencias del derrame de petróleo en el Golfo de México: Números y Estadísticas. En www.ecoosfera.com. 
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que se encargan de liderar movimientos comunales en las veredas aledañas a fin de reflejar 
lo evidenciado se relacionan las siguientes encuestas: 
 
Gráfica No.1
Fuente: Resumen valorativo y tabulación de encuestas realizadas en Maní, Casanare. 2013 
 
Gráfica No. 2
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          Fuente: Resumen valorativo y tabulación de encuestas realizadas en Maní, Casanare. 2013 
 
En atención a gráficas como las mencionadas y producto de dicho estudio en ésta zona 
poblacional se pudo hacer evidente la tensión existente entre los funcionarios públicos 
encargados de aplicar la ley en pro de conservar un ambiente sano y los destinatarios en favor 
de los cuales el legislador y la carta establecieron dichas garantías, así mismo pudo 
observarse el miedo de la comunidad a expresarse abiertamente sobre problemáticas que a 
su juicio consideran y descontentos concernientes a la administración interna  y 
funcionamiento de las entidades públicas mencionadas, de manera significativa y con 
algunos esfuerzos la comunidad en general consideró por medio de la solución a las encuestas 
que la llegada de empresas de explotación de recursos en especial las de hidrocarburos 
generan cambios culturales y obligan a que la comunidad abandone sus actividades agrarias 
por trabajos en estas empresas -  en muchas ocasiones bajo la modalidad de temporales -  
haciendo que el trabajo con el que normalmente generaban sustento a sus familias quede en 
un segundo plano y que muchas fincas queden sin fuerza laboral generando así una grave 
afectación económica para la población aledaña a las empresas extractoras de crudo.  
Por último en un contexto más jurídico a partir del estudio de la presente investigación pudo 
observarse como la población confía cada vez menos en la administración de justicia y en los 
entes territoriales como formas de solucionar conflictos y aclarar controversias que 































¿Por qué no esta usted dispuesto a dejar en un segundo plano la 
preservación del medio ambiente a cambio de que a las empresas 
petroleras se les permita explotar más los recursos?
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cuestionables calidades con las que califican las actuaciones de los funcionarios públicos y 
los procesos mediante los que son escogidos ya que a su parecer son producto del fenómeno 
de politiquería y campañas de turno que están lejos de pretender los fines y principios  
constitucionales propuestos para el desarrollo de las funciones asignada a estos de manera 
específica por la ley.  
 
Mecanismos específicos para el buen funcionamiento de los controles de inspección y 
vigilancia que realiza el Estado a las empresas petroleras frente a la afectación 
ambiental. 
 
1.5  Variables del problema y explicación del conflicto jurídico 
Si bien es sabido, el derecho a lo largo de la historia ha buscado regular las actividades que 
el hombre y la mujer en su constante evolución desarrollan, estas últimas encaminadas casi 
siempre a mejorar y facilitar la porción de mundo que lo rodea.  
Este rápido desarrollo, aunque brinda sin lugar a dudas grandes herramientas a la humanidad, 
acarrea entre otros efectos secundarios, una notable afectación al Medio Ambiente, pues la 
extracción de materias primas, la creación de grandes industrias y la primacía de políticas 
económicas frente a las ambientales o ecologistas, que restan al medio ambiente su aspecto 
social, generan un impacto desfavorable igual o mayor al desarrollo alcanzado. Es por ello 
que para comprender el problema es indispensable establecer el significado de la afectación 
ambiental junto a la influencia que el mismo tiene en el ámbito jurídico. 
Como primera medida, existe una gran ambigüedad en lo que puede considerarse como 
afectación ambiental, debido al desarrollo de diversas teorías que buscan darle un significado 
desde distintas concepciones: una naturalísima; en donde se miran a fondo los daños 
ocasionados al funcionamiento de los ecosistemas y una legal; que toma al medio ambiente 
como patrimonio y como un simple prestador de servicios34.   A partir de lo anterior, es 
posible escoger una o la combinación de varias de entre el gran número de opciones que la 
doctrina desarrolla, por  ello   para efectos de la investigación una definición general del 
término, es aquella que precisa la afectación medio- ambiental como la “alteración del medio 
natural provocado por el hombre, llegando a niveles que producen efectos negativos para los 
seres vivos35” 
                                                             
34 RUDA GONZALES, Albert. El daño ecológico puro. Navarra. España: Editorial Aranzadi S.A. Primera edición. 2008. Pág. 95.  
35 SANCHEZ GANDARA, Arturo. Conceptos básicos de gestión ambiental y desarrollo sustentable. México D.F: S y G editores. Primera 
edición. 2011. Pág. 74.  
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Siguiendo la anterior definición, hay que tener en cuenta, que para que esa alteración 
represente una influencia en derecho, es necesario que sea significativa, superando umbrales 
como el tiempo en que se realiza dicha actividad que genera el impacto, pues si ésta sucede 
en forma continua y permanente el impacto será significativo y la actividad será rechazada 
por el derecho si no se corrige36 esto sin dejar de  lado que la prevención de la contaminación 
debe ser un elemento esencial en los ordenamientos jurídicos de todos los países ya que “la 
mejor estrategia para la contaminación es evitarla”37.  
Dentro del campo nacional la legislación ambiental se manifiesta de tres maneras o enfoques 
que de forma sucinta se pueden exponer así: las primeras son meramente “declarativas o 
dispositivas; contienen por lo general el enunciado de un principio jurídico ambiental o de 
un propósito o facultad de la administración, el otorgamiento en abstracto de un derecho 
subjetivo o la definición de un término de tipo ecológico y de uso común de la normatividad 
del Medio Ambiente”. Las segundas son imperativas ya que ordenan cumplir con una 
obligación o deber jurídico o prohíben ejecutar determinados actos contrarios a la sanidad 
del medio ambiente y por último incluye aquellas que castigan la violación de alguna de las 
estipulaciones legales sobre protección ambiental bajo el nombre de punitivas o 
sancionatorias. Además de esto se da la oportunidad a las personas de cada Estado para que 
recurran a diversos mecanismos que les permitan intervenir en procesos de producción y 
discusión de normas ambientales hasta su interposición en la administración de justicia. 
De otra parte, es innegable que “el manejo ambiental tiene en el país vacíos y limitaciones 
que exigen de una pronta resolución”, aun cuando el Estado debe asumir la responsabilidad 
que le cabe en este campo, en aras de garantizar el cumplimiento de los deberes y derechos 
del Estado y los particulares en materia ambiental. Además de ello a la hora de resolver un 
problema jurídico ambiental, es importante notar que las fronteras políticas no corresponden 
con las divisiones de los ecosistemas pues estos son dinámicos, pueden mutar, cambiar de 
dirección o desplazarse, lo que denota un segundo elemento que es el campo de acción de las 
normas ambientales. Como último factor, la legislación ambiental debe tener un sustento 
científico ya que su misma naturaleza hace que todas las intervenciones desde el punto de 
vista normativo se deban realizar atendiendo a estándares resultantes de estudios de este 
mismos carácter -científico y técnico a fin de hacer conocido lo que se busca regular y 
garantizar.  
Por último es de gran importancia significar que la base ecológica, el campo de acción y la 
equidad entre el daño causado por particulares y empresas junto a la reparación del medio 
ambiente constituyen los elementos más importantes de la legislación ambiental, todos ellos 
                                                             
36RUDA, Óp. Cit. Pág. 89. 
37 SANCHEZ GANDARA, Óp. Cit. Pág. 75. 
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encaminados a hacer de esta rama del derecho una herramienta que brinde un equilibrio entre 
la tensión del desarrollo industrial y la protección al medio ambiente. Es por ello que a 
continuación se pretenden exponer de forma concreta las diferentes propuestas que se han 
creado y encontrado a lo largo de la investigación a fin de desarrollar y dar solución a esta 
tención, atendiendo primero a lo que diferentes autores aportan sobre la responsabilidad 
empresarial  ya que ésta a su vez corresponde a una variable jurídica que media entre esta y 
la protección al medio ambiente y que interactúa ayudando u oponiéndose a servir como 
distensor entre las mismas. 
Como primera medida tenemos que Sergio Casas y Carlos Arturo Torre Latorre coinciden en 
que la responsabilidad empresarial frente al impacto ambiental causado se manifiesta cuando 
no se respetan los derechos de la comunidad, ni se evita o se previene el posible impacto que 
podría llegar a presentare por la actividad desarrollada, adicionalmente también se manifiesta 
cuando se exceden ciertos límites y se afectan intereses ajenos 38, además se encuentra 
manifiesto  cuando no existe un conjunto sistemático de políticas, programas y prácticas 
coordinadas e integradas a la operación de la empresa39. 
Hoy en día es obligación de las empresas incluir dentro de sus programas estrategias que 
minimicen el impacto ambiental40, estas alejándose de lo pretendido han generado una 
apariencia de cambio en sus políticas ambientales, cuando lo cierto es que están eludiendo 
los deberes y obligaciones a las que se comprometen en teoría41, sobre este punto también se 
señala que las empresas persiguen un fin económico, encontrando en la evasión a la 
responsabilidad con el medio ambiente y a la comunidad, una forma para mantenerse en la 
competitividad del mercado y obtener un mayor lucro42. 
Por su parte Fernando Sánchez afirma que una empresa responsable es aquella que asume en 
todas sus decisiones  un fuerte compromiso social, donde se convierte en una entidad más 
eficiente, maneja mejor sus procesos y recursos naturales gracias a las políticas y 
programas43, conexo a ello Carlos Arturo Torres Latorre señala que la empresa responsable 
es aquella que entiende la importancia de sus participación en actividades que busquen el 
bienestar de la comunidad y de la empresa misma, guiándose a un comportamiento que vaya 
más allá del cumplimiento de los mínimos exigidos por la ley44. 
                                                             
38CASAS, Sergio. Lecturas sobre derecho del medio ambiente. Editorial Universidad Externado. Tomo III. Bogotá D.C.  2001. Pág. 163. 
39SÁNCHEZ SÁNCHEZ, Fernando. Responsabilidad social ambiental y empresarial. Bogotá, D.C: Editorial Universidad la Gran 
Colombia. Primera edición. 2010. Pág. 35. 
40Ibid., Pág. 8. 
41 CASAS, Sergio. Óp. Cit., Pág. 131 
42TORRES LATORRE, Carlos Arturo. Temas mineros y petroleros. Bogotá D.C. Editorial Colegios de abogados de minas y petroleos. 
Tomo I. SegundaEdición. Pág. 576. 
43SÁNCHEZ SÁNCHEZ, Óp. Cit., Pág. 83. 
44 TORRES. Óp. Cit., Pág. 168. 
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Por último, la responsabilidad empresarial surge de la necesidad de tomar conciencia sobre 
el impacto del que puede ser susceptible el medio ambiente por las actividades desarrolladas 
en las empresas petroleras a través del ordenamiento jurídico colombiano para protección e 
intervención del Estado en caso de ver irregularidades en los procedimientos que deben llevar 
a cabo las empresas.  
1.6 Investigaciones que preceden a la actual  
Propuestas de solución a la dimensión del objeto en el problema de investigación. 
Los problemas ambientales, tal como lo señala Javier Valencia Hernández45,se deben analizar 
desde una visión integral y compleja en donde se tenga en cuenta tanto los ecosistemas  como 
los sistemas culturales, viendo tales  problemas como estructuras de la sociedad en donde su 
resolución “implica la activación y objetivación de un conjunto de procesos sociales: la 
incorporación de los valores del ambiente en la ética individual, en los derechos humanos y 
en la norma jurídica que orientan y sancionan el comportamiento de los actores económicos 
y sociales, la democratización de los procesos productivos y del poder político, las reformas 
del Estado que le permitan mediar en la resolución de conflictos de intereses en torno a la 
propiedad y aprovechamiento de los recursos”46. 
Además de esto, para la resolución de la problemática ambiental el profesor Valencia 
Hernández , reitera la obligación que tiene el Estado y todas las personas de proteger las 
riquezas culturales y naturales de la nación, la prevalencia del interés general sobre el 
particular y sobre todo la participación ciudadana47 incluyendo ciertos derechos que son 
necesarios para la resolución de los conflictos ambientes como el de “acceso a la información 
ambiental, derecho a la participación del público en las decisiones y el derecho al acceso a la 
justicia. De la consagración normativa de estos derechos, de su puesta en vigencia por parte 
de los estados y su ejercicio por los ciudadanos, depende en gran medida que se construya 
una sostenibilidad ambiental del planeta, en tanto los discursos del desarrollo sostenible, las 
políticas y programas se acerquen y sean compartidos con los directos beneficiarios de los 
derechos y deberes relacionados con el medio ambiente”48. 
                                                             
45 VALENCIA HERNANDEZ, Javier Gonzaga. Los principios y valores del Estado Social de Derecho como marco jurídico-político para 
la resolución de los conflictos. En: Revista Gestión y Ambiente. Medellín: Universidad Nacional de Colombia y Universidad de 
Antioquia. Vol. 10 N° 1. 2007. Pág.127. 
46Ibíd., pág. 132. 
47Ibíd., pág. 109. 
48Ibíd., pág. 109. 
27 
 
Otro punto de vista, como  una de las respuestas a las problemáticas actuales que brinda 
Beatriz Arcila49 y Julio Alvarado Mosquera50, es  el principio de precaución, el cual pretende 
evitar los efectos de la sociedad de riesgo sobre el ambiente, mediante una perspectiva 
cautelar en la que se tomen decisiones de control evitando la degradación de la naturaleza 
toda vez que se presente una actividad como una amenaza para la salud humana o el medio 
ambiente, aun cuando algunas relaciones de causa y efecto no se hayan establecido de manera 
científica en su totalidad. 
La teoría de sustentabilidad, según Andrés Pineda51,  afirma que se necesita una nueva forma 
de comprender la realidad, en donde se conciba la organización de la empresa como un 
sistema vivo que aprende y se adapta, con una función principal que es el de no acumular 
indefinidamente y a cualquier precio, capital, en donde no solo  importen las ganancias 
obtenidas por las empresas, sino también  todos los grupos afectados en el desarrollo de sus 
acciones y un serio compromiso por la crisis ambiental. 
En cuanto a la jurisprudencia colombiana, Julio González Villa52 considera que se está 
desconociendo de manera flagrante en esta, un mandato constitucional, pues 
inexplicablemente ha suprimido la naturaleza indemnizatoria de las acciones populares, ve 
como una solución a los problemas ambientales del país el no desconocimiento o evasión de 
estos pronunciamientos jurisprudenciales del máximo órgano constitucional. En cuanto a las 
acciones populares y la participación de la sociedad involucrada y de los técnicos científicos 
en procesos para el uso y estructuración de las técnicas orientadas a preservar el medio 
ambiente, es para Luis Gómez53 la solución, y con eso se evita que personas con intereses 
económicos y con falsas ideas sobre el progreso se encuentren involucradas  
Para María Eschenhagen54 no existe una única ni verdadera solución para la problemática 
ambiental ya que no existen sistemas efectivos de controles y sanciones por presentar éstas 
debilidades que deben ser mejoradas a través de nuevos instrumentos, con todo lo anterior la 
autora considera necesario crear un conjunto de propuestas coherentes y adecuadas 
localmente a largo plazo por medio de un diálogo de saberes que posibilite de manera 
conjunta caminos de soluciones múltiples. 
                                                             
49 ARCILA SALAZAR, Beatriz. El principio de precaución y su aplicación judicial. En: Revista facultad de derecho y ciencias políticas. 
Medellín: Editorial Universidad Pontificia Bolivariana.N°111.Vol. 39.2009. Pág. 263. 
50 AVARADO., Óp. Cit. Pág. 85 
51 ARIAS PINEDA, Andrés Alberto. Crisis ambiental y sustentabilidad. Revista gestión y ambiente. Medellín: Universidad Nacional de 
Colombia - facultad de minas. N° 1. Vol. 14.2011. Págs. 112 a 114. 
52GONZÁLEZ, Julio. Las acciones populares y el daño ambiental. En: Revista facultad de derecho y ciencias políticas. Medellín: Editorial 
Universidad Pontificia Bolivariana. N° 117. Vol. 42.2012. Pág. 121. 
53 GÓMEZ. Luis Jair. Técnica, ambiente y sociedad del riesgo. Revista gestión y ambiente, Medellín. Universidad Nacional de Colombia- 
facultad de minas. N°2. Vol.12. 2009. Pág.13 
54 ESCHENHAGEN, María Luisa. Los límites de la retórica verde. Revista gestión y ambiente. Medellín: Universidad Nacional de 
Colombia - facultad de minas. N° 1. Vol.13.2010. Pág. 116. 
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Elementos de continuidad dialéctica en las propuestas de solución consultadas. 
Como se vio, para la solución a la problemática ambiental se evidencian diversas propuestas 
que a pesar de ser diferentes en parte debido a que no todos comparten la misma concepción 
de Medio Ambiente y por lo tanto toman en cuenta diferentes factores de análisis, que 
conducen a diferentes formas de solución al conflicto, se proponen un mismo fin, 
concerniente a que se logre  una mayor  participación de los diversos sectores interesados y 
que exista un ambiente de conversación sano y libre en el que se logre una congruencia en 
los propósitos que se quieren perseguir o conseguir entre estos sectores, bajo la eficiente 
intervención del Estado a través de sus políticas ya hechas y las que sean necesarias realizar 
dentro de un compromiso serio y eficaz por parte de los entes administrativos y la sociedad 
a la que le es permitido pronunciarse mediante acciones como la de tutela, grupo y populares,  
en las que pueden proponer medidas cautelares con la facultad de exigir el cese de actividades 
que puedan llegar a poner en peligro el Medio Ambiente. 
Elementos de superación dialéctica en las propuestas de solución consultadas.  
Para Luis Gómez55 la solución a los problemas ambientales está en la participación de la 
sociedad posiblemente afectada y los técnicos científicos, ya que con esta se evitan las 
posibles incongruencias entre las personas, mientras que Javier Valencia56 generaliza la 
participación ciudadana sin importar si se encuentran o no afectados directamente, de otra 
parte María Eschenhagen57 resalta que la solución está en escuchar a todas las personas para 
que se aporten múltiples propuestas que unifiquen las bases epistémicas sobre el medio 
ambiente y su debida protección a largo plazo con el fin de que perdure en el tiempo. 
Luis Gómez58 señala que la solución no se encuentra en el desarrollo sostenible debido a que 
existen falsas ideas de este, al ser usado por las empresas con el fin de perseguir sus intereses 
económicos, Andrés Arias59 señala que la sustentabilidad debe tomar relevancia frente al 
concepto de desarrollo sostenible ya que este reconoce la complejidad de la naturaleza e 
inspira una nueva comprensión del mundo en medio de la crisis ambiental, fundando una 
nueva economía, reorientando los potenciales de la ciencia y la tecnología y construyendo 
una nueva cultura política. Contrario a lo anterior Beatriz Arcila60 indica que el desarrollo 
sostenible debe ser aplicado como un principio del ordenamiento interno ya que para ella este 
busca permitir que la humanidad avance en su economía y tecnología, sin dejar de lado el 
                                                             
55 GÓMEZ, Óp. Cit., págs. 7 a 14. 
56 VALENCIA, Óp. Cit., págs. 124 a 137. 
57 ESCHENHAGEN, Óp. Cit., Págs. 111 a 116. 
58 GÓMEZ, Óp. Cit., págs. 8 a 12. 
59 ARIAS, Óp. Cit., págs. 105 a 114. 
60ARCILA, Óp. Cit., págs. 258 a 277. 
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cuidado del Medio Ambiente en el que todos viven, pues no puede concebirse un progreso 
industrial sin la protección al medio natural. 
Como último punto, pese a que todos los autores están de acuerdo en que el Estado debe 
interferir en las cuestiones ambientales y las problemáticas que en torno a él se generan, los 
mismos distan en la manera de cómo debe hacerlo. Para Javier Valencia61 la intervención del 
Estado debe ser directa, mediante la presentación de un marco jurídico-político donde se 
marquen pautas con propuestas de desarrollo y solución que generen opiniones y 
participaciones públicas. Otra perspectiva es la de Julio González62 quien piensa que el 
Estado debe aplicar la ley, no desconocerla, como ocurre en el ordenamiento jurídico 
colombiano con las acciones populares, en donde mientras que la constitución reconoce la 
indemnización a la parte afectada la jurisprudencia de manera flagrante no lo hace. 
Elementos de ruptura dialéctica que aporta la investigación para solución del problema 
de investigación 
De lo anterior es posible observar como todos los autores tienen total certeza y ven como 
necesaria la intromisión del derecho y el Estado, éste último visto como un cuerpo 
interventor, regulador y protector que mediante sus dependencias y en desarrollo de políticas 
públicas puede solucionar las problemáticas generadas a partir de tenciones entre la 
protección al medio ambiente y el desarrollo económico- social del país, sin embargo 
ninguno estudia los factores que determinan si este control y esta intromisión ya desarrollada 
mediante los instrumentos jurídicos internos   está operando o no de manera eficiente en el 
ordenamiento jurídico y administrativo encargado de materializarlo en los casos concretos 
que surgen en la sociedad, dicha novedad investigativa se da entonces por la necesidad de 
identificar las causas primarias que hacen de la afectación al medio ambiente una 
problemática constante  pese a la existencia de instrumentos jurídicos y administrativos  
reales de protección, desarrollados con fundamento en disposiciones internacionales y 
constitucionales.  
Explicación de la significación de la pregunta científica  
Evidenciando la afectación ambiental causada en la laguna del Tinije ubicada en maní 
Casanare por las  actividades iniciales de  exploración realizadas por parte de la  empresa 
petrolera CEPCOLSA y la incongruencia de la entidades encargadas de proteger el medio 
ambiente en cuanto a la clasificación del terreno y las posibles actividades a desarrollar en 
él, se hace necesario preguntarse: ¿mediante qué mecanismos específicos, puede lograrse que 
                                                             
61VALENCIA, Óp. Cit., págs. 127 a 132. 
62GONZÁLEZ, Óp. Cit., págs. 118 a 129. 
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los funcionarios públicos encargados de realizar controles de inspección y vigilancia a la 
actuación de las empresas industriales dedicadas a la explotación de recursos naturales lleven 
a cabo la eficiente protección medio ambiental que el Estado a través de ellos busca 
materializar?  
1.7  Referentes teóricos que orientan la solución del problema de investigación y que 
sustentan la Hipótesis de la investigación:  
 
Exposición de las claves teóricas de la ruptura propuesta en la pregunta de 
investigación.  
Lidia Garrido abogada argentina con amplios estudios en derecho ambiental63 plantea un 
Derecho de Daños, en el cual se afirma que al Estado le es competente la “función de 
garantizar a sus habitantes la conservación, saneamiento y mejoramiento de las calidades 
ambientales y de controlar actividades que se desarrollen en su jurisdicción.”64 La 
fundamentación de que al Estado le corresponda dichas funciones está en que hay “un poder 
superior destinado a regir los intereses comunes”65 como los consagrados en la Constitución 
Política tal como el derecho a gozar de un ambiente sano.  
El Estado tiene unos principios que debe cumplir para ejecutar sus funciones, así cuando el 
bien general lo exige, este deberá sacrificar intereses individuales, siendo este principio una 
de las razones de la responsabilidad del Estado por los daños causados a los particulares, 
como lo es también la garantía que debe tener el mismo en la inviolabilidad de los derechos.66 
Para reafirmar que la responsabilidad, el control y la vigilancia en temas ambientales recae 
sobre el Estado, en la Declaración de Estocolmo de 1972 sobre el Ambiente Humano se 
dispone que cada Estado tiene la responsabilidad de asegurar las actividades que se realicen 
dentro de su jurisdicción, no causen daños al medio ambiente de otros estados o a territorios 
fuera de los límites de su jurisdicción,67 siendo entonces que “cada Estado tiene el deber de 
controlar razonablemente las actividades que se desarrollan en su territorio; esto genera 
responsabilidad y la obligación de indemnizar todos los daños.”68 
El Estado ejecutando sus funciones puede por medio de sus agentes otorga permisos, 
autorizaciones y licencias a particulares para que desarrollen actividades; en caso de que 
dichas actividades ocasionen daño se tendrán como sujetos responsables, al Estado y al 
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particular, al segundo por la incorporación al medio de las cosas dañosas y al primero por su 
falta de servicio al no hacer efectiva la garantía de proteger al medio ambiente69. 
Explicación de las fisuras epistémicas de estas claves (ruptura) con el objeto del 
problema de investigación  
Según Guillaume Fontaine70 el Estado no ha institucionalizado el conflicto ambiental debido 
a que desde que vio la posibilidad de dar permisos para explotar los recursos petroleros quiso 
obtener una fuente de ingresos, gracias al desarrollo de estas actividades poco a poco se 
encontró en una situación de dependencia debido al peso de la deuda externa, presentado 
varias dificultades, como el aumento de los conflictos ambientales, al buscar implementar a 
través de leyes una protección al medio ambiente y las comunidades y simultáneamente 
favorecer a las petroleras con normas que contradicen las protecciones creadas. Además de 
esto el Estado cumple un papel político y económico, generando controversias, al ser un actor 
institucional que produce normas jurídicas y un actor económico que ejerce una actividad 
lucrativa como el generado a través de empresas petroleras públicas y privadas. 
Por lo anterior se hace necesario que el Estado deje atrás sus intereses y empiece a pensar en 
los intereses colectivos, pues al Estado se le olvidó uno de sus principales roles y tal parece 
que no va a defender tales intereses, porque en ejercicio de sus funciones ha otorgado 
permisos para la realización de actividades petroleras en áreas protegidas, omitiendo estas 
condiciones, al saber que a largo plazo el costo por la realización de estas actividades va a 
ser demasiado, por el perjuicio causado al medio natural. Por tanto el Estado debe pasar a un 
segundo plano, porque como se puede observar no va a realizar la correcta defensa del medio 
ambiente, por tal motivo es indispensable la existencia de una sociedad civil coherente y con 
un grado de consciencia sobre los impactos de las actividades petroleras en el medio 
ambiente, pero este cometido solo se logrará con la creación de movimientos sociales que 
ejerzan presión sobre el Estado para que realice las funciones que se le han conferido; 
mientras no exista esta presión el Estado va a seguir haciendo caso omiso a las peticiones de 
las comunidades y de la sociedad en general. 
Descripción de la brecha metodológica o procedimiento jurídico que permita 
“normatizar” la novedad o ruptura para la modificación deseable del objeto del 
problema de investigación. 
Pese a que el Estado dentro de su organización Administrativa se encarga de facilitar y 
brindar los medios a la comunidad y de delegar dentro de los organismos que los componen, 
competencias específicas que permitan el correcto y diligente control, inspección y vigilancia 
                                                             
69Ibid., Pág. 232 
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de las actividades industriales que involucren al medio ambiente, las personas que se 
encargan de coordinar estas actividades, las desvirtúan al viciar los procesos y actos mediante 
los que actúan pues en ellos prima el interés particular antes que el general, dejando en un 























CAPÍTULO II  
 
La presente investigación es trabajada bajo una dimensión investigativa sociojurídica donde 
se examina la problemática ambiental colombiana generada por la extracción de recursos 
naturales no renovables como el petróleo, desde la creación legislativa encaminada a 
minimizar dicha situación hasta verificar  la relación y aplicación que se le da a ésta en la 
sociedad;  para ello, se encuentra adecuado hacer uso del enfoque funcionalista, llevado a 
cabo a través de un estudio de alcance proyectivo.  
Como bien se ha mencionado en apartes anteriores, se encuentra una deficiencia en la 
actuación y conducta de los actores públicos, en lo referente al control inspección y vigilancia 
de las acciones realizadas por particulares o las mismas entidades públicas que para su 
realización necesitan de la transformación o modificación del medio natural, representando 
para este una afectación significativa, en especial cuando se trata de actividades referentes a 
la extracción, exploración, y refinamiento de hidrocarburos, restando por tanto eficacia a la 
normatividad protectora y garantizadora de éste importante derecho colectivo; pese a que en 
la comunidad investigativa es indiscutible la intervención del Estado al ser este visto como 
un cuerpo interventor, regulador y protector que mediante sus dependencias y en desarrollo 
de políticas públicas puede solucionar las problemáticas generadas a partir de tenciones entre 
la protección al medio ambiente y el desarrollo económico- social del país, es de vital 
importancia identificar a través de observaciones realizadas en otros países las acciones con 
que estos cuentan para dotar de mayor eficacia aquellas normas tendientes a la protección del 
medio ambiente y ver si la aplicación de estas es pertinente y conducente en Colombia. 
Es por tanto, en cuanto al método utilizado, consecuente con la investigación la realización 
de un estudio de derecho comparado con el que se quiere llegar a comprender el fenómeno 
ambiental a través del análisis de otras legislaciones a fin de encontrar las diversas acciones 
públicas, administrativas y constitucionales que los países objeto de estudio han desarrollado 
para brindar mayor eficacia legislativa respecto de las actuaciones administrativas que 
desarrollan los funcionarios de las diversas entidades que propenden por el cuidado y el 
desarrollo de  políticas ambientales; para aplicar este método se utilizaron fuentes 
secundarias de información como documentos emitidos por organizaciones internacionales, 
artículos producto de investigaciones realizadas por universidades del país, principalmente 
aquellos provenientes de la Universidad Externado de Colombia;  además de ello se 
consultaron autores internacionales de habla no hispana, por último y como fuente principal 
se consultaron las leyes pertinentes de cada país estudiado.  
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Los países  objeto de estudio en esta investigación son aquellos que se encuentran en el sur 
del continente Americano y aquellos que conforman la Unión Europea, , buscando con ello 
evidenciar la situación de Suramérica que debido a diversos factores es similar a Colombia 
en lo referente al manejo de los recursos naturales, y el tratamiento que se da en países que 
cuentan con un desarrollo ambiental superior como los son aquellos que se encuentran en el 
continente Europeo, y así, culminar la aplicación del método con la comparación entre los 
países objeto de estudio y el caso concreto; Colombia, con lo que se pretende dar solución a 
la pregunta de investigación formulada. 
2.1. Una mirada En Derecho Comparado sobre Las Acciones Ambientales tendientes 
a su protección “Un problema de constituciones, instituciones y eficacia”. 
En busca de los fines propuestos con el método a aplicar se establecieron diversos 
analizadores, que permitieron sistematizar y agrupar la información de manera selectiva, así, 
de cada indicador o analizador, se estudiaron los países suramericanos que más relevancia 
jurídica presentan en materia ambiental, por su parte, los indicadores en el orden en que serán 
expuestos son: el constitucionalismo ambiental suramericano y la protección de la naturaleza; 
la organización institucional con énfasis en la problemática de los modelos y recursos que 
estas manejan; las problemas y las acciones de la actuación administrativa frente a la 
protección ambiental. 
 
2.1.1. El constitucionalismo ambiental suramericano y la protección de la naturaleza 
 
Sur América,  a pesar de sufrir en su mayoría la existencia de conflictos armados y la 
formación de agrupaciones armadas de izquierda así como de una “emergencia de 
constitucionalismo mestizo propia de la inestabilidad de los sistemas de gobierno que no 
responde a un proceso constante y maduro de racionalización del ejercicio de poder 
político”71, llevaron a cabo reformas del Estado y la promulgación de ordenamientos 
constitucionales que sirvieron de base para la institucionalidad ambiental, es así que el 
denominado Constitucionalismo Ambiental tiene sus orígenes en Panamá al ser su 
constitución en el año de 1972 la que por vez primera consagra en América latina la 
obligación delos Estados y los ciudadanos de proteger el medio ambiente, posteriormente 
algunas constituciones bajo las siguientes décadashan sido promulgadas bajo la influencia de 
la declaración de Estocolmo y el informe de la comisión de Bruntland, mientras que otras 
parecen retomar los postulados de la Cumbre Del Rio. Dicho lo anterior es importante 
“resaltar algunas constituciones que hacen referencia a la protección de la naturaleza, pero 
sin llegar a considerarla como sujeto jurídico y por ende con derechos.  
 
                                                             
71MOLINA. Javier. Derechos de la Naturaleza. Editorial Universidad Externado de Colombia. Edición primera. Año 2014. Pág. 58 
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La República de Chile antes de su Constitución Política actual (1980), no contaba con un 
conjunto normativo referente a temas medioambientales propiamente dichos, su temario 
frente a este aspecto estaba ligado a la propiedad, en torno al daño de los bienes. La actual 
constitución Chilena fue promulgada durante la dictadura militar de PINOCHET, y, pese a 
tener como marco un modelo de crecimiento económico de corte neoliberal y uno político 
basado en una concepción conservadora, promulgada en tiempo de grandes arbitrariedades y 
actividades represivas violatorias de derechos fundamentales, es de resaltar su énfasis en la 
protección de estos derechos; de igual manera es contradictorio que dentro de un enfoque 
economicista basado en el respeto por la propiedad privada al ser fundamento de la actividad 
económica, se haya establecido una limitante al uso y goce de este dándole a la misma una 
función social, teniendo como justificación la protección del medio ambiente, con lo que se 
convierte en una de las primeras constituciones en reconocer el derecho al medio ambiente, 
por lo que puede considerarse innovadora en sus enunciados pero resultando ser 
conservadora en sus contenidos. 
 
Vista más a fondo, la carta, al tiempo que, indica derechos conexos como el derecho a vivir 
en una ambiente libre de contaminación y el derecho de propiedad en sus diversas especies 
sobre toda clase de bienes corporales e incorporales, ampara el derecho mediante el “recurso 
de protección” previsto en su artículo 20, siempre que exista una afectación del derecho a 
vivir en un medio ambiente libre de contaminación debido a un acto arbitrario o ilegal, 
permite que derechos como los mencionados dejen de ser un concepto abstracto de carácter 
programático o declarativo para adquirir un desarrollo jurídico concreto reclamable por 
cualquier ciudadano ante las autoridades competentes, siendo ello reflejado en sentencias 
proferidas por la Corte Suprema del País, en las que incluyó no solo la protección del medio 
ambiente sino también la obligación de tutelar la preservación de la naturaleza, dando así una 
novedosa interpretación a una de las declaraciones ambientales de alcance internacional más 
importantes (Estocolmo en 1972). 
 
Además de Chile destaca dentro del constitucionalismo temprano la República de Cuba, al 
reconocer en su Constitución de 1976 la obligación de proteger el medio ambiente y  los 
recursos naturales del país, marcando con ello un punto de partida dentro del denominado 
“constitucionalismo ambiental” al establecer como un deber de la sociedad, el de proteger, 
entre otros bienes “el rico potencial de la naturaleza”; asimismo varios de sus artículos (27, 
64,105 y 106) consagran la obligaciones de las autoridades públicas, los particulares y la 
sociedad, principio que fue adoptado luego en otras constituciones de América del Sur, en 
donde el activismo hacia la protección del medio ambiente se puede encontrar en las 
constituciones de Perú que en el año de 1979 reconoce el derecho de cualquier persona a 
vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, obligando también al Estado en su 
artículo 23 a la preservación del paisaje y la naturaleza, Brasil en 1988, Venezuela, en el año 
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1998”72 y  Argentina en 1994siendo para este país “el paso decisivo en la evolución 
institucional73” al dar reconocimiento expreso en el artículo 41 de la misma, al derecho a 
gozar de un ambiente sano y equilibrado junto a la distribución de competencias nación- 
provincias en materia ambiental y de recursos naturales, así las mencionadas constituciones 
tienen como elemento común el enfoque del medio ambiente como un valor constitucional 
fundamental que debe contar con las máximas garantías del Estado. 
 
Cabe destacar que otros países como “el caso de Costa Rica, el derecho ambiental, a 
diferencia de su desarrollo en otras regiones, ha tenido un claro desarrollo constitucional, no 
solo por el reconocimiento que de esta hace la propia constitución, sino porque previamente 
a que así ocurriera, la garantía para el disfrute de este derecho, lo derivó la Sala Constitucional 
del artículo 21 de la constitución, el cual garantiza el derecho a la vida”74 
 
“De otra parte los ordenamientos constitucionales latinoamericanos, han incorporado 
paulatinamente principios de protección ambiental muy puntuales, tales como la función 
social de la propiedad, el derecho a un medio ambiente adecuado, las garantías procesales 
para la efectividad de estos derechos, la protección de bienes naturales específicos como las 
aguas, los suelos, la biodiversidad, el aire, las áreas protegidas, desplazando poco a poco la 
concepción civilista de los derechos de las personas, siendo un claro ejemplo de ello el caso 
del derecho a la propiedad que pasa de ser un derecho fundamental en cabeza del individuo 
a cumplir una función social. Estos cambios parecen tener su origen en las declaraciones 
multilaterales sobre el medio ambiente  de 1972 y 1992 que apuntaban hacia la explotación 
racional y sostenible de los recursos naturales y la protección ambiental entre otros principios 
que no obstante tienen un enfoque claramente antropocéntrico sin que se encuentre dentro de 
estas constituciones mención explícita a los derechos de la naturaleza, pero si una obligación 
constitucional enfocada a su protección como bien jurídico fundamental; de aquí que la 
naturaleza sea una categoría desconocida para el constitucionalismo ambiental en los países 
americanos”75.  
 
Hasta este punto es preciso señalar que como elementos comunes al grupo de Constituciones 
analizadas que como se mencionó no reconocen a la naturaleza como un sujeto de derechos 
representable por cualquier persona o grupos de persona ante instancias jurídicas se 
encuentran y distinguen los siguientes: 
 Desarrollo sostenible 
                                                             
72 Capítulo el constitucionalismo ambiental latinoamericano y la protección a la naturaleza 
73 RODRIGO. Juan. El Ordenamiento Ambiental Del Territorio: un instrumento clave para la política ambiental y el desarrollo sustentable 
de la República De Argentina. Editorial Universidad Externado de Colombia. Primera edición. 2005. Pág. 370 
74ARRIETA. Liliana. La Justicia Ambiental En Costa Rica. Análisis De Jurisprudencia. Editorial Universidad Externado de 
Colombia.Primera edición. Año. Pág. 135. 
75MOLINA. Óp. Cit., Pág. 68 a 69. 
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 Deber del Estado y de la sociedad de proteger el medio Ambiente 
 Restricciones al ejercicio de ciertos derechos fundamentales (derechos de propiedad 
y libertad económica) 
 Protección del patrimonio ambiental 
 Derecho a un medio ambiente adecuado y garantías procesales para su ejercicio. 
 Bases para regular estudios de impacto ambiental, daño ambiental, residuos 
peligrosos, efectos de la minería, localización de reactores nucleares, medioambiente 
de pueblos indígenas 
 Protección de componentes específicos del medio ambiente: diversidad biológica, 
patrimonio genético, flora y fauna silvestre, áreas naturales protegidas, regiones 
geográficas determinadas y otros76 
 
Superado lo anterior, "países como Ecuador con su nueva constitución promulgada en el año 
2008 Bolivia a través de su Ley Marco De La Madre Tierra, y Estados Unidos hacen renacer 
el debate acerca de la concepción constitucional de los derechos de la naturaleza, pues estos 
consagran los sistemas naturales como sujetos de derechos  y garantizan los mecanismos para 
la protección de los mismos, “si bien, estas disposiciones difieren conforme a su ubicación 
en la jerarquía normativa, tienen por objeto principal la protección de los sistemas naturales 
de un territorio y han sido el fruto en gran parte de la movilización social, la participación 
ciudadana incluyendo la de comunidades indígenas -llevando en el caso de ecuador a poner 
fin a una lucha nunca abandonada por parte de dichas comunidades consistente en el 
reconocimiento de la naturaleza como la madre tierra o “Pachamama” y la clara consecuencia 
de que el patrimonio ecológico es un asunto de primer orden dentro de la organización 
política del Estado. 
 
A partir de lo anterior y frente al caso colombiano “es de resaltar que el congreso y el 
gobierno colombiano -antes de la promulgación de la Constitución Política de 1991- ya 
habían expedido normas pioneras a nivel mundial y referentes de los estudiosos del derecho 
ambiental como son la Ley 23 de 1973 y el Decreto ley 2811 de 1974, que establecen 
principios rectores sobre la administración protección y conservación del medio ambiente y 
los recursos naturales77. “ por otro lado, el enfoque de la Constitución Colombiana se centra 
en la protección del derecho al medio ambiente sano incluyendo además un concepto de 
ambiente que mezcla elementos ambientales con los culturales”78, y, si bien, el medio 
ambiente no es consagrado como un derecho fundamental, si lo es como uno de carácter 
colectivo, que puede lograr la categoría de fundamental por vía jurisprudencial  gracias a su 
conexión directa con los derechos que ostentan esa naturaleza, como lo son la salud y  la 
                                                             
76Ibíd., Pág. 59 a 60 
77 Ibíd., Pág. 70  
78Ibíd.,Pág. 71  
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vida. Sin embargo esta carta sigue manejando un carácter netamente antropocéntrico al 
tiempo que abre paso al concepto de “constitución ecológica”, calificativo que según la corte 
debe dársele después de una lectura sistemática, axiológica y finalista y en razón de sus 34 
artículos referentes al medio ambiente”79 
“Por lo anterior es claro que dentro del panorama constitucional latinoamericano el 
calificativo de constitución ecológica y de vanguardia otorgado a la Constitución Política de 
Colombia de 1991, debe ser revaluado a luz de los preceptos y valores constitucionales de 
otros ordenamientos, como en el caso ya expuesto de la constitución Ecuatoriana del 2008, 
la cual podría considerarse como la nueva constitución verde a nivel mundial”80 al expresar 
de manera paradigmática y en un grado superior al de cualquier otro ordenamiento 
constitucional el deber- ser de la protección ecológica. 
Por último y siguiendo a Gargacella, es prudente en el caso de América Latina, considerar 
que estamos asistiendo a lo que este autor ha llamado “ trasplante en materia jurídica”, 
mediante el cual los sistemas jurídicos de algunos países latinoamericanos estarían injertando 
normas o preceptos que contradicen los valores constitucionales o legales tradicionales, 
definiendo de esta manera una nueva filosofía en la acción de Estado, que toma referentes 
jurídicos usados con relativo éxito en otras latitudes y que se acomodan en este caso a los 
principios e ideologías ecologistas que promueven el reconocimiento de los derechos de la 
naturaleza, de ser así, se repetiría la tradicional practica de importar instituciones jurídicas 
foráneas que a pesar de ser más o menos bien recibidas en los ordenamientos jurídicos 
receptores, previas las discusiones y los cambios de rigor, esperan a verse concretadas y 
materializadas a través del derecho que  hagan los Estados de estos preceptos constitucionales 
y legales81” 
2.1.2. Organización Institucional; una problemática de modelos y recursos 
Dentro de este indicador se buscan describir las principales entidades de carácter público que 
tienen como función principal identificar la problemática del medio ambiente, formular e 
implementar políticas dirigidas a su solución, a nivel nacional en los países suramericanos. 
Antes que nada, cabe señalar que dentro del sector público la gestión y realización de 
políticas ambientales no está bajo monopolio de una entidad en específico, sino es una 
responsabilidad compartida de varias de ellas que hacen parte del Estado, trabajando de 
manera conjunta, sin embargo, las agencias principales como ministerios y comisiones 
nacionales, sientan el tono de la gestión ambiental y expresan mediante la profundidad e 
impacto de su actuar la prioridad que le otorgan los países al tema.  
                                                             
79Ibíd.,Pág. 73 
80 Ibíd., Pág. 76 
81 Ibíd., Pág. 151 
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En América Latina y el Caribe existen de manera generalizada dos modelos administrativos 
principales en lo referente a las entidades públicas encargadas de las gestiones ambientales: 
el modelo del ministerio y el modelo comisión, señalando además que si bien son los más 
destacados en la región, estos son aplicados de maneras particulares y diversas en cada país, 
dicho  esto, en cuanto al  modelo del ministerio, se tiene que“este concentra en una entidad 
la responsabilidad de formular y dirigir la política nacional ambiental y, se constituye como 
la máxima autoridad ambiental. En algunos países esta entidad tiene también funciones de 
ejecución de esas políticas, aunque los ministerios han ido evolucionando y cada vez 
aparecen más orientados hacia la actividad de coordinación y promoción a nivel nacional de 
las políticas ambientales que formulan”82.  
Por su parte, el segundo modelo; “el de comisión, supone la no existencia de una autoridad 
ambiental propiamente tal, sino una figura coordinadora cuya labor es lograr que cada 
institución del Gobierno y del Estado introduzca la variable ambiental en las políticas, 
normas y acciones de su competencia, a su vez, dentro de dicho modelo es posible encontrar 
dos variantes principales; una que concentra en una entidad especializada la responsabilidad 
de formular y dirigir la política nacional, y otra donde las agencias principales del medio 
ambiente forman parte de un ministerio con competencias sobre varios sectores. Así, por 
ejemplo países como, Brasil, Colombia, Ecuador, México, Trinidad y Tobago, y Venezuela, 
cuentan con ministerios o secretarías de medio ambiente que se constituyen como la agencia 
ambiental principal, mientras que Belice, Costa Rica, Jamaica, Cuba y Uruguay son claro 
ejemplo de la segunda variante”83. 
“La creación de estas agencias públicas principales de la gestión ambiental se impulsó a partir 
de 1972. En Latinoamérica, la Secretaría Especial del Medio Ambiente de Brasil, como 
dependencia del Ministerio del Interior, y la Subsecretaría para el Mejoramiento del Medio 
Ambiente de México, fueron creadas en 1973 en respuesta a los acuerdos alcanzados en 
Estocolmo (1972).Pero fue Venezuela, en 1976, el país de la región que dio una mayor 
jerarquía a su nueva agencia ambiental con la creación del Ministerio del Ambiente y de los 
Recursos Naturales Renovables (MARNA)”84,el cual tenía por fin, sentar en un solo 
despacho otros entes públicos vinculados a la gestión ambiental dependiendo además de los 
Ministerios de Sanidad y Asistencia Social, Agricultura, Cría y Minas e Hidrocarburos, 
además de constituirse como la autoridad nacional de las aguas,  tener la responsabilidad de 
construir, operar y mantener los servicios de suministro de agua potable y cloacas y tratar 
efluentes a través de sus entes descentralizados, por lo que es observable desde la perspectiva 
                                                             
82  RODRIGUEZ. Manuel. Los actores del sector público en la gestión ambiental. Pág. 63. Disponible en 
www.manuelrodriguezbecerra.com  
83 Ibíd., Pág. 64 a 65 
84 Ibíd., Pág. 65’ 
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ambiental el poderoso instrumento que representaba para la gestión del entorno y para la 
consecución de recursos presupuestarios. 
“En los años setenta, con posterioridad y bajo la influencia de la Conferencia del Río la 
mayoría de los países de latinoamericanos adoptaron el modelo de las agencias principales 
del medio ambiente, como parte de algún ministerio que posteriormente se fueron 
transformando en este último tipo de entidad, ejemplos de ello se encuentran en Brasil 
(Secretaría Especial del Medio Ambiente - SEMA, luego el Instituto Brasileño de Medio 
Ambiente - IBAMA, finalmente el Ministerio del Medio Ambiente); y México (primero la 
Subsecretaría para el Mejoramiento del Medio Ambiente, después la Secretaría de Desarrollo 
Urbano y Ecología, luego la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca 
(SEMARNAP) y, por último, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 
(SEMARNAT). 
En el caso del Caribe, la creación de las denominadas autoridades y departamentos 
ambientales, dependientes y controladas por los Ministerios de los cuales dependen, ha 
conducido a un fortalecimiento y una mayor estabilidad institucional en algunos de los países. 
En San Cristóbal y Nevis se creó el Departamento del Ambiente (DOE, por sus siglas en 
inglés) en 1992, como parte del Ministerio de Desarrollo, Planificación, Medio Ambiente y 
Vivienda y en ese mismo año, se creó el DOE de Belice, en el Ministerio de Recursos 
Naturales, Medio Ambiente e Industria. En Jamaica, el Ministerio de Minas y Recursos 
Naturales creó en 1975 el Departamento para la Conservación de los Recursos Naturales con 
responsabilidad en siete áreas ambientales claves, pero la falta de bases legales para la 
creación de este departamento condujo a que se bajara de categoría, pasando a convertirse en 
una división. La ubicación de esta división pasó varias veces de un ministerio a otro. En 1991 
fue establecida la Autoridad para la Conservación de los Recursos Naturales (NRCA por sus 
siglas en inglés), como agencia ejecutiva del Ministerio de Tierras y Medio Ambiente 
ocurriendo Algo similar en Trinidad y Tobago, donde la Agencia para la Administración 
Ambiental, establecida en 1995, estuvo precedida por la atomización de la gestión en un 
amplio número de agencias públicas”85.  
Los países que actualmente han optado por un órgano central de administración durante los 
últimos años, han mostrado una gestión exitosa al asociar dicha gestión con otras actividades 
vinculadas al desarrollo sostenible, valgan como ejemplo Costa Rica, que tomo la decisión 
de asociar lo ambiental con lo energético; Uruguay que optó por vincular la administración 
ambiental a la vivienda y la ordenación del territorio; México, que inscribió la gestión 
ambiental dentro de la amplia gama de acciones que confirma el desarrollo social, ligándolo 
a la lucha contra la pobreza y otras actividades como el equipamiento urbano y el 
                                                             
85 Ibíd., Pág. 66 
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ordenamiento del territorio; otro tanto se puede decir de Bolivia, en donde se le asigna al 
ministerio de desarrollo sostenible y medio ambiente la función de órgano rector de 
desarrollo sostenible, tomando además la responsabilidad de promover la ejecución de 
diversos proyectos de protección ambiental. 
En cuando a la segunda vertiente del segundo modelo; el de comisión, su principio orientador 
es sugestivo y visionario al plantear que cada actor de la sociedad debe asumir la 
responsabilidad de desarrollar sus actividades en una forma que sea ambientalmente 
sostenible. Cuenta además de ello con méritos evidentes, al hablar por si de “impulsar una 
nueva conducta en la administración del estado, más próxima a la democracia participativa 
que a la representativa, caracterizada por su énfasis en la generación popular de las 
actividades políticas antes que por su expresión realmente democrática en el ejercicio de las 
funciones públicas, ello sin caer en el error de asumirlo como un dogma organizacional. Este 
modelo además parte de la convicción de que la gestión ambiental que realice el Estado; no 
puede ser exclusivamente de un solo sector, pues exige la existencia de un compromiso por 
parte de los diferentes sectores de la administración pública, generando así una globalización 
de tratamiento al tema ambiental”86.  
Esta tendencia organizacional establece un sistema nacional de gestión ambiental, a cargo de 
una comisión nacional del medio ambiente, que puede bajo la autoridad directa o no del jefe 
de Estado proponer políticas y normas de ejecución, frente a los diferentes órganos que hagan 
parte de la organización administrativa de cada país y establece en estos también unidades 
ambientales para el mejor desempeño de la agenda nacional, por esta tendencia  y como se 
verá, han optado países como Guatemala, Panamá chile y república Dominicana.   
En la actualidad solamente Chile y Perú cuentan con este modelo, pero fue Guatemala el 
“país pionero en la creación de este tipo de institución, cuando en 1986 creó la Comisión 
Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) que a finales de los años noventa fue sustituida 
por el Ministerio de Medio Ambiente. La CONAMA guatemalteca, dependiente de la 
Presidencia de la República, estaba compuesta por los ministros del sector productivo y su 
actuación se concentró principalmente en la agenda de contaminación y en las evaluaciones 
de impacto ambiental. En 1990, se crea en Chile, un organismo similar, con la misma 
denominación, Comisión Nacional del Medio Ambiente, cuyos propósitos son la 
conformación de un sistema nacional de gestión ambiental con base en el aparato público, la 
definición de una ley marco y el despliegue de la institucionalidad ambiental, en Perú, 
también a principios de los noventa, se establece el Consejo Nacional del Ambiente 
(CONAM)”87.  
                                                             
86 CORDERO. Luis. Institucionalidad ambiental en el derecho chileno. Editorial jurídica cono sur Ltda. . Santiago de chile. 1996. Pág. 
25-26 
87 RODRIGUEZ.,Op., Cit. Pág. 66 a 67. 
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 Sobre la diversidad de competencias que recaen sobre las dependencias 
nacionales 
“Una de las mayores diferencias entre las agencias ambientales principales existentes en uno 
y otro país está dada por el rango de competencias y funciones que se les asigna. Estas 
diferencias, unidas a las que se derivan de las diversas aproximaciones utilizadas con 
referencia a la coordinación intersectorial, la descentralización y la participación, constituyen 
parte de los factores que sirven para explicar el diverso grado de éxito que muchas veces se 
presenta entre los países en la puesta en marcha de instrumentos y planes similares; en 
algunos países como Colombia y Venezuela, desde un principio se otorgaron a las agencias 
ambientales principales tanto las funciones propias de la agenda de contaminación como las 
referentes a la administración y conservación de uno o más de los denominados recursos 
naturales renovables”88, mientras que en países como Chile, Perú y algunos Estados insulares 
del Caribe, es en la contaminación lo que sus agencias ambientales principalmente se 
concentran, basados estos últimos en el modelo de la Agencia de Protección Ambiental de 
los Estados Unidos que se dedica únicamente a contaminación mientras que otras agencias 
lo hacen exclusivamente de la fauna silvestre, los bosques y las áreas protegidas. 
En América Latina y el Caribe la agencia principal puede incluir diversidad de funciones, 
dentro de ellas, las de formular o encargar al Gobierno la política sobre medio ambiente de 
manera nacional e internacional; acomodar los planes, programas y proyectos para iniciar la 
ejecución de dichas políticas; definir los criterios ambientales que se agregaran en la 
formulación de las políticas sectoriales procedentes de otras agencias sectoriales; definir 
conjuntamente con otras agencias públicas algunas políticas de relevancia para el medio 
ambiente; regular y establecer los estándares de calidad ambiental; definir las regulaciones y 
normas para el acceso, uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables y del 
medio ambiente; y establecer las reglas y criterios de ordenamiento ambiental del uso del 
territorio, entre otras.“A su vez, y como base para ejercer las tareas mencionadas, la agencia 
principal puede contar con el mandato para ejercer una o más de las siguientes funciones: de 
coordinación, de control, policivas orientadas al propósito de hacer cumplir las regulaciones 
ambientales, son las que dan, o no, a la agencia ambiental principal carácter de autoridad 
ambiental, de administración de los recursos naturales renovables y del medio ambiente, de 
ejecución de las políticas y programas, y de promoción de la participación ciudadana”89.  
En cuanto a “las atribuciones de definición de políticas y regulaciones, estas tienen también 
diversa naturaleza. Por lo general los ministerios del medio ambiente tienen amplias 
funciones para definir o proponer las políticas y regulaciones ambientales a nivel nacional 
(ej. Bolivia, Brasil, Costa Rica, Colombia, Jamaica, México, Trinidad y Tobago, y 
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Venezuela) mientras que los institutos o entidades similares que hacen las veces de agencia 
ambiental principal tienen, por lo general, una limitada capacidad para el efecto dada su 
menor jerarquía política. En contraste, las comisiones nacionales de Chile y Perú coordinan 
y catalizan su definición, que es primordialmente el producto de la acción conjunta de las 
agencias sectoriales o la responsabilidad particular de cada una de ellas. Ello ocurre, por lo 
general, con referencia a la flora y fauna silvestre. Sin embargo, la competencia sobre 
recursos específicos se encuentra en algunos casos en otra agencia diferente a la ambiental, 
como ocurre con la pesca. Y en otros casos se encuentran atomizadas en diferentes agencias, 
incluyendo la ambiental, como los casos del agua y del suelo en un amplio número de países; 
lo anterior, cabe señalar constituye situaciones que en muchas de las ocasiones generan 
complejos problemas de coordinación”.90 
De forma paulatina, las principales agencias ambientales de América Latina y el Caribe se 
han preocupado más por los campos de la fauna y flora silvestres- cuando antes solo se 
encargaban de tratar actividades que generaran contaminación en el territorio- tendencia que 
se demuestra en muchos países mediante la dependencia directa de los servicios de bosques 
naturales y de los sistemas de áreas protegidas a esas agencias. Siendo esta tendencia 
interpretada “como una expresión del lugar estratégico que ocupa la biodiversidad para la 
gestión ambiental de la región, en particular en los países tropicales”. Otras competencias 
que se encuentran más frecuentes en las agencias son aquellas en que la información, 
investigación y educación ambiental, son elementos críticos de la gestión. Y en éstas, no sólo 
se plantean funciones de formulación de políticas, sino también aquellas atinentes a la 
ejecución de programas relacionados.  
La anterior descripción, permite observar el sin número de actividades y compromisos que 
se le atribuyen a las agencias ambientales, viéndose estás en la imposibilidad de cumplir con 
cada una de ellas, al tiempo que la falta de recursos aumenta en proporción a la cada vez 
mayor creación de entidades descentralizadas que se ordenan formar en materia ambiental, 
aunado a esto la intersectorialidad de las instituciones, los inconvenientes de coordinación  
especialmente los referidos a la fijación de políticas y normas, el ejercicio de la autoridad 
ambiental y la administración de los recursos naturales renovables que surgen por la división 
de algunas competencias y funciones ambientales en diversas agencias, han dado paso a la 
creación de diversas estrategias que contrarresten la situación. 
Es así que a fin de contar con una gestión más integrada y debido a procesos conflictivos 
entre agencias, los países han optado por asignar paulatinamente a una sola dependencia la 
diversidad de competencias que los primeros se han ido atribuyendo, generando un fenómeno 
de concentración de competencias; siendo ejemplo de ello, “la creación del SEMA en Brasil, 
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la cual dio lugar a una división de la gestión ambiental: de un lado, dependiente del sector de 
agricultura, permanecían las cuestiones relativas a los recursos forestales y de otro, bajo la 
administración del sector de ciencia y tecnología, las referentes al control de la 
contaminación, sobre todo del aire. Pero en la medida en que el SEMA amplió sus acciones 
en el área de conservación, se fue creando un paralelismo y no pocos conflictos con el 
Instituto Brasileño de Desenvolvimiento Forestal. Situaciones de conflicto similares a la de 
Brasil se han presentado en otros países, en los cuales la responsabilidad por la 
administración de la totalidad o parte de los recursos naturales renovables críticos para la 
región, en particular la flora y fauna silvestres, se ha mantenido en entidades cuya vocación 
prioritaria es el aprovechamiento, llevando incluso a enfrentamientos abiertos entre las 
autoridades ambientales y los ministerios sectoriales”91 
En la última década las agencias principales se han fortalecido y como uno de sus objetivos 
principales ha sido reducir la desintegración de las competencias y funciones ambientales en 
diferentes agencias y concentrar en la principal una parte sustancial de ellas; así ha sido en 
países como Brasil, Colombia, México, Jamaica, y Trinidad y Tobago. “Sin embargo, esta 
alternativa no parece, en todos los casos, haber convencido a sectores del gobierno y del 
sector privado de sus bondades como se expresa, por ejemplo, en el desmembramiento de la 
agencia de pesca del SEMARNAT (México), la transformación de la Secretaría del Medio 
Ambiente de Argentina en una subsecretaría de la Secretaría de Desarrollo Social y la pérdida 
por parte de la agencia ambiental de Argentina de sus principales competencias sobre el agua, 
y el intento que ha habido en Ecuador de trasladar del Ministerio del Medio Ambiente al 
Ministerio de la Agricultura las competencias sobre los bosques naturales, eventos que 
ocurrieron en el año 2001. Estas últimas reformas, lideradas por el sector privado, representan 
para los ambientalistas un retroceso en los avances logrados en los últimos años, y 
representan también una expresión más de los conflictos que persisten en los países 
latinoamericanos de las diferentes visiones existentes sobre la relación sociedad-medio 
ambiente.”92 
En cuanto a la eficacia de cada modelo vale decir que “no se puede afirmar que uno de los 
dos modelos institucionales, o de cualesquiera de sus variantes, sea distintivamente eficaz 
como propulsor de la integración y coordinación entre los sectores o al interior del conjunto 
de agencias que tienen responsabilidades en materia de la gestión ambiental propiamente 
dicha. Lo único que existe son apreciaciones muy subjetivas en favor de uno u otro, en boca 
de sus propulsores. Pero sin duda ha existido una gran creatividad en el diseño de estos 
                                                             
91Ibíd., Pág. 68 
92 Ibid., Pág. 70 
45 
 
modelos y quizá, por su juventud y la evolución de su implementación, resulta aún muy 
prematuro juzgarlos”93. 
En las agencias ambientales, su efectividad al incorporar la dimensión ambiental en los 
diferentes sectores de actividad, depende además de otros factores, como la voluntad de las 
autoridades, el  estado de conciencia y presión sostenida por la sociedad civil y el valor de 
prioridad otorgado al amplio temario ambiental por parte del Presidente de turno que puede 
concebirlo como un asunto primordial o en el peor de los casos discurrir que constituye un 
obstáculo para algunos de sus programas económicos, siendo un claro ejemplo de ello 
América Latina, en donde las disposiciones constitucionales y administrativas se ven 
truncadas muchas veces, por estar en contra vía de los nuevos modelos extractivitas que tanto 
pululan en la región y que representan grandes ingresos para los países que en ella se 
encuentran. Así lo anterior se constituye como un indicativo más de la alta vulnerabilidad 
que aún presenta la institucionalidad ambiental, expresada sobre todo en el ámbito 
presupuestal al ser la asignación de recursos para las agencias ambientales menor  a la de 
buena parte de los ministerios o de ser las mismas las primeras es sufrir recortes 
presupuestales  como forma de frenar el déficit fiscal mediante la reducción del gasto público; 
no obstante el crecimiento que han dado los gobiernos de forma generalizada a las diversas 
entidades públicas de carácter ambiental. 
Los organismos ambientales principales y su gran fortalecimiento, han permitido mejorar la 
coordinación transectorial, y varios países han reconocido de forma progresiva “la necesidad 
de que todos los organismos públicos incorporen la dimensión ambiental en sus políticas, en 
parte una consecuencia de la visión del desarrollo sostenible, que reconoce una profunda 
relación entre medio ambiente y desarrollo económico y social”94, con la finalidad de integrar 
en un todo, las instituciones que cuenten con responsabilidad directa como lo son las agencias 
ambientales principales y entidades conexas, o aquellas indirectas que hasta ahora estén en 
desarrollo de las gestión ambientales y sus políticas. 
Es importante señalar, a modo de conclusión que “común a los dos modelos se encuentra el 
amplio número de competencias y funciones que se les adjudica a las agencias ambientales 
principales, que en todos los casos desbordan sus capacidades y que crean dificultades para 
la fijación de prioridades y para establecer acciones de seguimiento y verificación de 
cumplimiento. La asignación de funciones deseables, pero no factibles de cumplir, por no 
estar acompañadas de los recursos económicos requeridos o de procesos efectivos y 
permanentes de fortalecimiento de las capacidades de gestión, condena a las entidades 
ambientales a que diferentes sectores de la ciudadanía las califiquen como ineficaces y 
cuestionen su validez y pertinencia. Sin embargo, la adopción de un determinado modelo no 
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es un fin por sí mismo, sino que debe responder a la real capacidad de los países, así como 
reflejar la estrategia que estos adopten para enfrentar el tema.  Lo que parece imperativo es 
dotar a las agencias principales de las capacidades necesarias para adelantar un esfuerzo más 
sistemático para fijar sus prioridades, vistas el amplio número de competencias y funciones 
que les han sido asignadas”95 
En cuanto a la institucionalidad en Colombia,96 el informe de Brundtland, realizado en 
Noruega en 1987, fue uno de los primeros informes donde se habló de la economía amigable 
con el medio ambiente, se analizó y se contrastó la postura del desarrollo económico de la 
época junto con el de sostenibilidad ambiental. De este informe proviene el principio 
antropocéntrico sumado al concepto de desarrollo sostenible, que se constitucionalizan en 
Colombia por la Carta del 1991 y se institucionalizan a través de la Ley 99 de 1993 creando 
el Sistema Nacional Ambiental (SINA). 
El Sistema Nacional Ambiental es considerado como la columna vertebral del sistema de 
gestión ambiental nacional, que articula el Ministerio de Medio Ambiente, las Corporaciones 
regionales autónomas, los institutos de investigación y departamentos administrativos. 
Dentro del SINA se crea el Consejo Nacional Ambiental, que hace la función de instancia de 
concertación entre el sector público y privado de las políticas, planes y programas 
ambientales. En él tienen asiento ocho ministros, la empresa privada, los grupos étnicos, las 
ONG, las universidades y el consejo de educación superior, entre otros. 
Por último, la declaración de Rio de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo con los 
principios que esta contiene, orientaron el proceso de desarrollo económico y social de 
Colombia, articulando la política ambiental que rige las directrices del tema dentro de la 
organización institucional. Así la organización de la política ambiental se encuentra a partir 
de principios de eficiencia, eficacia, economía, equidad, gobernabilidad y competitividad.  
Es así que bajo el marco de la Constitución Política de 1991, cualquier proceso de reforma 
debe tener en cuenta la organización administrativa, estableciendo claramente dónde éste 
debe estar presente de manera directa y dónde no, y qué tipo de división del trabajo y de 
complementariedad debe existir entre el sector público, el sector privado y las organizaciones 
de la comunidad, en función del interés general, lo que permite el reconocimiento de que una 
adecuada complementariedad entre estas esferas permite el mejor desarrollo de las funciones 
al cumplir cada una de ellas un papel irremplazable en la sociedad.  
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2.1.3 Problemáticas y acciones de la Actuación Administrativa frente a la Protección 
Ambiental. 
Para analizar los problemas de la administración concernientes a la actuación de sus 
funcionarios en temas que tengan que ver con la administración de recursos e inspección, 
control y vigilancia a empresas o actores en temas ambientales, se hablara de la corrupción 
generalizando las problemáticas que se abarcan en América Latina. 
Como primer grupo de factores comunes  se encuentran la financiación política, donde no 
existe mucha transparencia ni control, el tráfico de influencia, referido como “el factor clave” 
en la mayoría de los países para determinar la corrupción, el soborno en la instituciones y 
más evidente que el anterior, se observa la presencia del clientelismo aunado a la falta de 
Ética gubernamental que fomente normas de este tipo en el gobierno,  debido a la ausencia 
de una comisión u oficina encaminada exclusivamente a la creación de este tipo de 
reglamentación, así como la marcada existencia de un conflicto de intereses entre asuntos 
públicos y privados, especialmente en el poder legislativo al querer actuar de forma contraria 
a las políticas planteadas y en beneficio generando además la contratación de funcionarios 
públicos, a través de procesos que carecen de transparencia, de otra parte se observa también 
que los informantes son objeto de fuertes presiones  y   amenazas por parte de quienes 
ostentan funciones públicas, que no hay reglamentos eficaces para vigilar el financiamiento 
de los partidos políticos y frecuentemente quienes se encuentran ocupando cargos políticos 
escasean de información fidedigna y suficiente sobre las prácticas de corrupción que les 
permitan tomar decisiones informadas con respecto a las medidas para combatir a la 
corrupción. Sin embargo, el problema principal no está en este fenómeno, se encuentra en la 
manifestación de otros problemas relacionados con una gobernabilidad empobrecida, pues 
con frecuencia se ignoran los problemas que estructuran las verdaderas causas de la 
corrupción mientras que se reacciona a los “escándalos,” que típicamente incitan al desarrollo 
de acciones mediáticas encaminadas a tratar de implementar cambios, a menudo ausentes de 
racionalidad y premeditación. 97 
Así, teniendo en mente lo anterior, el Estado y sus ciudadanos deben preocuparse más por 
generar voluntad política, para implementar leyes nacionales y cumplir con los términos de 
las convenciones, igualmente deben dar prioridad a los beneficios de la transparencia y de la 
buena gobernabilidad en lugar de aspectos correctivos que tengan que ver con  el combate a 
la corrupción, equilibrando responsabilidades legales bajo los mecanismos que hayan 
planteado la ONU y la OEA, para la implementación y la ejecución de la legislación, lo que 
resulta especialmente difícil cuando los recursos son limitados, por lo que deben recurrir a la 
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asistencia técnica del Banco Mundial y del Banco Interamericano de Desarrollo usando los 
recursos obtenidos de la mejor manera posible 
Es importante también hacer partícipe del proceso, a medida que se amplía, al sector privado, 
para incluir la corrupción de este sector y atacar los vínculos públicos-privados. Sin caer en 
la creación de falsas expectativas sobre los esfuerzos de combate a la corrupción, pues en 
Suramérica, se presta escasa atención a la corrupción del sector privado en la región. Lo que 
a menudo se denomina “captura de la élite” o “captura del estado” para describir el ejercicio 
de la influencia indebida de grupos de interés sobre el gobierno, la cual es extensiva a lo largo 
y ancho de la región, incluso en países donde los niveles generales de corrupción son bajos, 
como en Chile.98 
En el escenario internacional actualmente existen instrumentos que ayudan a que los 
gobiernos se comprometan con la erradicación o tratamiento de la corrupción, estos 
constituyen convenciones internacionales como los documentos de la ONU y de la OEA los 
cuales implican la modificación interna de la legislación de cada país tendiente a tomar en 
cuenta las medidas ya sean recomendadas o exigidas por estos sujetos, sin embargo en países 
suramericanos se observa que el progreso es poco debido como se dijo a la falta de recursos 
y la presencia de factores gubernamentales que contribuyen a la corrupción y dificultan la 
acciones políticas de reforma 
Por ello a pesar de todos los planes, políticas, leyes y convenciones que existen para tratar 
este problema tan importante en la actuación de los funcionarios, sigue siendo la corrupción 
oficial, un arduo problema en Latinoamérica, la cual debilita la gobernabilidad, limita el 
crecimiento económico, y dificulta la seguridad. Aunque haya habido avances de gran 
significado en algunos países como México y Colombia, sigue Latinoamérica mostrando 
resultados pobres en estudios de corrupción llevados a cabo por organismos internacionales. 
En cuanto a los instrumentos internacionales, a pesar de que la mayoría de los estados 
participantes de la OEA y la ONU han firmado la Convención Interamericana en Contra de 
la Corrupción, la implementación de las técnicas que incluyen estas convenciones es muy 
esporádica en cuanto a la aplicación de normas internas. Aunque estas son adecuadas y 
dóciles en la mayoría de los países de Latinoamérica, con frecuencia no se cumplen, por tanto 
la gobernabilidad es carente de planes sólidos para la ejecución de las leyes, conjuntamente, 
las entidades responsables de vigilar el cumplimiento sea dentro del gobierno como en la 
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sociedad, carecen también regularmente de la capacidad para  desarrollar dicha función que 
para el sector ambiental este punto es de gran importancia.99 
En la mayor parte de los países, las medidas en contra de la corrupción se enfocan 
principalmente sobre el poder ejecutivo, lo que es un grave error, puesto que se debe prestar 
atención conjunta, incluso un poco mayor a otras ramas del poder público, como el 
legislativo, no solo en la creación de infinidades de normas, sino al fortalecimiento de las 
instituciones reguladoras y de control. En la mayoría de los países latinoamericanos la 
administración gubernamental, se presenta en forma descentralizada y con distribución de 
recursos fiscales, pero esto hace que no se preste la atención necesaria a la vigilancia y control 
de las actividades de gobiernos estatales y locales con respecto a la transparencia e integridad. 
Además de ello la lucha contra la corrupción en la región pocas veces se hace con 
planteamientos sistemáticos o racionales, convirtiendo tal lucha en reacción social sin plan a 
los escándalos; se ignoran los problemas que estructuran la corrupción porque el gobierno se 
dedica a amortiguar los daños políticos que resultan de tales episodios. Por tanto, los 
gobiernos latinoamericanos deben implementar planes prácticos de acción, para la ejecución 
de los compromisos que adquirieron al firmar y ratificar convenciones en contra de la 
corrupción. 
La sociedad civil cumple un papel importante en responsabilizar al gobierno de sus actos. 
Pero, por varias razones,  como poco acceso a la información, falta de pericia técnica en la 
supervisión y el análisis de datos, falta de protección y cuidado cuando el ciudadano es 
informante y la falta de mecanismos para ser participe en procesos de vigilancia; la sociedad 
civil no ha podido cumplir su papel en forma adecuada y como ya se ha dicho, los conflictos 
de interés entre grupos privados y públicos se encuentran muy generalizados, de lo que 
resulta un gran tráfico de influencias dejando por fuera la participación de la sociedad.  
“Dado que el éxito en la agenda global en contra de la corrupción a nivel nacional está 
estrechamente ligado a la calidad de la gobernabilidad, los gobiernos regionales deben prestar 
atención prioritaria a los detalles de la agenda para mejorar la calidad de la regulación, la 
selección y la administración del servicio civil, las normas y las prácticas, la efectividad 
gubernamental, el manejo responsable y transparente del presupuesto, la obtención pública 
responsable, el acceso a la información pública y los procedimientos judiciales transparentes 
y eficaces”.100 
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Con respecto a Colombia cabe señalarse que su administración “ha sido deficiente en cuanto 
a la provisión de los bienes y servicios públicos fundamentales para los ciudadanos. No 
obstante, las estructuras administrativas han ido demandando cada vez más recursos, 
privando de éstos a otros actores sociales que podrían utilizarlos en una forma socialmente 
más productiva”101. de tal forma que “el crecimiento exagerado del gasto amenaza la 
sostenibilidad de las finanzas públicas y no ha redundado en mejores resultados sociales; la 
corrupción, la  politiquería y la ineficiencia han minado la confianza del público en la 
capacidad del Estado para atender sus necesidades más apremiantes”102de otra parte “en la 
última década se ha constatado una injustificada proliferación administrativa la cual 
evidencia la ausencia de un modelo para la organización de las funciones administrativas del 
Estado, una desarticulación entre los niveles de gobierno, un funcionamiento improductivo, 
ineficiente e ineficaz, todo lo anterior agravado por una inmanejable complejidad 
administrativa”103. 
“De forma más específica y frente a la proliferación administrativa se ha observado un 
continuo crecimiento en la última década, sin que exista un criterio que permita inferir la 
existencia de un modelo orientador de asignación de funciones administrativas o una 
racionalidad bien definida en materia de administración pública. Por el contrario, el 
crecimiento tiende a ser inorgánico, con cierta pérdida de la concepción sectorial”104. “Así 
por ejemplo, existen entidades, incluso programas o unidades ejecutoras, que se crearon para 
apoyar políticas sectoriales de un determinado Ministerio, sin consideraciones generales de 
política pública ni término de vigencia definido. Estas entidades, una vez han cumplido su 
misión, buscan mantenerse modificando su radio de acción, pese a que los objetivos que se 
perseguían con su creación ya se cumplieron, perdieron vigencia o no tuvieron la efectividad 
esperada. Tal es el caso de los bancos de desarrollo, de las fiduciarias o de los fondos de 
garantías, entidades inicialmente de origen público, vinculadas directa o indirectamente a un 
sector particular, pero que terminaron prestando sus servicios a todos los sectores y 
compitiendo entre ellas”105. 
 
“De otra parte, el incremento de la autonomía municipal y de su capacidad de gestión pública, 
sin que simultáneamente se haya establecido un marco coherente y consistente para las 
instancias departamentales, provocó que éstas quedaran con un mandato funcional poco claro 
y con muy precarias fuentes de financiamiento, por lo cual su capacidad de agregar valor en 
la cadena de la Administración pública se redujo drásticamente”106.Así, los sectores que 
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presentan las redes institucionales más amplias son: educación, agricultura, medio ambiente, 
minas y energía, comunicaciones, hacienda y crédito público, defensa y relaciones exteriores.  
 
“En materia de transparencia el desafío es grande y las actuales características de la estructura 
y el tamaño del Estado continúan favoreciendo la ineficiencia y la corrupción en las entidades 
públicas”107. Aunado a lo anterior “el aumento del tamaño del Estado Colombiano, no 
corresponde a los resultados obtenidos en cuanto a la cobertura y a la calidad de los bienes y 
de los servicios producidos y prestados a los ciudadanos”108, ahora, en cuanto a los gastos 
“entre los principales factores que explican el crecimiento del gasto se encuentran los gastos 
en defensa, gastos en el sector social, las transferencias territoriales, los gastos de hacienda 
pública (deuda pública, entre otros), las pensiones desfinanciadas, las pérdidas en empresas 
que se hicieron explícitas, las contingencias que se hicieron efectivas, la vaga definición de 
gasto social y las decisiones de gasto por la rama judicial”109 sumando a ello otros “dos 
elementos importantes que afectan seriamente la capacidad del Estado para cumplir su 
misión: el deterioro de la calidad de la estructura del gasto y la baja correlación entre el 
incremento del gasto y el mejoramiento de la provisión de bienes  y servicios a cargo del 
Estado”110. 
Así en conclusión y para el caso colombiano, “los principales problemas a resolver son: vacío 
institucional de coordinación, de liderazgo y  de responsabilidad para asumir la estrategia 
jurídica de la Nación; ausencia de análisis  sistemáticos sobre las causas próximas de las 
demandas y de los fallos contra la Nación;  carencia de sistemas de información y de bases 
de datos que permitan dimensionar el problema y facilitar la toma de decisiones; debilidad 
de los instrumentos para identificar o disuadir las prácticas corruptas; evidente desventaja o 
menor capacidad de quienes defienden los intereses del Estado frente a los de los contratistas; 
e incumplimiento en los pagos de las condenas por trámites presupuestales”111; en términos 
generales, este escenario da respuesta a la ausencia de  políticas claras en materia de 
prevención, defensa, pro-actividad e incentivos en el manejo de las situaciones que dan 
origen a demandas y condenas en contra el Estado.  
Por ello, frente al panorama anterior, Colombia desde hace más de dos décadas, viene 
contando con importantes esfuerzos en materia de racionalización y simplificación de 
trámites, con el fin de promover un Estado eficiente y transparente. “Sin embargo, el amplio 
desarrollo normativo ha creado condiciones para que los trámites y los procesos converjan 
en malas prácticas de la gestión pública. Estas deficiencias han promovido diferentes 
elementos de corrupción, como son la evasión en el pago de tributos por información 
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imperfecta, el pago de sobornos y de dádivas para la realización de trámites y la falta de 
transparencia por parte del gobierno, entre otras. Así mismo, el Estado al no contar con una 
instancia rectora que discipline y que coordine el establecimiento de trámites de forma 
integral, junto con la de políticas que promuevan el intercambio de información entre 
diferentes sistemas, ha contribuido a que el ciudadano, el empresario y la administración 
incrementen los costos de transacción y la pérdida de eficiencia y de productividad”112.  
 
De conformidad con lo expuesto anteriormente y  con los resultados del diagnóstico 
presentado, es necesario implantar las definiciones, exponer las acciones y establecer los 
criterios que orienten una nueva administración, ello implica un cambio profundo en la 
estructura de la administración y de los procesos inherentes a su operación, implicando un 
cambio profundo en la cultura de la administración pública del país por lo que se hace 
necesario con base en estas definiciones, “repensar” la administración pública, por lo que a 
fin de cumplir lo anterior se inició en 2002 el proceso de “renovación” de la administración 
con fundamento en la Directiva Presidencial N°10 del mismo año, siendo El Departamento 
Nacional de Planeación (DNP) la entidad coordinadora y responsable de la orientación y del 
seguimiento del proceso, desarrollado a su vez en dos ámbitos a saber: 
 
 “Una dimensión vertical, la cual involucra la organización de los sectores, 
compuestos por las entidades cabeza de sector y la red institucional respectiva, y  
 Una dimensión transversal, en la que se hace referencia a los procesos estructurales 
necesarios para el correcto funcionamiento de la administración pública, comunes a 
todos los sectores”113. 
Así,  la unión de la reflexión sobre el papel del estado en el sector y “con la finalidad de evitar 
que cada gobierno ejecute una reforma administrativa aislada y sin coherencia con las 
iniciativas precedentes que puedan conllevar a una desarticulación de las instituciones del 
estado; las mencionadas reformas verticales plantean la intervención de un número 
determinado de entidades prioritarias por cuatrienio las cuales deben ser seleccionadas al 
inicio de cada gobierno, con base en los indicadores que se establezcan para el efecto, como 
por ejemplo, el número de servidores, los costos de nómina, los gastos de funcionamiento, la 
profesionalización de los funcionarios, la escala salarial, los resultados de su gestión, la 
percepción de transparencia y el riesgo financiero, entre otros”114.  
 
En cuanto a las reformas transversales, estas parten del principio de que el buen 
funcionamiento de la administración pública depende de una buena combinación de la 
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organización vertical con los procesos básicos necesarios y comunes a todos los sectores 
estructurales, a través de los cuales se materializa el contenido funcional de la gestión pública 
abarcando temas como el empleo público, gestión de activos, estrategia jurídica de la nación, 
sistema presupuestal y por resultados, gobierno electrónico, sistemas de información y de 
contratación pública entre otros. 
 
2.2 UNA MIRADA MÁS ALLÁ DE AMÉRICA: SITUACIÓN DE LA UNIÓN 
EUROPEA EN MATERIA MEDIO AMBIENTAL 
 La regulación medio ambiental en países miembros de la Unión Europea 
En el Tratado de Roma (1957) por el cual fue constituida la Unión Europea, no contenía 
mención expresa sobre las competencias y facultades que pudieran tener y llevar a cabo las 
autoridades comunitarias en cuanto al cuidado y afectación al medio ambiente, pues el 
objetivo del tratado es el progreso en económico y social de los pueblos miembros, en cuanto 
al trabajo y condiciones de vida, realizando acciones comunes para los estados y romper 
barreras existentes entre los mismos. El tema del medio ambiente, aparece como problema 
de primer orden hasta el año 1972, al reunirse los jefes de estado y de gobierno de los países 
miembros en la ciudad de Paris, para establecer por primera vez los principios de la 
Comunidad en materia de actuación ambiental y fijar competencias a la Comisión para pasar 
estos principios en políticas y llevarlos a la práctica.115 
Hasta 1987 la política ambiental en Europa era principalmente caracterizada por las acciones 
individuales de los estados miembros con una legislación no tan firme como comunidad, lo 
que hacía que en estos temas se crearan vacíos y existieran laxitudes e incongruencias 
políticas; fue en 1985, que se hizo una modificación al Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Económica Europea por medio del Acta Única Europea siendo un nuevo tratado que amplio 
los objetivos del anterior y también amplio las competencias de la comunidad en la política 
medio ambiental, donde se incluyeron 3 artículos nuevos específicamente dirigidos para la 
protección ambiental: el art. 130R en el cual se incluye en principio de “quien contamina 
paga”; el art. 130S, donde se pide la unanimidad en los estados miembros para ejercer 
acciones encaminadas a la protección del medio ambiente; y el art. 130T que pide a los 
Estados adoptar medidas que sean mucho más grandes e importantes que las se toman en 
comunidad. Luego el Tratado de Maastricht de 1992 que amplió las actividades en 
comunidad en política, economía y seguridad de la mano del desarrollo sostenible.116 
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Siguiendo la idea de la preocupación por el medio ambiente incluyéndola en políticas o en 
legislaciones, tal parece que uno de los países que primero mostró esta preocupación fue 
Polonia, pues su texto constitucional de 1952 dispone a los ciudadanos de la República el 
derecho al aprovechamiento de los valores que brinda el medio natural y el deber de 
defenderlos. Así mismo se encuentra la Constitución de la ex Yugoslavia de 1974 y la 
Constitución Española de 1978, que en esta última incluye a los poderes públicos en la 
responsabilidad de proteger, mejorar, defender y restaurar el medio natural y sus recursos, y 
a su vez impone sanciones penales y/o administrativas para quienes violen lo estipulado.117 
“Dentro de las Constituciones que contienen normas de protección medio ambiental se 
hallan, también, la ex Checoslovaquia, de 1960 (artículo 15, inciso 2°);la Búlgara, de mayo 
de 1972 (artículo 31); la Constitución Helvética de 1972, que en su artículo 29 ordena 
expresamente a la confederación legislar sobre “la protección del hombre y medio ambiente 
contra los atentado perjudiciales o molestos que son de su competencia”; la Húngara , de 
abril de 1972, que siguiendo la idea jurídica de sus predecesoras, considera deber 
fundamental de los ciudadanos proteger los valores naturales (artículo 69); la Constitución 
de Grecia, de junio de 1975, que en su artículo 24 impone al Estado la obligación de proteger 
el ambiente natural; la Constitución de Portugal de 1979, que recoge el texto pionero de la 
de Polonia de 1952, proscribiendo en su artículo 66 que “Todos tendrán derecho a un 
ambiente humano de vida saludable y ecológicamente equilibrado y el deber de defenderlo”, 
idea que hizo suya la Constitución de Perú de 1979.”118 
 
 Institucionalidad en la Unión Europea119 
En la Unión Europea, no existe ninguna obligación que haga que los países miembros y sus 
gobiernos realicen planes, programas o políticas ambientales, sin embargo, para algunos 
países miembros, el hecho de preparar necesariamente los informes nacionales para la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el medio ambiente y desarrollo ha incentivado el 
uso de la planificación ambiental. 
La comunidad europea, presenta una clase de “división” en su organización, por un lado, 
están los países que hacen parte de la Europa Occidental, teniendo estos un desarrollo 
económico mucho más grande en la comunidad, y por otro, los países de oriente, no tan 
desarrollados, pero que su reto es serlo para poder pertenecer a la Unión, si aún no hace parte, 
o si ya lo es, permanecer en ella y enfrentar las políticas comunes para el desarrollo y la mejor 
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calidad de vida. En Europa Central y Oriental, se han desarrollado procesos enfocados al 
medio ambiente, que han servido como guía y motor para países de occidente, lo que significa 
un gran avance para el desarrollo de estos países, pues uno de los temores que existían, era 
que los países que quisieran ser parte del mayor desarrollo no empelaran sus propias políticas 
en cuanto al medio ambiente, y copiaran aquellas existentes no muy benéficas de países de 
occidente. 
Existen Planes Nacionales de Acción Medioambiental (NEAP) que han servido para lograr 
muchos objetivos y retos, entre ellos el de la creación de nuevos principios políticos y la 
reestructuración de instituciones, países como Armenia, Georgia y la República de Moldova, 
los han implementado y dieciséis países más en transición los han puesto en marcha o los 
empiezan a poner. Los NEAP se han traducido a nuevas leyes marcos ambientales, 
introduciendo principios como el que contamina paga, movilizando recursos financieros, 
fomentando la participación pública, fortalecer instituciones en la mejora de sus técnicas de 
ordenación, entre otras. Pero estos Planes, han presentado deficiencias, debido a la poca 
participación del sector privado en estos, y se refleja en la carencia de recursos financieros, 
pues no cuentan con estrategias de financiación adecuadas y no se ha hecho el esfuerzo por 
estimar los costos y las fuentes de ingresos para obtener un equilibrio, pues en Lituania si se 
ha hecho y el Plan es un buen ejemplo a seguir. 
En cuanto a la participación ciudadana por el medio ambiente en Europa, desde 1970, los 
ciudadanos de diferentes países principalmente de occidente, empezaron actividades, como 
la recolección de basuras por separado, conservación y razonamientos de energía, 
disminución en el uso de plaguicidas y aerosoles y la puesta en práctica de proyectos 
educativos ambientales a nivel local, que han estimulado a los de oriente. Aunque la Unión 
Europea no cuente con una legislación concreta sobre la participación ciudadana y el acceso 
a procedimientos, acciones y recursos, a los ciudadanos no les queda de otra, si no confiar en 
su legislación nacional, teniendo muy pocas posibilidades de acceso al Tribunal Europeo. 
Los Estados miembros de la Unión Europea tienen que adherirse a la política ambiental 
común de la misma, elaborada a lo largo de muchos años, aunque la principal legislación 
ambiental que existe en la actualidad, se ha elaborado principalmente en los últimos 10 años, 
pero uno de los obstáculos para que puedan adherirse algunos países, es la carencia de 
recursos financieros, no solo en los Planes como ya se había mencionado, si no en todas las 
acciones que la legislación común pueda implicar. Para los países que le es más difícil esta 
adhesión, el desarrollo de su legislación y marcos ambientales está afín principalmente con 




 Instrumentos económicos.120 
En la Unión Europea, hay dos clases de instrumentos para la obtención de recursos 
económicos en temas del medio ambiente, los instrumentos directos y los indirectos. El 
objetivo de los directos, es impulsar el uso responsable de los recursos naturales, evitar la 
contaminación y la generación de desechos y lo más importante, hacer que los precios por 
los bienes y servicios incluyan costos ambientales; estas prácticas son poco usadas en la 
Unión Europea, pues los progresos para aumentar la responsabilidad civil han sido lentos, 
sin embargo en países como Bélgica, Dinamarca, Países Bajos y Suecia estos impuestos han 
tenido gran eficacia, imponiendo multas tasas a los contaminadores y usuarios del medio 
ambiente, principalmente a los del sector privado. La Unión Europea no utiliza este 
instrumento en comunidad, pues lo limita la marcada diferencia de modernización y 
rentabilidad de las empresas y usuarios en cada país, sobre todo en los países del centro y 
oriente de Europa, si no cada Estado individualmente decide o no si lo implementa. 
En cuanto a los instrumentos indirectos, su objetivo está en que las industrias se comprometen 
a instalar sistemas de ordenación ambiental, que serán evaluados en auditoria y si cumplen 
con lo exigido, pueden comercializar una etiqueta probada, en sus anuncios publicitarios y 
promociones, pero la critica que este ha tenido es que, con su uso, se está fomentando el 
cartel y la imposición de productos a los consumidores. 
La financiación de las medidas ambientales en la Unión Europea, también cuenta con 
organismos internacionales, que actualmente son tres fuentes principales para la 
financiación: los Fondos Estructurales, que se destina a la agricultura y al desarrollo social y 
regional; el Fondo de Cohesión, se centra a la protección de medio ambiente y en la 
infraestructura ; y el Instrumento Financiero comunitarios para el medio ambiente, que se 
encarga de elaborar modelos de actividades sostenibles y fortalecer las estructuras 
administrativas. Además está el Banco Europeo de Inversiones que concede créditos. Y para 
los países en transición, están los programas PHARE y TACIS, que abracan países de Europa 
Central y Oriental respectivamente. 
Para concluir, en materia ambiental lo más conveniente para la Unión Europea es el 
continuado progreso de armonización legislativa ambiental, que hace que los países acepten 
normas más elevadas, pero corrigiendo los conflictos entre intereses nacionales y la 
importancia que se le otorga a las prioridades económicas; y se debe solucionar el 
incumplimiento de los reglamentos por parte de los países en transición, pues en estos hay 
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escasa capacidad institucional, un ritmo de reforma política más lenta y de reestructuración 
económica. 
2.3. NUEVOS PARADIGMAS AMBIENTALES 
 
2.3.1 La evolución del Estado bienestar. Hacía un sistema verde121 
“En las últimas décadas una corriente de la teoría política generada en los países de habla 
inglesa con sistemas de gobierno basados en la democracia liberal, ha incorporado un nuevo 
objeto de análisis y de preocupación teórica: la protección del medio ambiente y el papel del 
Estado en el ámbito ecológico. Éste elemento, ajeno en principio a la ciencia política, ha 
terminado por imponerse en muchos estudios que buscan establecer nuevas alternativas al 
moderno Estado basado en la democracia representativa. Según algunos teóricos, la 
preocupación de los estados, especialmente en Europa, por lograr un desempeño ambiental 
adecuado y una sostenibilidad ecológica a largo plazo ha ido aumentando desde hace unas 
tres décadas, lográndose avances importantes en políticas ambientales, como las ocurridas en 
Finlandia, Alemania, Japón, Suecia, Noruega, Dinamarca y Nueva Zelanda. 
Sin embargo este análisis no puede dejar de lado la estrecha relación con el denominado 
Estado Bienestar, modelo surgido en el siglo XX en los países desarrollados, como una 
especie de solución política a las contradicciones sociales, donde la acción estatal regula e 
interviene de manera directa en esferas amplias de la vida social, sujetas a riesgos específicos 
generados por el modelo capitalista del mercado, suministrando asistencia y apoyo en dinero 
o en especie para servicios de salud, educación, vivienda, ayuda al desempleo, entre otros, y 
reconociendo el papel de los sindicatos en la negociación directa de los derechos laborales. 
Para otros esta clase de Estado se caracterizaría por un predominio de la administración sobre 
la política, de la técnica sobre la ideología; en palabras de Habermas, la ciencia y la técnica 
sería la ideología predominante. De aquí se concluye que una buena administración aunada 
a una técnica eficaz, son suficientes para lograr el objetivo del desarrollo económico y como 
consecuencia el bienestar social general. Desde esta perspectiva la política y la ideología son 
obstáculos ya superados, donde la acción de la técnica y la burocracia Predominan en las 
sociedades industriales. 
De esta forma, el denominado “Estado bienestar” que aún persiste en países con un elevado 
nivel de desarrollo económico, ha sentado sus bases sobre el llamado “Racionalismo 
Administrativo” un estilo institucional que enfatiza el rol de los científicos y los expertos, 
más que el de los ciudadanos y consumidores en la solución de los problemas sociales. Éste 
modelo es especialmente acentuado en países como Francia y Alemania donde la Ley 
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Ambiental se basa en los resultados de la ciencia; se mantiene menos fuerte en Inglaterra y 
cuenta con cierta presencia en los Estados Unidos. 
Sin embargo y a partir de la emergencia de una conciencia colectiva sobre la gravedad de los 
problemas ambientales que tuvo su auge en los años setentas del siglo pasado, las sociedades 
industrializadas han tenido que hacer frente a estas nuevas preocupaciones ecológicas, para 
las cuales el pensamiento y las prácticas del racionalismo administrativo sobre el que se 
afinca el modelo del Estado bienestar, han demostrado su incapacidad a la hora de plantear 
y poner en práctica soluciones efectivas, pues sólo han ejecutado reformas anteponiendo la 
necesidad del sistema económico. La imagen de esta “mente administrativa” como la 
designan algunos autores es la de una razón imparcial ejerciendo su incuestionable autoridad 
para el bienestar universal y proyectando a un aura conocimiento cierto que tiene como fin 
único resolver los problemas crónicos del estado, entre ellos el ambiental, excluyendo en 
cierta manera la participación directa de los ciudadanos en este tipo de decisiones”.  
A pesar de la comprobada ineficacia y cierta indiferencia del Estado administrativo frente a 
los asuntos ambientales, las políticas ambientales emergentes, apoyadas por el trabajo de 
ciudadanos, ambientalistas, organizaciones no gubernamentales y la misma industria 
publicitaria han contemplado un manejo distinto a esta problemática debido a su complejidad 
y particularidad, que no puede ser asumida de una forma convencional por la administración, 
la cual ante la imposibilidad de ser abolida debe operar una transformación para adecuarse a 
los problemas ambientales, lo que la convertiría en una administración ambiental, es por ello 
que la toma de conciencia sobre las consecuencias de la industrialización incontrolada y el 
enorme consumo de recursos naturales requiere un replanteamiento del desempeño ambiental 
y la ejecución de acciones políticas que incidan directamente sobre el modelo económico con 
el objeto revertir este proceso.  
Dentro de este contexto, que ha sido denominado una “modernización ecológica” de la 
agencias gubernamentales, surgen teorías que estudian el llamado “enverdecimiento del 
Estado”, o las prácticas democráticas verdes, estas se plantean como una alternativa al actual 
modelo del Estado Nación existente en el mundo entero, las propuestas sobre esta  nueva 
forma de Estado tiene lugar principalmente en países desarrollados como Australia, Estados 
Unidos e Inglaterra, donde las políticas ambientales ha tenido un fuerte auge en las últimas 
década, dentro del marco de un sistema capitalista de mercado que ha demostrado su 
ineficiencia para atender un problema estructural surgido de su dinámica de producción e 
intercambio de mercancías y donde la racionalidad instrumental del sistema orientado hacia 
la maximización de ganancias, amenaza de manera profunda sus mismas condiciones de 
producción, debido al excesivo uso y derroche de recursos naturales y servicios ambientales, 
habiéndose trasladado este problema al mismo Estado, como garante de las soluciones, 
respetuoso del libre mercado y la iniciativa privada, pero incapaz de resolver la crisis 
ecológica surgida del desarrollo industrial y la globalización. 
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Así las cosas, la propuesta de una democracia verde, que dentro del marco de la liberación y 
la modernización ecológica restituya o mantenga las condiciones que hacen sustentable a una 
sociedad marcada por el modelo capitalista, hace frente a aquellas teorías, ya sean de corte 
neoliberal o inclusive anarquista, que reclaman una disminución del poder estatal en la 
regulación de los asuntos ambientales, un afianzamiento de este mismo poder mediante un 
autoritarismo ambiental centralizado, o una reforma del Estado que resuelva las 
contradicciones de la producción que hacen inviable ambientalmente al modelo de mercado. 
La perspectiva de algunos de los partidarios del denominado “enverdecimiento estatal” como 
Meadowcrotf, Dryzek y Lundkvst, se basa en varios supuestos de acción política dentro del 
clásico Estado Liberal, como los siguientes: 
 Una organización estatal donde las consideraciones ecológicas son el centro de la 
actividad estatal. 
 La conservación ambiental como un imperativo estatal, integrando los valores 
ambientales con otros imperativos estatales como la economía y el bienestar de la 
sociedad. 
 Un proceso de modernización ecológica del Estado, priorizando los asuntos 
ambientales y creando políticas y mecanismos de acción orientados al desarrollo 
sustentable. 
 Una acción estatal enmarcada dentro de una racionalidad ambiental, que se vea 
reflejada en todas las instancias de acción del Estado. 
 Una organización democrática del poder estatal dentro del marco del estado liberal y 
respetando los derechos individuales. 
Por su parte, otros autores, proponen una tipología de estados, teniendo como fundamento el 
fuerte desarrollo de políticas ambientales en varios países y un enfoque administrativo que 
cada vez se centra más en las preocupaciones ambientales, crea ministerios dedicados 
exclusivamente al tema ambiental, establece áreas protegidas y nuevos impuestos por 
actividades contaminantes dentro del marco de las políticas globales de desarrollo 
sustentable, lo cual puede ser considerado como el nacimiento de un nuevo estado que se 
puede catalogar como verde y que son percibidos en proceso de formación temprano en 
países como  Noruega y Australia caracterizados además por mantener un Estado Bienestar. 
Para Christoff, el llamado “Estado Verde” donde quiera que esté exista debe estar 
caracterizado por una entidad estatal encaminada a lograr una modernización ecológica 
fuerte, que implica altos niveles de capacidad del Estado intervención ambiental y la 
integración de políticas económicas de bienestar social y ambiental; fuerte 
institucionalización política y cultural de valores ecológicos, altos niveles de conciencia 
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ambiental ciudadana dentro de un Estado inclusivo; un fuerte compromiso con valores 
biocéntricos y un ambientalismo enfocado al bienestar humano y a los asuntos y ecocétricos. 
Por otro lado la gestión administrativa- consideran- debería tener un propósito moral que 
busqué dirigir la actividad económica y social hacia fines ecológicamente sostenibles que 
beneficien directamente a la naturaleza, independientemente o en adición al bienestar 
procurado a los humanos bajo un esquema información de consenso, con una amplia 
participación social dentro del marco del modelo deliberativo. Este proceso implica también 
la planeación estratégica de la gestión, la coordinación con otras esferas como la económica 
y la social en busca de la gobernanza ecológica y la provisión de recursos para asegurar la 
implementación de estas políticas. 
 
2.3.2 La jurisprudencia de la tierra. Una reconciliación con las raíces122. 
Con base al  reciente movimiento estadounidense que reclama y concreta en normas de 
derecho positivo los derechos de la naturaleza, debe destacarse el gran aporte hecho por una 
corriente de corte ético y filosófico que pretende sentar las bases para la consagración de 
estos derechos en diversas legislaciones nacionales y en instrumentos de derecho 
internacional; esta corriente de pensamiento ambientalista que combina el ecologismo con la 
filosofía moral , la ecosofía y la teoría del derecho se ha denominado Jurisprudencia De La 
Tierra (Earth Jurisprudente). 
Su principal defensor es el abogado sudafricano CormacCullinan quien en el año 2002 
publicó el libro Wild Law, A Manifesto For The Earth Justice, que contiene una fuerte crítica 
al actual modelo de desarrollo económico y el modelo de gobierno sobre los cuales se fundan 
las sociedades occidentales, además de hacer un recuento de los principios y valores que 
deben guiar la protección de los sistemas naturales, texto que se ha convertido en el referente 
teórico del movimiento. 
Según Cullinan, el derecho salvaje está en capacidad de crear leyes para regular a los 
humanos considerados como una parte más de la comunidad planetaria de forma que creen 
la libertad para todos los miembros de la Tierra y las permitan desempeñar su papel en la 
continua coevolución del planeta. De otra parte, la propuesta sostiene que todas las 
comunidades humanas para regularse así mismas deben asegurar que la totalidad de sus 
miembros vivan en armonía con los requerimientos de la comunidad ecológica entera y que 
uno de los grandes fallos de los sistemas de gobierno de las culturas dominantes, radica en el 
hecho de no tener en cuenta las leyes y prácticas de los pueblos indígenas que aún priorizan 
el mantenimiento y reforzamiento de una relación mutua con su hábitat. 
Como se dijo, este nuevo movimiento cuyos representantes han participado de manera muy 
activa en la elaboración y proclamación de la Declaración Universal De Los Derechos De La 
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Madre Tierra toma elementos del activismo ambiental y político y los mezcla con algunos 
principios de filosofía ética ambiental y teoría jurídica, llegando a plantear determinados 
valores morales que en su criterio deberían tenerse en cuenta a la hora de diseñar y promulgar 
normas que se orienten de manera directa y clara hacia la protección de la naturaleza y sus 
componentes,  los cuales son dotados del derecho a la integridad moral y de un valor 
intrínseco. 
Dentro de los postulados teóricos y filosóficos que deben guiar u nuevo modelo de 
gobernanza la jurisprudencia de la tierra enfatiza los siguientes: 
 El reconocimiento de que la fuente de los derechos fundamentales de la tierra en 
cabeza todos los miembros de la comunidad, es el universo, más que los sistemas 
humanos de gobernanza. 
 Adoptar los medios para reconocer los roles de los miembros no humanos dentro de 
la comunidad terrestre y para refrenar los intentos humanos de evitar el cumplimiento 
de estos roles. 
 Una preocupación por la reciprocidad y el mantenimiento del equilibrio dinámico 
entre todos los miembros de la comunidad terrestre, determinada por una 
consideración sobre qué es lo mejor para el sistema como un todo. 
 Un enfoque que apruebe o desapruebe la conducta humana, sobre la base de que esta 
conducta pueda fortalecer o debilitar la comunidad terrestre. 
Para otros la jurisprudencia de la tierra es considerada la compañera del derecho ambiental 
en la búsqueda de direccionar la salud del medio ambiente. También afirman que el enfoque 
antropocéntrico y su negación a reconocer ciertos derechos a los seres vivos diferentes a los 
humanos impiden el logro de las metas de protección de la naturaleza. Para Tomás Perry uno 
de los más respetados exponentes de esta nueva ecosofía la más profunda causa de la actual 
devastación es el modo de conciencia que ha establecido una discontinuidad radical entre el 
humano y otras formas de vida. 
Como bien lo ha señalado Crosby y en la misma línea Cronon, el denominado imperialismo 
ecológico que hoy rechazan los defensores estadounidenses de la comunidad terrestre, 
acaparó los recursos naturales existentes generó degradación ambiental y pérdida de 
biodiversidad e introdujo un sin número de especies vegetales y animales, integrando estos 
territorios en un proceso de globalización económica y de socialización de la naturaleza que 
aún no cesa. 
De aquí que el culto al entorno paisajístico y a la belleza de la naturaleza norteamericana 
inspirado en parte en las cosmovisiones de los indígenas originarios y los relatos de los 
primeros colonos ingleses haya trascendido por generaciones y se siga explorando esa 
relación entre la identidad nacional y la naturaleza. Es indudable que esta visión ha tenido 
62 
 
eco en los nuevos movimientos que buscan afincar un reconocimiento jurídico para los 
atributos naturales. 
 
2.3.3 La Teoría Del Estado Verde De Robyn Eckersley123 
Se considera que la conceptualización muy completa y detallada del denominado “Estado 
verde” ha sido hecho por la pensadora australiana RobynEckersley, quien a partir de un 
análisis filosófico y político de los fundamentos del Estado y del modelo de democracia 
liberal propone una transformación del moderno Leviathan a través de un proceso de 
modernización ecológica fuerte, que integre políticas ambientales puntuales sobre aspectos 
como la contaminación, las áreas protegidas, los impuestos y tasas por emisiones 
contaminantes entre otros, y sobre todo que establezca de manera democrática los parámetros 
ecológicos dentro los cuales puede tener lugar la actividad económica. Sin embargo, estos 
cambios radicales dentro del Estado no pueden tener lugar en el marco tradicional de 
participación política basado en la democracia representativa liberal; para este infecto la 
autora plantea una nueva forma de participación política, la que opta por llamar “Democracia 
Ecológica.”. 
La idea de un escenario democrático orientado principalmente sobre consideraciones 
ambientales se fundamenta en el concepto de “Democracia Deliberativa Participativa” que 
reemplace a la clásica democracia representativa. En este escenario, todos los ciudadanos 
afectados por el daño ambiental tendrían derecho a participar de manera directa y sin 
intermediarios en los debates sobre el medio ambiente y justicia ecológica, cuestionando la 
actuación del Estado y contribuyendo a la formulación de políticas para el manejo del riesgo 
ambiental dentro de un escenario de “sociedad comunicativa” propuesta por Habermas, 
también conocida como “esfera pública verde” lo cual daría una mayor legitimidad al poder 
coercitivo del Estado. 
De hecho, la democracia deliberativa representa la gran esperanza del pensamiento verde 
contemporánea, el cual reconoce que las instituciones deliberativas tienen una gran ventaja 
sobre otros enfoques de la elección social por su habilidad para responder a la complejidad, 
incertidumbre y demás problemas de la acción colectiva asociados con muchos de los 
problemas ambientales contemporáneos, al mejorar los flujos de información gracias a la 
activa participación de muchas voces, incluidos aquellos individuos o grupos que 
experimentan directamente los efectos del cambio ambiental. 
Esta consideración lleva implícita una crítica al llamado “Estado Administrativo” donde se 
presenta una discordancia entre la organización burocrática que toma las decisiones, aquellos 
que son responsables políticamente de ellas y los ciudadanos que son directamente afectados 
por estas; sin embargo el Estado extiende su esfera coercitiva sobre la sociedad civil 
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expandiendo y racionalizando sus aparatos administrativos, lo que desemboca en un sistema 
jerárquico y centralizado de poder burocrático especializado con una débil participación 
pública 
Eckersley, recoge las críticas de los ecologistas a Leviatán moderno, aunque también hace 
eco de algunas propuestas de acción estatal provenientes del pensamiento político verde. Uno 
de los elementos que considera de suma importancia dentro del embellecimiento del Estado 
es la consagración constitucional del Principio De Precaución, lo cual haría mucho más 
vinculante el análisis previo de riesgos asociados a actividades potencialmente impactantes 
que pueden afectar al mundo no humano y a futuras generaciones. Este reconocimiento 
constitucional del principio de precaución según la autora podría vincularse a la declaratoria 
de un derecho humano a la protección ambiental y enlazarse con los principios ambientales 
y obligaciones establecidas por los tratados internacionales y las declaraciones de Estocolmo 
y Río sobre medio ambiente y desarrollo. Sobre esta última posibilidad plantea una especie 
de transnacionalización de la democracia ecológica a través de la celebración de tratados 
multilaterales y el aumento de la cooperación internacional sobre la base de los derechos y 
obligaciones preestablecidos. 
Así, el verdadero estado verde además de garantizar constitucionalmente los derechos 
clásicos del sistema democrático liberal como el voto, la libertad de expresión, elecciones 
limpias, asociación, no discriminación, participación y representación política inclusiva, 
igualmente debe garantizar en su constitución los siguientes derechos y deberes de todos los 
asociados 
Derecho a la información ambiental; derecho participar en los procesos de evaluación de 
impacto ambiental de nuevos desarrollos y propuestas tecnológicas ; Derecho a ser informado 
de las propuestas de generación de riesgo : Derecho participar en la negociación de estándares 
ambientales : Derecho a la remediación cuando se sufre año ambiental o amenaza de este; 
Derechos como tercero parte interviniente para continuar organizaciones no gubernamentales 
o ciudadanos preocupados por el cumplimiento de las normas ambientales, incluyendo 
estándares ambientales mínimos que están siendo sobrepasados. 
Deber de parte de todas las agencias de decisión del Estado y de las corporaciones privadas, 
de adoptar un enfoque de valuación del riesgo. Este deber se entiende en términos de acción 
constitucional del principio de precaución el cual debe tener en cuenta a las futuras 
generaciones y seres no humanos como referentes morales así como la consagración 
constitucional de una autoridad pública independiente por ejemplo un defensor ambiental 
que tenga la responsabilidad de presentar política y legalmente el interés ambiental públicos 
incluidos los intereses de las generaciones futuras y los seres no humanos aunado al deber de 
prevenir y de ser necesario pagar compensaciones por causar daño ambiental a terceros 
inocentes; este deber se podría reflejar en la consagración constitucional del principio del 
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“contaminador- pagador” y por último la creación de una disposición constitucional para 
garantizar el derecho al referendo y representación recíproca en foros deliberativo sobre 
asuntos fronterizos y ambientales de interés o preocupación colectiva con ciudadanos de 
otros estados que puedan verse seriamente afectados por actividades que tienen lugar en 
estados diferentes 
Sin embargo, la autora sostiene que el cambio constitucional, aunque es absolutamente 
necesario no es suficiente para transformar la sociedad y la economía, es crucial el papel de 
la denominada “esfera pública verde” con su enfoque democrático participativo y 
deliberativo y el activismo en ciudadanos ambientales que logren la consagración de los 
principios constitucionales antes descritos. El cambio constitucional es sólo una faceta de la 
capacidad de construcción y consolidación de un Estado democrático verde que responda de 
manera efectiva a los acuciantes problemas ambientales. Una reforma ambiental radical 
depende de la representación extendida de los ciudadanos en los escenarios deliberativos y 
un profundo proceso de participación democrática. 
 
2.3.3.1 Sus primeras aplicaciones en América Latina  
“Bajo este escenario, los nuevos modelos descritos, En Latinoamérica y especialmente en 
países como Ecuador y Bolivia plantean una serie de desafíos en el campo económico y social 
a los estados sobre los cuales se asienta.  La consagración de los derechos de la naturaleza en 
Ecuador o en la promulgación de leyes fundacionales en Bolivia, procesos basados en el 
reconocimiento de la naturaleza como sujeto de derechos con plenas garantías jurídicas, han 
introducido imperativos de actuación ecológica dentro de los aparatos administrativos 
existentes. La nueva organización del Estado también ha creado una serie de instancias de 
administración que buscan desarrollar los postulados de la constitución y las leyes, ya sea el 
Sumak Kawsay reconocido como valor fundamental constitucional en el Ecuador o el vivir 
bien en el caso de la Constitución de Bolivia. 
Éstos modelos imperativos éticos-políticos reconocidos en normas constitucionales y legales 
que hasta la fecha constituyen uno de los máximos grados de evolución del ordenamiento 
jurídico positivo a nivel mundial en materia derecho ecológico, han sido resultado de un 
proceso deliberativo surgido en el seno de la sociedad civil, entendida ahora como un 
conjunto de pluralidades culturales y nacionalidades que logran su reconocimiento como 
entidades autónomas, a la vez integrado a la vida política, social, cultural y económica del 
Estado-Nación, el cual en el escenario latinoamericano no puede desconocer la existencia de 
una organización administrativa soportada en la estructura o modelo clásico heredado de los 
sistemas políticos europeos.”124 
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En el caso de Ecuador, el modelo de desarrollo previsto para el país conforme al preámbulo 
de la Constitución del 2008 se basa en una nueva forma de convivencia ciudadana, en 
diversidad y armonía con naturaleza para alcanzar el buen vivir, es así que “los conceptos del 
buen vivir se plantean como alternativa al modelo colonizador y capitalista, que en opinión 
de sus promotores ha regido el modelo de Estado en Ecuador y Bolivia, lo cual refleja el 
preámbulo de la Constitución Boliviana al afirmar concierto toque retórico, que se deja en el 
Estado colonial republicano y neoliberal. 
Desde el punto de vista de esta filosofía política el fin principal de los nuevos valores y 
principios estatales sería el bienestar de las personas en armonía con la sociedad y la 
naturaleza o madre tierra, fundado en el reconocimiento de la diversidad cultural dentro de 
la unidad política del Estado como producto de las conmociones indígenas de lo belloy lo 
hermoso, de las relaciones sociales en armonía con la naturaleza y la vida. El nuevo modelo 
de desarrollo se asienta profundamente en el rescate de estas tradiciones indígenas oprimidas 
y desconocidas por la teoría occidental clásica del desarrollo basadas en una profunda 
comunión y respeto a los sistemas naturales y buscan explorar, más allá de la moderna 
traición eurocéntrica”125. 
Por tanto en consideración a lo anterior, podría establecerse un leve “paralelo entre estas 
cosmovisiones de rango constitucional, que asumen como valor fundamental la protección 
de los sistemas naturales, con ciertos rasgos del llamado“ ambientalismo del bienestar 
humano”,  propuesto por Eckersley, que sería una expansión del Estado bienestar hacia el 
ámbito de las preocupaciones ecológicas, donde lo principal es la atención a las fuentes 
ambientales de salud humana y bienestar y la protección de componentes del ambiente por 
razones no utilitarias, rasgos que pueden verse en una etapa primaria en países como Suecia 
Alemania y Dinamarca”126.  
“Como se indicó antes, el deber ser ecológico de la Constitución Ecuatoriana o de las 
denominadas “Leyes Fundacionales” De La Madre Tierra en Bolivia, establecen 
obligaciones para los Estados que van más allá de los tradicionales fines de protección 
ambiental, propios del constitucionalismo ambiental clásico, de amplia recepción en 
Latinoamérica. La consagración de derechos de la naturaleza o de la madre tierra exige un 
mayor celo estatal en la protección del patrimonio natural y el desarrollo o reforzamiento de 
los aparatos administrativos y judiciales que tienen como objetivo la eficacia de estos nuevos 
derechos. Además, la constitución del Ecuador en sus artículos 73 y 300 consagra como 
obligación del Estado, la aplicación del principio de precaución para prevenir la destrucción 
de especies, la destrucción de ecosistemas o la alteración permanente de los ciclos naturales.  
A su vez en Bolivia la ley número 71 de 2010 en su artículo octavo, establece como deber 
del Estado plurinacional el desarrollo de políticas públicas dentro del marco precautelatoria, 
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para evitar que las actividades humanas conduzcan a la extinción de poblaciones de seres, 
alteración de los ciclos o procesos que garantizan la vida o la destrucción de los esquemas de 
la vida de La Madre Tierra, incluidos en los sistemas culturales. En consonancia con estas 
obligaciones la ley 300 de 2012 de la República de Bolivia en su artículo cuarto, establece la 
obligación por parte del Estado plurinacional de aplicar el principio de precaución para 
prevenir y evitar daños a la madre tierra y sus componentes, la biodiversidad, la salud humana 
y los valores culturales intangibles, por lo que como se observa en lo ya descrito ambas 
normas; una de jerarquía constitucional y otra como ley fundante de  máximo rango, 
contienen uno de los elementos centrales para la teoría política contemporánea del Estado 
verde como lo es el principio precaución”127.  
”Sin embargo, no se debe desconocer el poco campo de acción y los fallos del Estado 
Administrativo en los países latinoamericanos, que en muchos ámbitos apenas empieza a 
construirse,  por lo que resulta bastante complejo establecer puntos de comparación precisos 
con el modelo estatal del Primer Mundo pasado en Estado Bienestar, así existan en nuestro 
continente países como Chile Argentina y Uruguay donde se avance en esa dirección, se 
hayan impuesto regímenes progresistas de enfoques izquierdista, o se proponga un trasplante 
de la socialdemocracia del bienestar europea, debido a las especiales condiciones políticas, 
culturales y sociales del desarrollo de estas latitudes”128.  
Es así que del resultado de la aplicación del trabajo anterior puede concluirse que en la última 
década los problemas que más aquejan la efectividad de la legislación ambiental, 
especialmente en América Latina dentro de ellos Colombia, si bien tienen el factor 
corrupción dentro de las entidades públicas y políticas cuentan con otros indicadores que 
contribuyen a minimizar la eficacia de las norma ambiental como los problemas de la 
administración pública enfocadas en las instituciones de protección ambiental y la visión 
tradicional de la naturaleza como objeto de producción, analizadas en líneas anteriores. 
Por ello, es menester implementar como se sustentará en el capítulo siguiente dos tipos de 
medidas: la primera concerniente a la implementación constitucional de la concepción de la 
naturaleza como un sujeto de derechos capaz de ser representado en instancias jurídicas, con 
lo que se abre la posibilidad de representar al medio natural que se considere pueda estar 
siendo vulnerado por actividades humanas no sólo por quienes se encuentran directamente 
afectados sino por cualquier persona que tenga interés en proteger a este nuevo sujeto. Esto 
permitiría reforzar e incrementar la participación ciudadana y fortalecer los controles de las 
colectividades a través de los ya dispuestos mecanismos de acción colectiva, es así que con 
la concepción propuesta se buscan además de incrementar los controles ciudadanos a 
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instancias públicas que afecten al medio natural, reforzar los principios constitucionales 
como el tan famoso principio de precaución.   
De otra parte junto con esta nueva visión es necesario para lograr su eficacia, adoptar un 
nuevo modelo de administración estatal que permita minimizar o reducir los actuales 
problemas que emplea esta figura como lo son el gran número de innecesarias y poco 
productivas contrataciones en el sector público, generadas entre otros debido a la presencia 
del clientelismo, y la adopción de políticas benéficas que en la práctica son sólo usadas como 
un trampolín para alcanzar cargos políticos. Por tal razón se propone una concepción de 
administración comunitaria, la cual fue abandonada con a la llegada del capitalismo y es 
actualmente objeto de estudio debido a los extremos que ha llegado el modelo, pues la 
acumulación de riquezas ha impactado en forma negativa, todos los sectores y visiones del 
ser humano llevando a cometer no solo grandes catástrofes ambientales sino la destrucción 

















3. DEL RECONOCIMIENTO DE LA NATURALEZA COMO SUJETO DE 
DERECHOS Y SUS IMPLICACIÓNES EN EL PRINCIPIO DE 
PRECAUCIÓN 
 
Con las soluciones propuestas anteriormente, es en este capítulo pertinente realizar un 
contraste de estas con el ordenamiento vigente para luego evidenciar los vacíos en los que el 
país incurre y así ofrecer una sustentación teórica del principio jurídico que debe ser 
privilegiado en el ordenamiento del país. 
Como primera medida, Colombia presenta los primeros avances modernos en materia 
constitucional de América Latina, al establecer de manera expresa el derecho de cualquier 
persona a gozar de un ambiente sano y también dotar a todos los ciudadanos del derecho a 
participar de los asuntos ambientales, así como de mecanismos para hacer efectivos sus 
derechos a la protección del medio ambiente, visto este en la carta como un derecho colectivo 
que bajo la teoría de la conexidad puede llegar a convertirse en uno fundamental, con lo que  
recurre a la concepción antropocéntrica la cual es sostenida en diversas sentencias como la 
C-508/94, la T- 411/92 donde la corte argumenta la primacía del ser humano y su papel dentro 
del orden natural, afirmando esta última que: 
“[…]Es a partir del ser humano, su dignidad, su personalidad jurídica y su desarrollo ( 
artículos 1°, 14°, y 16° de la constitución) que adquieren sentido los derechos, [las] garantías 
y los deberes, la organización y [el] funcionamiento de las ramas y [los] poderes públicos así 
como la defensa del ambiente, en tanto que es el entorno vital para el hombre […].”129 
Es así, que aunque la constitución garantiza varios privilegios y avances en materia ambiental 
no considera a la naturaleza como un bien jurídico en sí o sujeto de derechos, siendo por ello 
claro que el calificativo de constitución ecológica y de vanguardia otorgado a la constitución 
política de Colombia de 1991 debe ser revaluado a luz de los preceptos y valores 
constitucionales de otros ordenamientos que si lo hacen, siendo ejemplo mundial de ello 
Ecuador, que como ya se dijo su constitución “otorga derechos específicos a la naturaleza ya 
sea desde el punto de vista de que es un sujeto de derechos o de que se trata de una entidad 
jurídica objeto de protección.”130 
De otra parte y fuera del ámbito constitucional, se encuentra el principio de precaución, que 
en la legislación colombiana se adoptó mediante la Ley 99 de 1993, encargada de la 
organización institucional y política del medio ambiente. Este principio hace parte de los 
contenidos en el artículo 1 de la misma ley, como principio general ambiental del Estado 
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colombiano. Así mismo este principio hace parte de la Declaración de Rio, indicando a cada 
Estado suscrito el deber de aplicación del criterio de precaución para la protección del medio 
ambiente, en la Ley 164 de 1994 que aprueba la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático, en su artículo 3 que indica la necesidad de tomar medidas de 
precaución para prever, prevenir o reducir al mínimo las causas del cambio climático y 
atenuar sus efectos adversos. También en la ley aprobatorio del Protocolo de Cartagena sobre 
seguridad de la Biotecnología del Convenio sobre la Diversidad Biológica, ley 740 de 2002, 
y de la Ley 1196 de 2008, aprobatoria del Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes 
Orgánicos Persistentes. 
 
En cuanto al nivel constitucional de este principio, ha sido la Corte Constitucional quien le 
ha dado el rango de principio superior pues “se desprende de la internacionalización de las 
relaciones ecológicas y de los deberes de protección y prevención contenidos en los artículos 
78,79 y 80 de la Carta, y también este nivel deriva del deber impuesto a las autoridades de 
evitar daños y riesgos a la vida, a la salud y al medio ambiente”131 
A fin de materializar todas las disposiciones referentes a la protección ambiental plasmadas 
en la carta se crean entidades de inspección control y vigilancia principalmente mediante la 
ley 99 de 1993 con la que además el sistema nacional ambiental ( SINA) articulado con el 
Ministerio Del Medio Ambiente que como en su oportunidad se desarrollaron tienen la 
función de dotar  las normas establecidas en la carta y cumplir mediante sus funcionarios con 
la finalidades supremas del ordenamiento, y es en este punto en donde se crea la novedad 
investigativa ya que aunque se sugieren deficiencias en el funcionamiento por parte de dichos 
funcionarios no se ahonda en las causas y posibles acciones que permitan establecer tanto el 
origen como las posibles resoluciones.  
Así, cabe señalar que las actuaciones administrativas dependen de las preocupaciones 
ambientales que tenga cada Estado, estas se diferencian dependiendo del nivel de satisfacción 
o insatisfacción de las necesidades básicas para la vida. En las naciones que han alcanzado 
niveles de vida superiores las preocupaciones ambientales estas están centradas en 
fenómenos como el deterioro de la capa de ozono, el calentamiento global y la disminución 
y agotamiento de los recursos marinos vivos; mientras que en los países pobres, las 
preocupaciones están centradas en el agotamiento y contaminación del recurso hídrico, el 
empobrecimiento de los suelos, la desertización y la destrucción de los asentamientos 
humanos por inundaciones, sequías terremotos, erupciones avalanchas y particularmente por 
la falta de alimento vivienda y las enfermedades de origen hídrico, por lo que las inversiones 
para planes de desarrollo ecológico son mucho más costosas en los países con menor calidad 
de vida y desarrollo y así,  se concentra mayor apropiación de los recursos públicos. 
                                                             




El ideal del proceso de ecologización en las empresas industriales consiste en que la 
normativa ambiental debe combinar la protección al medio ambiente sin afectar el 
crecimiento económico. Pero este ideal se queda solo en eso, “pues cuando la legislación 
ambiental es aplicada estrictamente a las empresas que puedan o que causen daño ambiental, 
estas amenazan con trasladarse a otros lugares donde los controles ambientales sean más 
laxos. Predomina en los grandes inversionistas el chantaje de suprimir empleos si tienen que 
ejecutar controles ambientales este argumento les ha valido la consideración de las 
autoridades y en una eficiente estrategia para condicionar la aplicación de la legislación 
ambiental a su acomodo.”132 Algunos de los temas que más se irrespetan es el otorgamiento 
de licencias ambientales, pues la legislación de estas ha sido doblegada, especialmente por 
la presión del sector petrolero y logrando que en los últimos años se presenten varias reformas 
en la legislación de las licencias, hasta conseguir que prácticamente este sector en la 
actualidad esté exento de dichos controles, y  también  por la debilidad que tiene el ministerio 
del medio ambiente para la vigilancia, inspección y control del otorgamiento de estas. 
 
Alfonso Avellaneda sugiere que “una mejor conservación podría empezar por penalizar a los 
grupos que causan la mayor contaminación, sin embargo la mayor parte de los controles 
legislativos sobre la contaminación son mucho más modestos y dependen del consentimiento 
de las partes culpables”133 cosa que propende la mala actuación de aquellos quienes 
administren y se encarguen de aplicar las leyes, pues se evidencia que “el problema no es la 
falta de leyes, incluso de buenas leyes es que las leyes en materia ambiental disponen de 
agujeros a través de los cuales se cuelan la aplicación de la norma, cuyas sanciones quedan 
reducidas solo a improbables supuestos, en definitiva aquellos que contaminen sin permiso 
de la autoridad; pero la autoridad suele ser sumamente generosa a la hora de conceder 








                                                             






3.1 La Naturaleza Como Sujeto De Derechos. Ejemplo de aplicación en países 
Americanos. 
“Una nueva relación con la naturaleza equivale  
Forzosamente a cuestionar seriamente 
 Y desmantelar el imaginario extractivista.”135 
 
“Suena bastante paradójico que Estados Unidos, país considerado como uno de los mayores 
consumidores de la oferta ambiental planetaria con la mayor huella ecológica, meca del 
capitalismo mundial basado en un modelo de desarrollo económico basado en el 
aprovechamiento intensivo de recursos naturales y un exacerbado comunismo, haya 
proporcionado una de las primeras manifestaciones jurídicas de protección de la naturaleza 
como sujeto de derechos, llegando inclusive a prohibir actividades como la minería a gran 
escala con fundamento en que la autoridad local de gobierno y por ende la facultad de regular 
el uso de la tierra está basada en la auto gobernanza democrática de las comunidades. 
Estas manifestaciones jurídicas de carácter profundamente naturalista, contrario a la mayoría 
de constituciones de América del sur y el Caribe, no se han dado en el marco constitucional, 
ya que la de Estados Unidos no establece derechos ambientales ni mecanismos específicos 
para su protección. Sin embargo han tenido un gran desarrollo a nivel de las ordenanzas o 
normas locales, donde comunidades de los Estados de Pennsylvania, New Hampshire y 
Virginia, apoyadas en organizaciones no gubernamentales – destacándose en la mayoría de 
los casos  la participación del Fondo para la Defensa Legal Ambiental Comunitario 
(CELDF)- han logrado que se aprueben normas de alcance municipal donde se consagran de 
manera específica los derechos de las comunidades naturales, como una forma de defensa 
frente a proyectos de tipo extractivo adelantados por corporaciones privadas”136. 
Al considerar que pasados 40 años de haber sido promulgadas las más importantes leyes 
ambientales en los Estados Unidos, el medio ambiente se ha degradado enormemente en vez 
de mejorar, ello  en gran parte debido a la estructura de las normas que consideran a la 
naturaleza como una prioridad o cosa susceptible de ser explotada- como ocurría con las 
antiguas constituciones de la región suramericana- creando un fenómeno de legalización de 
daños a la naturaleza, en el que antes de buscar la prevención se codifican y permiten 
legalmente estas actividades , siendo ejemplo de ello la cláusula prevista en el artículo 1 de 
la sección 8.3 de la constitución de los Estados Unidos;  “pues a través de la interpretación 
de los precedentes propios del Common Law, se prohíbe a cualquier estado federado 
establecer restricciones al comercio, alegando razones particulares de protección del medio 
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ambiente137” por lo que es utilizado como el principal argumento por parte de las empresas 
privadas  para indicar que la restricción de estos proyectos bajo consideraciones de tipo 
ambiental afecta el libre comercio,  “en este sentido una vez que las actividades que generan 
daños ambientales son legalizadas por el gobierno federal o estatal, los gobiernos se 
encuentran  legalmente impedidos para prohibirlos.”138 
“El primer ejemplo de reconocimiento legal de los derechosa de la naturaleza con carácter 
vinculante se dio en la comunidad de Tamaqua Borough en el estado de Pennsylvania, 
mediante una ordenanza local en año 2006, la cual prohibía a todo ciudadano y las 
corporaciones privadas, la disposición  en el suelo de los lodos y residuos resultantes de los 
sistemas de tratamiento de aguas”139, dicha ordenanza meses más tarde desemboco en una 
norma municipal que reconocía con pleno carácter vinculante  los derechos de las 
comunidades naturales y los ecosistemas a existir y florecer y la obligación de protegerlos y 
respetarlos con el paso de los años.  
A través de los años, este movimiento por los derechos civiles y ambientales en los Estados 
Unidos ya no solo se limita a nivel municipal; el pasado 5 de mayo de 2013, el condado de 
mora aprobó una ordenanza que prohíbe cualquier tipo de explotación de petróleo y gas 
dentro de su territorio. En la parte motiva de la ordenanza, el condado determina que es una 
comunidad multicultural que prohíbe cualquier tipo de explotación de petróleo y gas dentro 
de su territorio con raíces indígenas, conoce que la tierra, el agua y el aire son la fuente de 
vida para todos los seres vivientes dentro de su territorio y que dicha comunidad está 
convencida de que su calidad de vida será destruida si se permite la explotación de gas  y 
petróleo, y la destrucción y contaminación de la tierra, agua y aire”140. “Por lo anterior es 
posible afirmar que detrás de la protección de la naturaleza y sus interacciones a través de la 
atribución de derechos, se encuentra una aspiración de corte político; esto es, la necesidad de 
autocontrol y gobierno propio sobre los asuntos que interesan a estas comunidades y a la 
protección de sus derechos fundamentales.  
Este es un claro desafió a la organización política y administrativa de los Estados Unidos y 
reivindica una autonomía política de pequeñas comunidades que como ilegítimos los 
derechos otorgados a las corporaciones privadas y amenaza de manera grave la oferta 
ambiental de sus territorios. No sorprende que algunas de estas normas locales además de 
reconocer a sus habitantes los derechos del agua, a un futuro con energía sostenible, a la 
soberanía dentro de su territorio, van mucho más allá en un reto al sistema político 
estadounidense, cuando les reconocen a las comunidades el derecho inalienable al 
autogobierno de manera responsable y les otorgan facultades para oponer estos derechos 
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contra corporaciones privadas o autoridades estatales, estableciendo así una especie de veto 
a los derechos o facultades legales de las empresas privadas dedicadas principalmente a la 
exploración y explotación de hidrocarburos no convencionales141. 
“Actualmente, a pesar de haber perdido varias batallas legales, el CELDF ha logrado que se 
profieran ordenanzas locales en varias municipalidades, donde se reconocen los derechos de 
las comunidades naturales y los ecosistemas y a su vez se prohíben actividades de alto 
impacto ambiental como la extracción de gas mediante el sistema de fracking , sin embargo 
el argumento fuerte de los gestores de estas normas, que apuntan sobre todo a prohibir el 
referido sistema de fraccionamiento hidráulico”142 , por considerar esta actividad  de alto 
impacto ambiental, se basa en que los derechos fundamentales de los ciudadanos están por 
encima de la ley de petróleo y gas y de los estatutos corporativos emitidos por los estados 
federales. 
“Cabe recalcar que en las motivaciones de algunas de estas ordenanzas se reconoce de 
manera expresa que la existencia de los ecosistemas y comunidades naturales es esencial para 
que prosperen las comunidades humanas y naturales, que son de utilidad tanto para las 
generaciones presentes como las futuras por lo que no puede pretenderse que estas tengan un 
enfoque exclusivamente ecocéntrico, a pesar de que consagren derechos en cabeza de las 
comunidades naturales, en desmedro de los derechos constitucionales y las corporaciones 
privadas”143.  
En cuanto a los casos de América del sur, en primer lugar, la Constitución de la república de 
ecuador, proclamada en la Asamblea Nacional Constituyente de Montecristi en el año 2008, 
- cabe señalar que con la participación y consejería de la CELDF en la elaboración y 
redacción de los principios de la Constitución Ecuatoriana que consagra los derechos de la 
naturaleza – en la que plantea un nuevo escenario jurídico en lo que a la protección del medio 
ambiente se refiere. A diferencia de la constitución de 1998 que solo consagraba el derecho 
al medio ambiente como uno de talante colectivo de tercera generación relacionado 
directamente -como lo hacen aún la mayoría de constituciones vecinas- con el interés público. 
“La nueva constitución establece un valor fundamental y a la vez paradigmático dentro del 
marco de los derechos ambientales al convertir a la naturaleza como un sujeto de derechos, 
ello, logrado a través de lo dispuesto en el artículo 72 de su nueva carta”144.  
Son varios los factores fundamentales que dieron lugar a este gran paso en materia ambiental, 
dentro de ellos “ el modelo de desarrollo económico del país altamente extractivita, causante 
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de la degradación ambiental, externalidades negativas y efectos redistributivos perversos145” 
aunado a la globalización de la agenda ambiental, que obliga a la adopción de medidas más 
eficaces para garantizar el mantenimiento se los sistemas naturales y del patrimonio 
ecológico de la nación y a “los movimientos sociales que ha presionado la creación de un 
constitucionalismo transformador de emancipación llamado por Boaventura De Souza 
Santos como el fenómeno de “constitucionalismo desde abajo”146, como lo fueron los pueblos 
indígenas para quienes significó un triunfo dentro de las luchas sostenidas por más de cinco 
siglos. 
 
“En un análisis reciente de la evolución de la jurisprudencia ecuatoriana en relación con los 
derechos de la naturaleza, Sofía Suarez concluye que la efectiva materialización de estos 
derechos requiere por un lado de acciones jurídicas que exijan la protección de los mismos y 
un desarrollo normativo que ponga en marcha estas nuevas disposiciones constitucionales. 
Para la jurista esta situación no se presenta aun en el ecuador y el incipiente pero progresivo 
desarrollo jurisprudencial ha sido posible gracias a la aplicación del principio del neo-
constitucionalismo: la aplicación inmediata y directa de los principios previstos en la 
constitución”147, Sin embargo, “no es menos cierto que, actualmente dicho enfoque permite 
a grupos ecologistas de todo el planeta enfrentarse a la firma British Petroleum ante el 
Tribunal Constitucional de Ecuador por la marea negra vertida en el golfo de México, y no 
por daños causados a los humanos, que pueden ser competencia de otras jurisdicciones,  sino 
por los causados a la naturaleza. Al reconocer que la naturaleza “tiene derecho a que se 
respete plenamente su existencia, su mantenimiento y la regeneración de sus ciclos vitales, 
su estructura, sus funciones y procesos evolutivos.” 148 
En Bolivia la norma jurídica de máxima jerarquía  “establece en su artículo 33 principios de 
protección ambiental y de aprovechamiento planificado y responsable de los recursos 
naturales, que son bastante similares en su concepto y enunciado a los de otras constituciones 
latinoamericanas, sin que haga mención especial a los derechos de la naturaleza o de los 
ecosistemas, ni se establezca algún tipo de valor o precepto constitucional que obligue a 
considerar a la naturaleza como un sujeto jurídico con derechos que deben ser protegidos”149, 
sin embargo bajo la mencionada Ley Marco Sobre La Tierra y El Desarrollo Integral Para 
Vivir Bien,  se reconocen derechos tendientes a la posibilidad de pasar del vivir mejor y del 
siempre más, al buen vivir, así, en lugar de un progreso asociado al aumento de la riqueza 
material y del consumo de bienes se centra en las condiciones de reproducción de la vida en 
todas sus dimensiones bajo la filosofía del buen vivir. 
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Siguiendo estos lineamientos bajo la filosofía de los pueblos autóctonos, el Estado mediante 
la mencionada Ley consagra un conjunto de principios, objetivos, orientaciones, 
recomendaciones y una estructura de autoridades responsables y competentes para su 
implementación manteniendo el enfoque de protección de los derechos de la madre tierra 
como ser viviente e interdependiente con los demás seres vivos,” introduciendo además el 
concepto de “desarrollo integral” el cual se basa en el equilibrio y armonía  con el ente 
supremo a fin de garantizar la regeneración de sus componentes y de los denominados 
“sistemas de vida”150. 
Sin embargo a la hora de interpretar el alcance de la norma y proceder a su aplicación se 
genera un conflicto, en especial en el momento de su aplicación en casos específicos que 
tengan que ver con el aprovechamiento y afectación de recursos naturales y el daño ambiental 
siendo posible además aventurar que algunas de las disposiciones de esta ley fueron 
establecidas al parecer desconociendo la primacía de la constitución; no obstante que el 
artículo 298 de la carta fundamental establece como competencia privativa del nivel central 
del Estado, la elaboración de políticas y leyes en aspectos ambientales, económicos de 
planificación nacional y de explotación de recursos naturales”151; en este sentido es de esperar 
la entrara en conflicto entre algunos de los principios constitucionales así como el deber del 
estado de industrializar los recursos naturales que la misma carta estipula con los establecidos 
en la Ley Marco. 
 
“Algunas respuestas a la pregunta fundamental sobre la efectividad de los derechos de esta 
Ley Marco se pueden encontrar en las recientes movilizaciones de algunos colectivos de 
indígenas bolivianos contra el proyecto de vía impulsado por el gobierno que atravesará el 
Parque Nacional Tipnis. También es significativa la protesta de los productores bolivianos 
de soya y girasol en el departamento de Santa Cruz, que usan semillas transgénicas y ante 
quienes el actual presidente reconoció que abrían podido cometer errores y que debía revisar 
nuevamente el articulado, al estar en juego igualmente la seguridad alimentaria. Tal parece 
que los imperativos del desarrollo integral boliviano ya entran en choque con tales derechos 
de la madre tierra y se debe buscar la manera de conciliarlos, tarea nada fácil en las 
circunstancias de pobreza y atraso de este país. Muy probablemente estas normas lleguen a 
tener un alto contenido simbólico si no hay una acción política decidida que permita dar 
cumplimiento a los fines programáticos de las leyes de la madre tierra. 
En concordancia con lo expuesto anteriormente es preciso señalar que el reconocimiento de 
la naturaleza como sujeto de derechos nace como una contraposición al capitalismo y su 
movimiento permanente de expropiación de la naturaleza al tiempo que exige una 





modificación del paradigma civilización que se adapte a cosmovisiones añejas y propias de 
los países americanos en donde se entienda a la naturaleza como un todo con el humano y 
demás seres vivos. Su triunfo en el ámbito jurídico es novedoso ya que “plantea una 
yuxtaposición de dos sistemas de derechos, a saber “el conjunto de los derechos de los 
ciudadanos relativos a la calidad del medio ambiente, y la innovación que representan los 
derechos de la naturaleza”152, pero también presupone exigencias en lo referente tanto a la 
modificación de  los modelos económicos imperantes en países suramericanos  basados en 
el extractivismo  de recursos naturales como al fortalecimiento de principios internacionales 
del medio ambiente principalmente el de precaución que como se verá a continuación hace 
posible y fortalece la participación  ciudadana siempre que los entes administrativos exijan a 
las empresas ciertos compromisos con la suministración de información permitiendo la real 
efectividad del principio propuesto al tiempo que disminuye las contradicciones entre el 
Estado y sus asociados, en especial aquellos que conforman comunidades indígenas. 
3.2 El principio de precaución como herramienta reforzadora de las acciones colectivas 
frente a la protección del medio natural. 
El Derecho Internacional Ambiental, cuenta con unos principios generales, que son aquellos 
que hacen parte de tratados, actos vinculantes de organizaciones internacionales y demás 
instrumentos internacionales que pueda suscribir un Estado con relación al medio ambiente 
y su protección, pero que no implican una fuerza vinculante para aquellos que los firman. Al 
no tener, los instrumentos internacionales un carácter coercitivo, sino solo enunciativo, se 
presenta dificultad para hacerlos exigibles, denominado esto como “derecho blando” que 
representa la principal debilidad del derecho ambiental  internacional, a pesar de que algunos 
Estado hayan adoptado estas disposiciones a leyes internas como herramientas más o menos 
concretas para la defensa del medio ambiente, aunque dicha incorporación al derecho 
positivo no haya sido unánime y su aplicación internacionalmente es bastante discutida.153 
Entre estos principios se encuentran el principio de “quien contamina paga” que más que un 
principio sobre sostenibilidad ambiental, es considerado un como uno económico; también 
se encuentran el principio de prevención y de precaución los cuales tiene implicaciones 
diferentes, pero se encuentra estrechamente ligados; este último es el que interesa a esta 
investigación.   
El principio de precaución “implica que ante actividades que conlleven peligros o riesgos 
que puedan causar  daños graves e irreversibles al medio ambiente y a los recursos naturales, 
pero de los cuales la información científica sea incierta , deben tomarse medidas o decisiones 
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que restrinjan o abstengan la puesta en marcha de tales actividades.”154 Es de esta manera 
que el derecho internacional adopta un enfoque de precaución como único instrumento o 
regla que obligue a los Estados a prevenir daños ambientales grandes a otros estados o áreas 
comunes siendo una obligación de prevención, la cual “surge en el momento en que existe 
un riesgo objetivamente determinado de que se cause un daño sensible o significativo”155 de 
tal forma que teniendo identificado este daño se puede dar inicio al principio de precaución, 
que se ocupa del espacio difuso entre la evidencia y la certidumbre científica del daño que se 
determinó.  
El principio de precaución en Colombia, como ya se explicó anteriormente es adoptado de la 
Declaración de Rio de 1992 por  la ley 99 de 1993, encargada de la estructura institucional 
de la gestión ambiental en Colombia y los fundamentos de la política ambiental nacional, que 
en su Artículo I, sobre los Principios Generales Ambientales establece en su numeral 6: “las 
formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del proceso de 
investigación científica. No obstante, las autoridades ambientales y los particulares dan una 
aplicación al principio de precaución conforme al cual, cuando exista peligro de daño grave 
e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medida eficaces para impedir la degradación del medio ambiente”  
Según Patricia Guzmán Aguilera156, en este texto normativo se pueden observar dos 
momentos de evocación a este principio: de una parte esta como eje orientador de la política 
ambiental misma que debe estar en armonía con los demás principios ambientales, y de otra 
parte, como argumento para actuaciones y acciones administrativas ante impactos 
ambientales negativos de cualquier tipo de actividad; esto último, de gran importancia para 
la novedad en la presente investigación.  
La precaución como principio en Colombia, su contenido y alcance, están altamente ligados 
al grupo social donde este se encuentre para su aplicación, pues puede depender de alcances 
netamente económicos, o del tipo de confianza que el grupo tenga en la ciencia y la tecnología 
y en casos más extremos y lamentables de la presión que un grupo de interés puede ejercer. 
En cuanto al alcance de su aplicación este principio enmarca tres componentes importantes: 
un riesgo plausible, pero incierto, que pueda causar un daño moralmente inaceptable; lo que 
quiere decir que aunque no haya certeza de los daños que se vayan a causar o probabilidad 
misma de estos como graves e inaceptables, se invoca al principio de precaución para así 
ciertas actividades puedan ser suspendidas. En otras palabras, el principio opera bajo el 
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criterio de responsabilidad objetiva, haciendo responsable a quien crea los riesgos por encima 
de las consideraciones subjetivas fortuitas o los nexos causales probables. 157 
Un tema importante para el déficit en la aplicación del principio de precaución es la dificultad 
que se tiene para acceder a la información de los diferentes proyectos obras o actividades, 
encaminadas a la exploración y explotación de los recursos naturales y a la información del 
estado del conocimiento científico, teniendo en cuenta que la información es uno de los 
elementos conceptuales del principio de precaución, de esta se dice que hay un déficit, pues 
“lamentablemente, el acceso a esta información no es siempre fluido ni transparente, lo cual 
dificulta la aplicación del principio”,158 pero así como la dificultad en el acceso a esta, genera 
conflictos, su divulgación oportuna y transparente puede servir como motor de proyectos 
sociales de amplio alcance. 
Dentro de los elementos conceptuales159 que hacer parte del principio de precaución también 
se encuentran la anticipación preventiva, la cual consiste que al momento que se den las 
pruebas científicas para aquellas actividades que puedan generar riesgo de daño, estas 
deberán estar antecedidas por actuaciones que prevean ese daño, así como evaluaciones 
legales o fiscales. Dentro de estos elementos, también se debe dejar lugar para errores, ya 
que por la complejidad de las actuaciones, es recomendable analizar un margen de error; a 
su vez también se debe tener en cuenta la proporcionalidad de la respuesta,  esta cuando se 
identifique un impacto ambiental y se tomen medidas preventivas, no se debe ser 
desproporcional la medida precautoria y el beneficio que se espera y además tener en cuenta 
los costos que se evitan para reparar el daño que se causa por la falta de precaución; en cuanto 
a la carga de la prueba en este principio, para el manejo de tecnologías o practicas 
productivas no convencionales, le corresponde a quien las proponga, probar adecuadamente 
su seguridad; aunque el solo el hecho de tomar medidas preventivas deja incertidumbre y 
debe proponerse e intensificar la investigación científica como fundamento para la 
eliminación de riesgos. Otro elemento y que debe considerarse de suma importancia es que 
los procesos sean abiertos, relacionado también con la información, pues garantiza la 
participación de que quienes posiblemente se vean afectados y también la transparencia en 
la toma de decisiones.   
En el Estado colombiano como se ha dicho ya, se tiene un gran número de instituciones que 
se encargan de la protección y cuidado del medio ambiente y en cuanto a la adopción de  
medidas para evitar daños graves se tiene como presupuestos que son estas mismas las que 
tienen la capacidad y competencia para hacerlo, pues en el artículo 15 de la Declaración de 
Rio se dice que sobre la intervención para hacer efectivo el principio de precaución se hará 
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en la medida en que los países tengan las capacidades. En Colombia, gracias al derecho 
constitucional de gozar de un ambiente sano, es al Estado a quien le corresponde el deber de 
prevención y protección y así mismo se le confiere la potestad para dar ejercicio al principio 
de precaución, esto también conforme al artículo 85 de la ley 99 de 1993, que manifiesta que 
al momento en que las autoridades ambientales tomen medidas ante situaciones riesgosas 
puede implicar  que tienen el poder para hacer suspensión de obras o actividades que de ellas 
se derive peligro para los recursos naturales o la salud humana   o que las mismas se hayan 
iniciado sin el respectivo permiso, concesión, licencia o autorización. 
La participación ciudadana cumple también un papel importante al momento de tratar las 
cuestiones ambientales con en el principio de precaución, pues es el acceso a la información 
como ya se dijo anteriormente un factor importante, al igual que la oportunidad de participar 
en los procesos de toma de decisiones, incluyendo al ciudadano como parte de la valoración 
y las críticas que se hagan a las actividades que tengan que ver con la explotación de recursos 
naturales y su afectación  al medio ambiente. En la Constitución colombiana de 1991, la 
participación ciudadana es un eje estructural pues dicho texto desde su preámbulo demuestra 
el interés por fortalecer una democracia participativa y en los derechos colectivos, como el 
medio ambiente, se tienen mecanismos de participación ciudadana para su defensa.160 
Uno de los mecanismos de participación que más se usan hoy en día en materias ambientales 
corresponde a las audiencias públicas que incluso son parte del trámite de licencias 
ambientales y que a su vez para estas últimas la ley 99 de 1993, propone la intervención de 
la ciudadanía en las actuaciones administrativas encaminadas a la expedición, modificación 
y cancelación de los permisos o para la imposición o revocación de sanciones por el 
incumplimiento de las normas y regulaciones ambientales. 
Ya para concluir con el principio de precaución, se debe analizar la efectividad del mismo en 
Colombia, pues con lo anterior se demostró que tal principio si esta implementado en la 
legislación colombiana y hasta logra adquirir el rango de principio constitucional, que existe 
el deber del Estado de ejercerlo y que hay alta implementación de medios para la 
participación ciudadana en los procesos y actividades. Analizando dicha efectividad de 
aplicación al principio de precaución, se discute la fomentación de la investigación y la 
ciencia en un país, para avanzar en el desarrollo y la prevención de impacto ambiental, y en 
el contexto colombiano este fomento es un tema flojo, pues las inversiones que se hacen a 
este sector son vulneradas por la corrupción y malas actuaciones de los encargados de su 
desarrollo. 
Atendiendo al gran número de normas ambientales que existen, Colombia no debería haber 
visto prosperar surtidos proyectos y actividades que son considerados de riesgos y que sus 




daños han de ser considerados moralmente aceptables puesto que existe el principio de 
precaución y debía ser respetado161. Es por esto que en esta investigación se propone este 
principio como respuesta al problema que la misma se plantea, pero viendo a la precaución 
de una manera diferente, donde se fortalezca su aplicación desde el corazón del Estado 
colombiano hasta la participación de la ciudadanía con mecanismos participativos que ya 
están contemplados en la constitución como las acciones populares o de grupo, con acceso 
amplio a la información y fomentando acciones que refuercen la actuación de quienes se 
encargan de su aplicación.  
 
3.3. La implementación y pertinencia del principio como solución a la respuesta 
investigativa  
Teniendo como referente lo ya expuesto, cabe recordar que dicha exposición teórica tuvo sus 
orígenes en la afectación  ambiental evidenciada en el diagnóstico de la presente 
investigación, mediante el cual fue  posible descubrir entre otros aspectos que las 
problemáticas que hoy día existen en Colombia frente  al control, inspección y vigilancia 
realizado por  parte de las entidades competentes a las empresas que realizan actividades 
generadoras de riesgos potenciales para el ambiente, no se encuentran en las disposiciones 
constitucionales ni legales  existentes frente al tema, recordando que las mismas son 
reconocidas en diversos ámbitos internacionales como proteccionistas y de avanzada en el 
escenario ambiental, sino en la deficiente actuación de las entidades públicas encargadas de 
materializar dichas disposiciones a través de los funcionarios que las mismas tienen a su 
cargo y dirección, por tanto, es evidente que la dimensión de la que se trata este estudio es la 
eficacia manejada a su vez mediante un enfoque funcionalista, al querer indagar sobre las 
posibles acciones que mejorarían los problemas de eficiencia en el actuar de los funcionarios. 
Así, luego de observar las diferentes problemáticas, soluciones y paradigmas que se dan 
frente a las discusiones ambientales  internas de los países de América y la Unión Europea 
mediante la aplicación del método investigativo de derecho comparado, se encuentra que la 
investigación permite proyectar una solución que aunque si bien no soluciona los problemas 
hallados en la administración como los son la corrupción, el clientelismo, los favores 
políticos, el robo de los ingresos públicos y las numerosas contrataciones, si permite el 
reforzamiento de un control social, factor determinante en la lucha contra las actuaciones y 
conductas contrarias a derecho cometidas  tanto por las entidades como por funcionarios 
competentes en materia medio ambiental. 
                                                             
161 GUZMAN, Óp. Cit., 161 
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Es así, que a través de la definición y fundamentación teórica de los principios fundamentales  
que se creen pertinentes para dar respuesta efectiva a la pregunta del proyecto investigativo 
mediante la aplicación del método, se tiene que la implementación del principio  de la 
naturaleza como sujeto de derechos en el marco constitucional  permite que se fortalezca el 
principio de precaución  y el reforzamiento de las acciones colectivas y de grupo 
contribuyendo  de esta manera a obtener un mayor control de la actuación de los funcionarios 
públicos  y entidades de igual naturaleza que ejercen actividades de control inspección y 
























El  Estado colombiano y su organización frente a la protección de medio ambiente, presenta 
deficiencias en sus funciones, y es por esto que la presente investigación proyecta soluciones 
al déficit administrativo e institucional de la aplicación y eficiencia de la normatividad 
ambiental en Colombia, implementando un principio de orden constitucional, consistente en 
conceder a la naturaleza el estatus de sujeto de derecho, con lo que se le otorga al medio 
natural la capacidad de ser representado como cualquier otro sujeto jurídico y otro principio 
de orden legal; el principio de precaución, establecido actualmente en el ordenamiento legal 
colombiano, el cual se refiere a aquella actuación que se realiza por parte del Estado, apoyado 
con tecnologías y ciencia, antes de llevar a cabo proyectos o actividades que tengan que ver 
con la explotación de recursos naturales, cuando de ellas pueda derivarse posibles 
afectaciones al medio ambiente. 
Sobre el principio de Precaución,  aunque se encuentra reglado en la legislación interna y 
haga parte de los principios internacionales del derecho ambiental,  este  no es efectivo ni se 
cumple como lo plantean los textos normativos de Colombia al encontrarse con tropiezos 
como la falta de implementación de adecuados métodos tecnológicos y científicos destinados 
a los estudios previos de las actividades consideradas riesgosas para medio natural, debido a 
la inexistencia de recursos económicos y/o la mala administración de los mismos; la falta de 
publicidad  y carencia de una información fluida y transparente, tanto de la existencia de 
proyectos que puedan incluir un riesgo ambiental, como del estado del conocimiento 
científico de los mismos, entre otros. 
 Debido a este déficit en la aplicación del principio descrito, se propuso implementar dentro 
de la constitución colombiana la concepción de la Naturaleza como un sujeto de derecho 
más, que en nuestro ordenamiento permitiría el reforzamiento del principio de precaución al 
tiempo que genera un proceso de efectivización del mismo, pues implica un mayor control 
ya que su violación sería objeto de mayores responsabilidades tanto para el Estado como para 
las empresas que causen daños al hacer posible que cualquier persona sea jurídica o natural 
pueda representar e interponer acciones tendientes a exigir una protección real y efectiva del 
medio natural. Todo ello fundamentado en el análisis realizado mediante la aplicación de 
derecho comparado en la que se apoyó esta investigación, en la que se encontró en países que 
lo han implementado como Bolivia y Ecuador que aunque la afectación continua latente el 
principio se constituye como una herramienta eficaz contra el mismo Estado y empresas 
extranjeras. 
El análisis del que se ocupó esta investigación,  inició buscando las causas del por qué en 
Colombia existe tanta contaminación al medio ambiente si su legislación ambiental es 
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extensa y rica en contenido, hasta llegar a la conclusión de que el problema no es de leyes, e 
incluso de buenas leyes, si no que su problema es de eficacia, que parte desde la actuación 
de los funcionarios de  instituciones hasta el poco interés demostrado por alguna parte de la 
ciudadanía, pues  aquella otra parte del pueblo que se preocupa por un desarrollo amigable 
con el medio ambiente, no cuenta con las garantías necesarias para hacer efectiva la 
legislación ni la protección. Por tanto, se hace necesario programar estos dos principios como 
solución del problema planteado, que quiere hacer en primera medida, que se active en el 
ordenamiento colombiano el interés por implementar medidas que actualmente no las 
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I. Encuestas realizadas a los habitantes aledaños a la Laguna y el Caño del 
Tinije. Maní, Casanare. 2013, tabulación e informe del comportamiento 
estadístico de las mismas en el orden indicado.  
 
 




Una vez emitido el fallo a favor de la acción popular interpuesta por los municipios de Agua 
Azul y Maní -  Casanare contra la empresa petrolera CEPCOLSA con el fin de impedir la 
continuación de las actividades que ésta ya había empezado a realizar en la laguna El Tinije 
a una distancia menor de la permitida y causando perjuicios temporales en los 16 días que 
permanecieron allí, el proyecto de investigación se vincula con la problemática de ésta 
industria planteando entre otras cosas que es el Estado y el control que el mismo realiza 
mediante sus entidades para garantizar  la protección del Medio Ambiente el que presenta 
deficiencias en su organización y en el actuar de sus funcionarios. 
Frente a lo dicho anteriormente se plantean objetivos generales y específicos que buscan 
llevarse a cabo mediante diferentes métodos, entre ellos la realización de encuestas a 50 
habitantes de Maní- Casanare con las que se buscó evaluar aspectos como la importancia que 
tiene para la comunidad de Maní el medio ambiente, la transcendencia de las actividades 
petroleras realizadas en la laguna del Tinije, y la incidencia económica y social que han tenido 














UNIVERSIDAD LIBRE- SEDE BOSQUE POPULAR 
FACULTAD DE DERECHO 
 
Esta encuesta se realiza con el fin de observar el comportamiento de las comunidades 
aledañas a la laguna y caño del Tinije frente a las empresas que realizan actividades con fines 
petroleros. 
1. Califique en una escala de 1 a 5 (siendo este último el de mayor puntaje) la 
importancia que tiene para usted la laguna el Tinije en el desarrollo de la región. 
1______ 2 ______ 3 ______ 4 ______5 _____ 
2. Califique en una escala de 1 a 5 (siendo este último el de mayor puntaje), en qué 
medida considera usted que, con la llegada de las empresas petroleras a esta región, 
han contribuido al buen desarrollo social y económico de las comunidades. 
1_____   2 _____   3 _____   4_____   5_____ 
3. ¿Pudo observar algún cambio en la laguna el Tinije durante y después de la 
realización de actividades con fines a extraer petróleo que se llevaron a cabo en esta?   
SI____ NO_____ No sabe\ No responde_____ 
a. En caso de respuesta positiva (Sí), especifique; marcando con una X, el cambio 
operado (puede escoger más de una opción): 
 
 Contaminación de las aguas de la laguna___ 
 Mejoramiento de la infraestructura de conservación ambiental____ 
 Disminución de la vida acuática___ 
 Afectación de la flora y fauna de las riberas de la laguna___ 
4. Tiene usted conocimiento de la acción popular interpuesta en el municipio de Maní y 
Agua-Azul contra la empresa petrolera, con el fin de proteger a la laguna el Tinije al 




a. De responder afirmativamente ¿Cuál es la empresa demandada? 
___________________________ 
5. ¿Cree usted que las empresas petroleras al causar daños por las actividades que llevan 
a cabo se han preocupado por minimizar el impacto en el Medio Ambiente?  
SI_____ NO ______No sabe\ No responde___________ 
6. ¿Considera que se ha visto afectada la realización de sus actividades sociales y 
económicas a causa de los procedimientos desarrollados por parte de las empresas 
petroleras y demás relacionados con estos?  
SI_______ NO______ 





7. Califique es una escala de 1 a 5 siendo este último el de mayor puntaje ¿en qué medida 
la población de Maní- Casanare se ha interesado en los últimos años por preservar el 
Medio Ambiente e impedir actividades que puedan afectarlo? 
1______ 2 _______ 3 ______ 4______5______ 
8. ¿Conoce usted algunas actividades  que el Estado mediante alguna de sus entidades 
haya realizado con el fin de proteger y preservar el medio ambiente? 
SI_____ NO_____ No sabe \No responde______ 
9. ¿Está usted dispuesto a dejar en un segundo plano la preservación del medio 
Ambiente a cambio de que a las empresas petroleras se les permitiera explotar más 












III. Tabulación de los resultados. 
   III.I   Informe del comportamiento estadístico por indicador. 
Esta encuesta se realiza con el fin de observar el comportamiento de las comunidades 
aledañas a la laguna y caño del Tinije frente a las empresas que realizan actividades con 
fines petroleros. 
1) Califique en una escala de 1 a 5 (siendo este último el de mayor puntaje) la 
importancia que tiene para usted la laguna el Tinije en el desarrollo de la región. 
Importancia que tiene para usted la laguna el Tinije en el 
desarrollo de la región 
1 2 3 4 5 
0 0 5 15 30 
     
 
 
Sobre esta pregunta puede observarse que más de la mitad de los encuestados valoraron la 
importancia de la laguna con las dos opciones más altas, esto sumado a que ninguno calificó 
su importancia con las más bajas, nos permite afirmar que para la mayoría de la comunidad 
la laguna El Tinije tiene un papel muy importante en el desarrollo de la región. 
 
2) Califique en una escala de 1 a 5 (siendo este último el de mayor puntaje), en qué 
medida considera usted que, con la llegada de las empresas petroleras a esta región, 

















Importancia que tiene para usted la laguna el Tinije en el 
desarrollo de la región.
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En qué medida considera usted que con la llegada de las 
empresas petroleras a esta región, han contribuido al buen 
desarrollo social y económico de las comunidades. 
1 2 3 4 5 






Los habitantes de Maní, Casanare consideran que con la llegada de las empresas petroleras a 
la región ha existido un desarrollo económico y social, pero que a pesar de esto no es el 


















¿En qué medida considera usted que con la llegada de las empresas 
petroleras a esta región, han contribuido al buen desarrollo social y 
económico de las comunidades?
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3) ¿Pudo observar algún cambio en la laguna el Tinije durante y después de la 
realización de actividades con fines a extraer petróleo que se llevaron a cabo en esta?   
 
¿Pudo observar algún cambio en la laguna el Tinije durante y 
después de la realización de actividades con fines a extraer petróleo 
que se llevaron a cabo en esta? 
SI NO No sabe/ No responde 





La comunidad encuestada en su gran mayoría considera que la Laguna de la que aquí se trata 
presentó cambios en dos momentos, a saber: antes y después de la realización de las 



















¿Pudo observar algún cambio en la laguna el Tinije durante y 
después de la realización de actividades con fines a extraer petróleo 
que se llevaron a cabo en esta?  
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a. En caso de respuesta positiva (Sí), especifique; marcando con una X, el cambio 




las aguas de la 
laguna 




Disminución de la vida 
acuática 
Afectación de la 
flora y fauna de 
las riberas de la 
laguna 




Dentro de los cambios vistos por los habitantes, tres de los cuatro ofrecidos como opción de 
respuesta fueron los que la comunidad escogió con mayor frecuencia y como se muestra en la 
gráfica con porcentajes similares, a saber, son: contaminación de las aguas, disminución de vida 
acuática en la Laguna y afectación de flora y fauna en las riveras de la misma. Es posible por 
tanto decir que la totalidad de la comunidad Maniceña observo cambios negativos constituidos 
como grandes afectaciones para la Laguna, éstos causados antes y después de la realización de 
actividades petroleras realizadas aproximadamente a 180 metros de ella. Con la excepción única 


















flora y fauna de las












4) Tiene usted conocimiento de la acción popular interpuesta en el municipio de Maní y 
Agua-Azul contra la empresa petrolera, con el fin de proteger a la laguna el Tinije al 





En Maní sus habitantes conocen de la acción popular gracias al interés de conservar la laguna 
y así evitar que se siga causando afectación ambiental con el desarrollo de actividades 




















Tiene usted conocimiento de la acción popular interpuesta  en el 
municipio de Maní y Agua-Azul contra la empresa petrolera, con 
el fin de proteger a la laguna el Tinije al ser un área de especial 
importancia ecológica.
Tiene usted conocimiento de la acción popular interpuesta  en el municipio de 
Maní y Agua-Azul contra la empresa petrolera, con el fin de proteger a la laguna 






a) De responder afirmativamente ¿Cuál es la empresa demandada? 
¿Cuál fue la empresa de mandada? 
Sabe el nombre de la empresa 







A pesar de que la mayoría de personas respondieron conocer la acción popular en general 
conocen como se llama la empresa demandada porque conocieron detalladamente del caso o 
porque les contaron otras personas, pero en realidad cuando llegó la empresa a Maní fueron 



























5) ¿Cree usted que las empresas petroleras al causar daños por las actividades que llevan 









Sobre este particular es pertinente afirmar que para la mayoría de los encuetados no creen 
que las empresas petroleras al causar daños durante el ejercicio de sus actividades, se 





















¿Cree usted que las empresas petroleras al causar  daños por las 
actividades que llevan a cabo se han preocupado por minimizar el 
impacto en el Medio Ambiente? 
¿Cree usted que las empresas petroleras al causar  daños 
por las actividades que llevan a cabo se han preocupado por 
minimizar el impacto en el Medio Ambiente? 
SI NO No sabe/No responde 




6) ¿Considera que se ha visto afectada la realización de sus actividades sociales y 
económicas  a causa de los procedimientos desarrollados por parte de las empresas 





Las dos opciones de respuesta de esta pregunta, en sus resultados está casi a la par. Lo que significaría 
que la industria petrolera se ha entrometido en hogares, cambiando su forma de vida y alterando su 
trabajo, así como en las actividades diarias de agricultores y trabajadores del llano. En mayoría, no 





















Considera que se ha visto afectada la realización de sus 
actividades sociales y económicas  a causa de los procedimientos 
desarrollados por parte de las empresas petroleras y demás 
relacionados con estos
Considera que se ha visto afectada la realización de sus actividades sociales 
y económicas  a causa de los procedimientos desarrollados por parte de las 






¿En qué actividades específicas se ha visto afectado? 
Contaminación e impacto 
ambiental. (Fauna, flora, 
agua y suelo) 
Cambio en la 
cultura y trabajo 
llanero. 
Afectación a vías 







Las actividades de industria petrolera  al  encontrarse inmiscuidas de una manera poco 
agradable dentro de actividades propias de la comunidad , se puede observar que en mayoría,  
el entorno natural del maniceño ha sido alterado, en gran parte su suelo que es quien 
proporciona parte del alimento propio y de su ganado; así como también ha sido cambiada 
su cultura, trabajo y sociedad autóctona, con la llegada de colonos de otras regiones para 
asentar pozos de producción petrolera ofreciendo poco trabajo a buena remuneración , 




















Actividades en que se afectó
¿En qué actividades específicas se ha visto afectado?
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7) Califique es una escala de 1 a 5 siendo este último el de mayor puntaje ¿en qué 
medida la población de Maní- Casanare se ha interesado en los últimos años por 
preservar el Medio Ambiente e impedir actividades que puedan afectarlo? 
¿En qué medida la población de Maní- Casanare se ha interesado en los 
últimos años por preservar el Medio Ambiente e impedir actividades que 
puedan afectarlo? 
1 2 3 4 5 




Aunque es cierto que en las preguntas anteriores la población maniceña da a la Laguna una gran 
importancia para el desarrollo de la región,también lo es que la colectividad califica su interés 
por preservar el medio ambiente e  impedir las actividades que puedan afectarlo entre  un nivel 
medio con una frecuencia mayor a las demás opciones y uno superior con apenas una diferencia 
de siete personas. Lo anterior nos indica que la importancia de la Laguna supera por mucho el 
interés que da la comunidad a la preservación del medio ambiente y a las actividades que puedan 




















¿en qué medida la población de Maní- Casanare se ha interesado en 
los últimos años por preservar el Medio Ambiente e impedir 
actividades que puedan afectarlo?
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8) ¿Conoce usted algunas actividades  que el Estado mediante alguna de sus entidades 
haya realizado con el fin de proteger y preservar el medio ambiente? 
 
¿Conoce usted  algunas actividades  que el Estado mediante alguna de sus 
entidades haya realizado con el fin de proteger y preservar el medio 
ambiente? 
 
SI NO No sabe/ No responde 




Se puede observar en la gráfica que el 50% de los encuestados no poseen un conocimiento 
claro sobre las actuaciones del Estado que les permitan saber las actividades que este ha 
realizado con el fin de proteger y preservar el medio Ambiente. Por ello podemos afirmar 
que una parte considerable de habitantes conocen de las actuaciones del Estado, esto teniendo 
en cuenta que los encuestados eran afectados directos de la industria petrolera o personas 


















¿Conoce usted  algunas actividades  que el Estado mediante 
alguna de sus entidades haya realizado con el fin de proteger y 
preservar el medio ambiente?
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9) ¿Está usted dispuesto a dejar en un segundo plano la preservación del medio 
Ambiente a cambio de que a las empresas petroleras se les permitiera explotar más 
los recursos naturales? 
 
 
¿Está usted dispuesto a dejar en un segundo plano la preservación del 
medio Ambiente a cambio de que a las empresas petroleras se les 







La comunidad encuestada en su totalidad no está dispuesta a ver al medio ambiente por 
debajo de la industria; lo que contrariaría al interés que ha tenido la comunidad maniceña por 
preservar el medio ambiente de actividades que puedan afectarlo, como la actividad petrolera. 
(Pregunta 7) Esto despierta un interés por saber si realmente le interesa a los Maniceños la 





















¿ Está usted dispuesto a dejar en un segundo plano la 
preservación del medio Ambiente a cambio de que a las 








La preservación del medio ambiente es 
sinónimo de vida 
El desarrollo económico no va de la 
mano con la comunidad ni con el medio 
ambiente. 






Las personas encuestadas en su mayoría no están de acuerdo con la manera en que se están 
llevando a cabo las actividades petroleras, ya sea por que el gobierno no impone reglas duras 
para la preservación del medio ambiente o por que las empresas pasan por alto lo 
encomendado por la ley, en todo caso en el municipio de Maní no existe desarrollo sostenible 









La preservación del medio
ambiente es sinónimo de vida
El desarrollo económico no va de












IV. Valoración del comportamiento de la categoría 1. 
La comunidad maniceña muestra preocupación y gran actividad por la preservación del 
medio ambiente, ve la laguna como fuente de vida y por lo tanto sin el cuidado que esta 
requiere muchos campesinos desmejorarían su calidad de vida; la gente maniceña ha venido 
tomando consciencia de que sin el cuidado del medio ambiente no habría lugar a la industria 
pues así como va el desarrollo, sin ir de la mano con la preservación, al paso del tiempo lo 
único que puede quedar es más destruición de cultura, educación, medio ambiente y 
desarrollo.   
V. Valoración del comportamiento de la categoría 2. 
Al principio no era tan relevante que la empresa petrolera CEPCOLSA se encontrara ahí, 
pero al ver la comunidad que cuando esta realizaba sus actividades no se preocupaba por 
minimizar la contaminación al medio ambiente y que se habían presentado cambios 
transcendentales en la Laguna El Tinije y sus alrededores, la comunidad en general decidió 
que era primordial hacer algo para así evitar que siguiera aconteciendo esto. 
VI. Valoración del comportamiento de la categoría 3. 
A partir de las preguntas pertenecientes a esta categoría puede afirmarse  que con  la llegada 
de las empresas petroleras a la región ésta no ha tenido el desarrollo social y económico 
esperado por quienes en ella habitan, entre otros aspectos debido a que la comunidad se ha 
visto afectada en la realización de sus actividades teniendo que modificar su trabajo y su 
cultura debido a los procedimientos que estas empresas realizan, pues con ellos afectan las 
vías y contaminan los lugares donde desarrollan sus labores económicas y sociales al causar 
afectación en las aguas y lagunas donde se da la pesca y la caza como lo es la Laguna El 
Tinije. 
VII. Conclusión valorativa del comportamiento de toda la unidad de análisis de 
la encuesta. 
La comunidad en su mayoría considera que con la llegada de las empresas petroleras al 
municipio, el desarrollo económico y social no ha sido relevante, pues ha creado conflictos 
internos entre las comunidades por cuestiones de trabajo, cambios en la cultura y afectación 
al Medio Ambiente. 
Las actividades realizadas en el municipio por parte de las industrias petroleras evaden sus 
responsabilidades, la comunidad afirma que con la llegada de las mismas no se han visto 
mejorías en la preservación ambiental, por el contrario éstas evaden sus responsabilidades y 
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no exteriorizan su preocupación por los daños causados. Lo anterior sumado a que como lo 
manifiesta la colectividad el Estado no muestra una verdadera y legal organización en su 
actuar frente a estas actividades hace que la comunidad se manifieste y empiece a crear una  
 
Conciencia colectiva en donde le dan más importancia al Medio Ambiente, exigiendo su 
protección mediante mecanismos constitucionales como lo fue la acción de tutela por ellos 
instaurada dejando en claro que no están de acuerdo en dejar en un segundo plano su entorno 
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